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Introducción:

El presente trabajo tiene por objeto analizar la organización, estructura y facultades del Poder Judicial en el Estado de Zacatecas en el siglo XIX y XX; por tanto, se detallarán al conjunto de normas jurídico fundamentales locales, desde la primera en 1825 hasta la de 1869, con énfasis especial al órgano jurisdiccional.

El estudio en las constituciones locales, en éste período, obedece a la relación entre norma fundamental y leyes orgánicas que se promulgaron; el análisis nos revelará la manera y formas de administrar la justicia en el Zacatecas de esa época; amén de ubicar la organización territorial y por ende jurisdiccional de los diversos órganos judiciales.

El análisis manifiesta interés, por que se inserta en la transición del surgimiento como país independiente y, en los proyectos, pugnas y contradicciones de los grupos hegemónicos del México fluctuante en la determinación del destino nacional, y como expresión de esas pugnas, las manifestaciones jurídicas de organización judicial; por ello, haremos un breve recorrido por las constituciones federales para ubicar al Poder Judicial. La normatividad zacatecana, no podrá evadirse de éstas.

Efectivamente, las leyes y reglamentos analizados, reflejan los cambios suscitados en las confrontación entre liberales y conservadores; Federalismo y Centralismo; Estados y Departamentos.

Pormenorizadamente se estudiaran:

	1).-

	El Poder Judicial y la Constitución Política del Estado

Libre y Federado de Zacatecas de 1825.

	2).-
	Constitución Política del Estado Libre de Zacatecas de 1832

	3).-
	Constitución Política del Estado de Zacatecas de 1857

	4).- 
	Constitución Política del Estado de Zacatecas de 1869

	5).-
	Constitución Política del Estado de Zacatecas de 1910

	6).-

	Decreto para los tratamientos del Tribunal de Justicia y Tribunal de Minería;  de 9 de junio de 1824.

	7).-
	Reglamento para los Tribunales de Justicia del Estado de Zacatecas; de 1825.

	8).-

	Decreto para el Arreglo y Organización del Supremo Tribunal de Justicia; del 2 de julio de 1846.

	9).-
	Decreto para reformar la Ley Penal y de  Procedimientos contra Ladrones, de 4 de febrero de 1851.

	10).-
	Ley orgánica y de procedimientos para la administración de justicia del estado de Zacatecas, de fecha junio 19 de 1856.

	11).-
	Proyecto de ley sobre Reglamento del Supremo Tribunal de Justicia, de 1º de febrero de 1862.

	12).-
	Decreto sobre las faltas de los Jueces de Letras, de 16 de mayo de 1858.


Capítulo I:
El Poder judicial en las

constituciones de México

del siglo XIX
1.1.
Judicatura y primera teoría mexicana

de los Derechos del Hombre

Al hablar del Poder Judicial, desde luego hacemos referencia a la judicatura, como:

"(...) el conjunto de los titulares profesionales y permanentes de la función jurisdiccional, aún cuando no reciban expresamente la denominación de jueces, y especialmente referida a su organización y funcionamiento".

Una de las teorías que influirán en la administración de la justicia, será sin duda, la primera teoría mexicana de los derechos del hombre, nos referimos desde luego, a las propuestas realizadas por don Francisco Severo Maldonado.
 Fundó el Periódico El Despertador Americano y publicó Contratos de Asociación para la República de los Estados Unidos del Anáhuac.

Para nuestro tratadista, las legislaciones no tienen otro objeto que hacer la felicidad de los pueblos; el problema fundamental, es hallar la forma de asociación en que toda la masa de un pueblo, por numeroso que sea y por más vasto territorio que ocupe, pueda desarrollarse, completa, gradual y progresivamente, para concurrir a la formación de todas y cada una de las leyes y corregir las aberraciones del poder legislativo, origen de todas las aberraciones de los otros.

Resolver ese problema, era para Maldonado, la base para encontrar la palanca que permitiera establecer un gobierno digno de seres inteligentes y libres, y además la única que está en la más perfecta y admirable consonancia con el inconcluso dogma de la soberanía nacional. La forma de Gobierno que propone, es eminentemente republicana, pues en ella se ve el despotismo universal descubierto, perseguido y exterminado en todas sus fuentes y ramificaciones.

Así, en el periódico El Fanal publicó el Contrato de Asociación para la República de los Estados Unidos del Anáhuac, con su proyecto de Constitución Política de la República Mexicana y el nuevo Pacto Social propuesto a la nación española.

En ese proyecto de Constitución, cuyo libro I se titulaba de Las bases de la regeneración social o resolución de los problemas, plantea lo siguiente:

I. Poner un término al Estado de confusión y desorden en que hasta hoy se ha hallado la masa de la población nacional y que tanto ha contribuido a facilitar su servidumbre, reduciéndola por medio de una clasificación político-militar al Estado de un cuerpo político y regular en todos sus movimientos.

II.
Preparar por medio de esta clasificación político-militar de toda la nación en masa, el germen y desarrollo de la mayor cantidad posible de fuerza armada contra todos los enemigos internos y externos de la Asociación.

III. Afianzar por medio de esta misma clasificación político-militar, el establecimiento del orden en todos los ramos de la prosperidad social, y facilitar la marcha de la administración general en todas sus rutas.

IV. Allanar las dificultades de opinión que se oponen a esta circunscripción militar de toda la nación en masa.

V. Combinar el indispensablemente aprendizaje militar de los conscriptos, sin perjudicar a las labores de sus respectivos oficios y profesiones.

VI. Preparar un acopio considerable de armas de toda especie, de manera que sin pensar el costo de su compra sobre el gobierno no sobre la clase numerosa de los ciudadanos indigentes, sirvan a beneficio de sus propietarios, y estén al mismo tiempo a disposición de la nación para cualquier caso de ataque o defensa contra sus enemigos internos o externos.

VII. Popularizar la teoría del pacto social, de manera que hasta los ciudadanos más rudos e ignorantes de las ínfimas clases sociales, se penetren perfectamente bien de los principios de la justicia y conveniencia de su estipulación.

Como puede advertirse, el plan de organización y funcionamiento del gobierno planteado por Maldonado, tiene como elemento fundamental el reconocimiento a los derechos naturales del hombre, así como la determinación de su naturaleza propia y de su inserción en el pacto social, de tal manera que su protección y defensa sea la misión primera y esencial del pacto, y por tanto de las instituciones sociales. Aún más, todo Congreso emanado del pueblo tendría como primera obligación, velar y conservar los derechos naturales de todos y cada uno de los ciudadanos.

Para nuestro autor, existía un orden social y político natural, creado directamente por Dios y regido por leyes naturales, es decir,  relaciones eternas y constantes, necesarias e invariables, establecidas por el autor del mundo, entre la naturaleza y las propiedades de todos los objetos creados para satisfacerlas. De esta manera, el hombre por su propia naturaleza y plan divino, goza de una serie de derechos naturales que le son intrínsecos o inmanentes: debe disfrutar de la más amplia y expedita libertad de hacer todo aquello que no agreda intereses de terceros; enfáticamente aseveraba: Todo hombre asimismo es libre y está excento de cualquier género de violencia, sin que ningún individuo más fuerte o algún agente de la autoridad tenga justicia para inferirle jamás fuerza sobre su persona o sus bienes. Por último, todos los hombres tienen, también por naturaleza, derecho a disponer de su persona así como de sus bienes, fruto de su trabajo.

Libertad, igualdad, propiedad y seguridad, son los derechos que dios le ha dado a los hombres; por tanto, es indispensable que el hombre viva en sociedad. Para lo cual se hacía indispensable encontrar el lazo social de unión entre los hombres; allí se da cita el fantasma de Rousseau con su teoría del Pacto Social.

Sin embargo, para Fernando Severo Maldonado, el pacto social tiene un enfoque peculiar, en principio no es una ficción como en su autor original, sino una realidad material y objetiva, donde la Asociación (Pacto) que proponía debía signarse por todos y cada uno de los mexicanos desde la edad de 16 años, bastando acercarse al párroco de su comunidad y solicitarle formar parte de la Asociación de los Mexicanos para así garantizarse el goce de sus derechos naturales que de manera bondadosa y paternal le entregó Dios al nacer. Cada uno de nosotros pone en común su persona y todas sus facultades, bajo la suprema dirección de la facultad general, y nosotros, en cuerpo, recibimos a cada miembro como una parte indivisible del todo.

La teoría de los Derechos del Hombre de Fernando Severo, se fincó sobre la concepción del derecho natural, y en especial vinculación con una forma de contrato social y político, que es eminentemente liberal-individualista, dado que el fin fundamental de dicho pacto reside en favorecer el goce y disfrute de los derechos naturales.

En su trabajo: Origen de la corrupción de las sociedades y medios de repararla, Maldonado fiel a las ideas de la ilustración que predominan su ideario, pese a las diferencias sustentadas en acato a su formación católica, decía:

“(...) los primeros hombres. errantes en los bosques y en las orillas de los ríos empleados en la caza y en la pesca, rodeados de enemigos, atormentados por el hambre y los reptiles y acosados por bestias feroces, debiendo sentir su debilidad individual y movidos de una necesidad común de seguridad y un sentimiento recíproco de los mismos males reunieron sus medios y sus fuerzas; y cuando uno corrió peligro muchos lo ayudaron (...) el amor de sí mismo fue el principio de la sociedad. Sin embargo, la ignorancia y la codicia generó las luchas entre los hombres: si bien los hombres pudieron desenvolver sus facultades y vivir en común con sus semejantes, se entregaron bien pronto a los deseos más desenfrenados, y no conformes con lo que cada quien tenía, quisieron acumular goces sobre goces, y codiciaron los que tenían sus semejantes. Y entonces, un hombre fuerte se levantó contra otro débil para arrebatarle el fruto de su trabajo (...)”.

En síntesis, el modelo de Severo Maldonado se puede determinar de la manera siguiente:

1. Postuló como base de su sistema y proyecto de Constitución, que las buenas leyes son la felicidad de los pueblos, y que había por tanto, que luchar contra el despotismo.

2. Afirmó la necesidad de creación de un régimen social fundado en la clasificación político-militar de los hombres de toda la nación; requiriéndose la divulgación de la teoría del pacto social entre todos los habitantes.

3. Todas las leyes que emitiera el Congreso Nacional, deberían confrontarse con las emitidas por el derecho natural; o sea con las relaciones eternas y constantes, necesarias e invariables establecidas por el autor del mundo, entre la naturaleza y las necesidades del hombre, y entre la naturaleza y las propiedades de todos los objetos creados para satisfacerlas.

4. Por tanto, creía en la existencia de un orden social y político de naturaleza superior, creado por Dios y regulado por las leyes de la naturaleza, donde el hombre debía someterse y actuar conforme a él.

5. Como producto de ese orden natural, el hombre, por derecho de naturaleza y como algo inherente a él, tenía la más amplia libertad, que sólo conocía por limitación los derechos naturales e intereses de sus semejantes.

6. El hombre debía vivir en sociedad, y combatir toda forma de despotismo; teniendo como máximo reto, encontrar una forma de gobierno digna y representativa de los seres libres e inteligentes. Teniendo especial énfasis en corregir las aberraciones cometidas por el poder legislativo, que según él, era el origen de las aberraciones de los otros dos.

7. La forma para la integración y agrupamiento humano, lo era el Pacto Social. Para tal efecto, todo mexicano, al llegar a los 16 años de edad, había de comparecer ante el cura párroco de dónde residiera para que éste lo interrogara respecto de lo que deseaba, respondiéndole cada ciudadano que su deseo era el de incorporarse a la Asociación de los Mexicanos.

8. Para resolver el problema de confusión y desorden reinante en toda la masa de la población nacional, se requería la clasificación político-militar como la organización exacta, regular de todo el movimiento social.

9. Los derechos naturales inherentes al hombre, por derecho de naturaleza son los siguientes: propiedad, libertad, igualdad y seguridad.

10. Tanto en el Contrato de Asociación como en el Nuevo Pacto Social, Severo Maldonado justificó la existencia de sociedades políticas, expresando: el hombre, para asegurarse del disfrute de sus derechos naturales como la libertad, igualdad, seguridad y propiedad, ha de incorporarse a la Asociación de Mexicanos, y tiene como una garantía, el hecho de que la función primordial de la autoridad, sobre todo el poder legislativo -Congresos nacionales- sería la protección y conservación de los derechos naturales de todos y cada uno de los ciudadanos.

Es indiscutible, que éstos conceptos y sus antecedentes doctrinales, constituyen el mérito de haber sido los primeros en la formulación, en nuestro país, de una teoría de los derechos del hombre, y de gran influencia en las diversas constituciones de México. A éste sacerdote de Mascota y Jalostotitlán que tanto ha sido menospreciado, habrá que reconocerle el título y lugar que nos merece.

1.2. La Constitución de Cádiz

La Constitución gaditana en la historia jurídica de nuestro país, representa la primera que estructuró al poder político en la España ultramarina; como sabemos la expedición de ésta, se debió a los problemas que enfrentaba el imperio español frente a la invasión francesa y prisión de Fernando VII. Los ciudadanos de la metrópoli se urgían en Juntas que con el pretexto de defender a la corona incitaban la formación de cortes. En Cádiz, se conformó la Corte que emitiría el documento de referencia.

La Constitución Política de la Monarquía Española, fue jurada y firmada el 18 de Marzo de 1812 por ciento ochenta y cuatro Diputados que asistieron a Cádiz, entre los que no faltó ningún representante mexicano. Fue promulgado el día 19 de Marzo, expidiéndose, acto seguido, las correspondientes órdenes para que se hiciera igualmente en todos los ámbitos de la monarquía.

Mientras tanto, en México continúa la lucha independentista iniciada desde 1808 por el General Michelena, y estallada con la conjura de Valladolid del cura Hidalgo en 1810.

Debido a las dificultades que los insurgentes oponían al paso de los convoyes de Veracruz a México, la nueva Constitución no llegó a la capital del virreinato sino hasta el 6 de Septiembre de 1812. El 28 del mismo mes, fue anunciada por bando real y jurada por las autoridades con la mayor solemnidad y entre fiestas y regocijo popular, el 30 de Septiembre de 1812.

Se integró por 10 títulos, divididos en capítulos y 384 artículos; en el título I, capítulo I se consignan que la Nación Española era la reunión de todos los Españoles de ambos hemisferios. Que sería libre e Independiente, y no sería ni podría ser patrimonio de ninguna familia ni persona.

En el título II, capítulo I del territorio de las Españas, establece que dentro de la división administrativa del Imperio, según artículo 10:

“(...) En la América Septentrional, Nueva España, con la nueva Galicia y Península de Yucatán, Guatemala, Provincias internas de Oriente, Provincias internas de Occidente (...)”.

En su capítulo III del título II denominado del Gobierno, en su artículo 13 estipulaba:

“El objeto del gobierno es la felicidad de la nación puesto que el fin de toda sociedad política no es otro que el bien estar (sic) de los individuos que la componen”.

Postula que el objeto de todo gobierno deberá ser, invariablemente, la felicidad de los pueblos. Esta idea, también se traslada a las leyes y será el principio motor de la legislación de todo el siglo XIX: las leyes bien hechas, son la felicidad de los pueblos y sus hombres. El gobierno será el procurador del bienestar y felicidad de sus ciudadanos.

Eran considerados como ciudadanos por ésta ley, los españoles que por ambas líneas traen su origen de los dominios españoles de ambos hemisferios, que estuvieran avecindados en cualquier pueblo de dichos dominios; así como también los extranjeros que obtuvieran de las Cortes carta de naturalización; igualmente los hijos de extranjeros nacidos en dominios españoles.

Expresaba el artículo 45 como uno de los requisitos fundamentales para el ejercicio de derechos políticos:

“Para ser nombrado elector parroquial se requiere ser ciudadano, mayor de veinte y cinco años, vecino y residente en la parroquia”.

Determinó la presencia de los Jefes Políticos, y por tanto la división territorial en Parroquias, Partidos y Provincias, en cada uno de éstos antepenúltimos, estarían presididos por aquél; constituyéndose en autoridades intermedias entre los municipio que representaban, con las demás autoridades. A todo lo largo y ancho del siglo XIX, el Jefe Político será la figura omínomada y atrabiliaria del escenario político nacional. 

En el título III De las cortes, están incluidos 11 capítulos y los artículos del 27 al 167, disponiéndose que:

“La base para la representación nacional es la misma en que ambos hemisferios (art. 28). Que por cada 70,000 almas de la población (...) habrá un diputado de cortes (art. 31). Que la elección se hará en tres grados, celebrándose juntas parroquiales, de partido y de provincia (Art.- 34). Que las sesiones de las cortes en cada año durarán tres meses consecutivos (artículo 106) (...) que los diputados se renovarán en su totalidad cada 2 años (Art.-108) (...) los diputado no podrán volver a ser elegidos, sino mediando otra diputación (Art.-110)”.

El Título V dividido en tres capítulos, comprende del artículo 242 al 308, dedicados íntegramente a tratar de los Tribunales y de la Administración de Justicia en lo Civil y en lo Criminal, ordenándose que la potestad de aplicar las leyes en las causas civiles y criminales, pertenece exclusivamente a los tribunales; ningún español podrá ser juzgado en causas civiles ni criminales por ninguna comisión, sino por el tribunal competente, determinado con anterioridad por la ley. En los negocios comunes, civiles y criminales, no habrá más de un solo fuero para toda clase de personas. Los eclesiásticos continuarán gozando del fuero de su estado, en los términos que prescriben las leyes o que en adelante previene.

Los magistrados y jueces no podrán ser depuestos de sus destinos, sean temporales o perpetuos, sino por causa legalmente probada y sentenciada, ni suspendidos sino por acusación legalmente intentada. El Código Civil y Criminal y el de Comercio serían unos mismos para toda la Monarquía, sin perjuicio de las variaciones que por particulares circunstancias podrán hacerse las cortes. Todas las causas civiles y criminales fenecerán dentro del territorio de cada audiencia. Todos los jueces de los tribunales inferiores deberán dar cuenta, a más tardar dentro del tercer día a su respectiva audiencia de las causas que se tomen por delitos cometidos en su territorio, y después continuarán dando cuenta de su estado en la época que la audiencia les prescriba.

Deberán así mismo remitir a la audiencia respectiva listas generales cada seis meses de las causas civiles y cada tres de las criminales, que pendieren en sus juzgados, con la expresión de su estado. En todo negocio, cualquiera que sea su cuantía, habrá a los más tres instancias y tres sentencias definitivas pronunciadas en ellas. Ningún español podrá ser preso sin que proceda información sumaria del hecho, por el que merezca según la ley ser castigado en pena corporal, y así mismo un mandamiento del juez por escrito, que se le notificará en el acto mismo de las prisión.

El arrestado antes de ser puesto en prisión, será presentado al juez, siempre que no haya cosa que lo estorbe, para que le escriba declaración; mas si esta no pudiere verificarse, se le conducirá a la cárcel en calidad de detenido, y el juez le recibirá la declaración dentro de las veinticuatro horas.

Se dispondrán las cárceles de manera que sirvan para asegurar y no para molestar a los presos, así el alcalde tendrá a éstos en buena custodia y separados los que el  juez mande tener sin comunicación, pero nunca en calabozos subterráneos ni malsanos. No se usará nunca del tormento ni los apremios. Así como tampoco, se impondrá la pena de confiscación de bienes.

El Título VI, trata Del Gobierno interior de las provincias y de los pueblos. Dividido en dos capítulos, cubre los artículos del 309 al 337, en el primero de los capítulos, De los Ayuntamientos, se ordena poner uno de cada pueblo, que por sí o por su comarca lleguen a mil almas y se prescribe la forma de elección y cómo han de constituirse, especificando las facultades de los mismos.

En el capítulo II del mismo título, se trata Del Gobierno Político de las provincias y de las diputaciones provinciales, en cuya discusión y formación los Diputados americanos, especialmente los mexicanos, y concretamente Ramos de Arizpe, pusieron cuanto valían y podían. Allí se ordena que:

“El Gobierno político de las provincias residirá en el jefe superior, nombrado por el Rey de cada una de ellas (...) Con lo que prácticamente desaparecían los virreinatos y capitanías generales y su centralismo e influencia. Se agrega que: en cada provincia habrá una diputación llamada provincial, para promover su prosperidad (...) tocará a estas diputaciones: Todos los españoles tienen libertad de escribir, imprimir y publicar sus ideas políticas, sin necesidad de licencia, revisión o aprobación alguna anterior y responsabilidad que establezcan las leyes”.

El Título X que comprende los artículos del 372 al 384, se refieren a la Observancia de la Constitución y modo de proceder para hacer variaciones en ella, ordenándose que:

“(...) hasta pasados ocho años después de hallarse puesta en práctica la Constitución en todas sus partes, no se podrá proponer alteración ni reforma en ninguno de sus artículos”.

La Constitución política de la Monarquía Española, con todos sus defectos, fue un modelo para su tiempo, y hasta muchos años después. En 1821 los reaccionarios mexicanos prefirieron proclamar la Independencia, contra la que habían estado luchando ferozmente; y muchos años después, cuando Alamán escribía su Historia de México afirmaba que se estaba convirtiendo la Constitución de Cádiz en el Código Político Universal.

Este cuerpo político no hubiera sido posible sin la aportación de los Diputados Americanos, y especialmente de los mexicanos. Factor decisivo fueron desde Don Antonio Joaquín Pérez, hasta Don José Miguel Gordoa y Barrios, sin olvidar a Don José Miguel Ramos Arizpe. Las llamadas Cortes de Cádiz terminaron sus funciones, el 20 de septiembre de 1813.

Sólo in fraganti podía ser arrestado un individuo, y no sólo por la autoridad, sino por cualquier persona y conducirlo ante el juez para que dictara lo que a derecho correspondiera.

Los diputados mexicanos en las cortes de Cádiz de 1812, fueron:

“José Miguel Ramos Arizpe, por Coahuila; Juan José Güereña, por Nueva Vizcaya; Pedro Bautista Pino, por Nuevo México; Manuel María Moreno y Vázquez, por Sonora; Octaviano Obregón, por Guanajuato; Antonio Joaquín Pérez y Martínez Robles, por Puebla; José Miguel Guridi y Alcocer, por Tlaxcala; Mariano Mendiola y Velarde, por Querétaro; José Eduardo de Cárdenas y Romero, por Tabasco; José Cayetano de Foncerrada, por Valladolid de Michoacán; José Miguel Gordoa y Barrios, por Zacatecas; José Simeón de Uría, por Guadalajara; José Ignacio Beyede Cisneros, por la capital de México; Joaquín Maniau y Torquemada, por Veracruz; y Miguel González y Lastiri, por Yucatán”
.

Aún cuando expedida en momentos de la guerra de independencia la Constitución del 1812, no puede dejar de invocarse, por su importancia y decisivo antecedente que influirá en la substancia, estructura y forma de buena parte de los posteriores códigos políticos mexicanos.

“El plan de Iguala y los Tratado de Córdoba hicieron que aquella Carta, con expresa declaración, el Estado de derecho de la patria emancipada”.

Alfonso Noriega subraya, que las concesiones que se le otorga al pueblo: vago reconocimiento de los derechos individuales, protección obligatoria de la nación a la libertad civil, la propiedad y demás derechos de los individuos; tutela especial de la libertad personal y del derecho patrimonial, pese a la conservación de la esclavitud corporal y anímica; extensión de tales derechos, en cierta medida, a los habitantes de las colonias; representación de éstas en las cortes, abolición de los impuestos a cargo de los indicios, derogación del tributo de castas, supresión de la inquisición y penas infamantes), aunque traían consigo la acidez propia de una vendimia tardía y habían sido arrancadas por temor, son ya disposiciones que curan con propiedad de una Colonia que exigía su libertad con las armas en la mano y con la convicción en las conciencias, y germen de su futura vida constitucional.

Cuando Mora resalta la disconformidad entre espíritu de cuerpo y espíritu nacional, está denunciando la lucha entre la persistencia del feudalismo colonial y la emergente nacionalidad mexicana: no es posible la armónica convivencia de los fueros y la nación, y como el progreso estaba al lado de la última, la cancelación de las corporaciones y sus privilegiados se transformó en un objetivo del programa liberal.

Mora decía:

“que ya el Gobierno Español sabía los inconvenientes y obstáculos que opone a la marcha social las clases privilegiadas y los cuerpos políticos, y todas sus medidas después de sesenta años estaban calculadas para disminuir su número y debilitar su fuerza. Todos los días se veía desaparecer alguna corporación o restringir o estrechar los privilegios de alguna clase; pero hasta 1812 quedaban todavía bastantes para complicar el curso de los negocios. La Constitución que se publicó en este año abolió todos los fueros con excepción del eclesiástico y militar y ella tuvo en esta parte todo su efecto desde 1820, segunda época de su proclamación en México. Desaparecieron en verdad los gremios, las comunidades de indios, las asociaciones privilegiadas de diversos profesionales (...), los mayorazgos y la multitud innumerable de fueros concedidos a ciertas profesiones, personas corporaciones y oficinas, pero quedaron todavía el clero y la milicia con los fueros que gozaban, y las Universidades, los colegios, las cofradías, y otras corporaciones, que aunque ya sin privilegiar, conservaban la planta de su antigua organización de la cual son consecuencia forzosa las tendencias a destruir o desvirtuar el nuevo orden de cosas”.

Milicia y clerecía, fueros y privilegios, cuartel y púlpito, obstáculos por igual a la paz social, al asentamiento de las instituciones y al progreso del país, son factores que México logra eliminar, al menos en parte, al triunfo de la revolución sociopolítica de 1910 a 1917, con la promulgación de este año. La lucha domina y señorea el curso de la historia anterior a 1917 y, en porción disminuida pero no por ello intrascendente, durante algunos años posteriores.

1. 3.
La Constitución de Apatzingán de 1814

Antecedente de este documento tenemos a los Elementos Constitucionales que han de fijar Nuestra Felicidad, elaborados por Ignacio López Rayón en colaboración con la junta de Zitácuaro, posteriormente trasladada a Sultepec.

López Rayón pensaba, con puerilidad política similar a la de Hidalgo que la aplicación de los elementos constitucionales permitiría

“Substituir la abundancia a la escasez, la libertad a la esclavitud, y la felicidad a la miseria”.

En los elementos constituyentes hay un poco de todo y nada de mucho. Se deja sentir la influencia castrense en el punto 37 que establece un abigarrado sistema, puesto a cargo por porciones iguales de generales y legisladores, ineficaz por su propia naturaleza para defender a la Nación en caso de guerra: en el punto 34, crea cuatro órdenes militares: la de Nuestra Señora de Guadalupe, la de Hidalgo, la del Aguila y la de Allende, en las que se rinde culto indiscriminado a los militantes  triunfantes, a la divinidad, a los caudillos y al águila simbólica. Hay intolerancia en los punto 1º, 2º y 3º que establecen un régimen de privilegio para sus suministros, el 6º consecuente al anterior que elucubra sobre la soberanía, pues se asienta que:

“ningún otro derecho a esta soberanía puede ser atendido, por incontestable que parezca, cuando sea perjudicial a la independencia y felicidad de la Nación”.

Pero no todo en los Elementos es confusión y tiniebla. Hay también puntos de luz. El inciso 4º; postula con enérgico radicalismo, la libertad e independencia de México, que para López Rayón es, como para muchos otros mexicanos de ésa época y de la inmediata posterior, toda América. Los apartados 24 y 32 prescriben la esclavitud y la tortura. Se acoge en el 25 la igualdad de clases, se reconocen ciertos derechos como el de la libertad de imprenta y el de la inviolabilidad del domicilio, en los renglones marcados con el número 29 y 31. Buena parte de estos postulados fueron semilla de los frutos que habría de colectar, con diferencia de cien años, el constituyente de 1916.

El Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, consecuencia de las deliberaciones del Supremo Congreso Mexicano, reunido en Apatzingán, fue firmado el 22 de Octubre de 1814 y promulgado el 24 del mismo mes y año.

Los autores de la constitución, además de otros merecimientos que se destacarán en el presente estudio, tuvieron la intuición de ordenar la Constitución Política de 1814, la cual está dividida, en dos partes fundamentales que corresponden a los elementos dogmáticos y orgánicos o bien a las normas de distribución y de organización.

La primera parte, titulado Principios o Elementos Constitucionales, corresponde a los elementos dogmáticos; la segunda, denominada Forma de Gobierno, corresponde a los elementos orgánicos.

Principios o Elementos Constitucionales, está integrada por 242 artículos, divididos en XXII capítulos. El Capítulo XIV se denomina del Supremo Tribunal de Justicia, y se integra del artículo 181 al 195; el Capítulo XV de las Facultades del Supremo Tribunal de Justicia del artículo 196 al 204 y el Capítulo XVI de los Juzgados inferiores del artículo 205 al 210.

El decreto constitucional para la libertad de la América Mexicana de 1814, fue el primer documento constitucional patrio, que organizó al estado mexicano sobre la base del individualismo. El primero en formular un catálogo de derechos del hombre, fundados en una tesis individualista, democrática y liberal.

Se inspiraron en las declaraciones revolucionarias francesas los autores del código político de 1814. Fungieron como  Diputados:

“José María Lizaga por Guanajuato. Dr. José Sixto Verduzco por Michoacán. José María Morelos por Nuevo Reino de León. Lic. José Manuel de Herrera por Tecpan. Dr. José María Cos por Zacatecas. Lic. José Sotero de Castañeda por Durango. Lic. Cornelio Ortiz de Zárate por Tlaxcala. Lic. Manuel de Aldrete y Soria por Querétaro. Antonio José Moctezuma por Coahuila. Lic. José María Ponce de León por Sonora. Dr. Francisco Argandar por San Luis Potosí. Remigio de Yarza (secretario), Pedro José Bermeo (secretario)”
.

La Constitución de Apatzingán, tuvo como su máximo inspirador a Don José María Morelos y Pavón y su obra Los Sentimientos de la Nación, que determinó el rumbo de los constituyentes de Apatzingán, y donde aseverara:

“(...) Que sus sacerdotes debían sostenerse con los diezmos y primicias, que no debían exigirle al pueblo pagar nada que no fueran las contribuciones y los donativos que se hicieran por devoción, y que el dogma debería sustentarlo la jerarquía de la iglesia: el Papa, los obispos y los curas (...) La esclavitud debía declararse abolida, al igual que todas las distinciones de clase. Las leyes deberían de regir a todos, como la buena ley es superior a todos los hombres, las que dicte nuestro Congreso deben ser tales que obliguen a constancia y patriotismo, moderen la opulencia y la indigencia, y de tal suerte se aumente el jornal del pobre, que mejoren sus costumbres, aleje la ignorancia y la rapiña y el hurto (...) La propiedad sería respetada; la tortura debería ser abolida, igual que las alcabalas, los monopolios y el tributo (...) Que la soberanía reside esencialmente en los pueblos; que transmitida a los monarcas, por ausencia, muerte o cautividad de éstos refluye hacia aquellos; que son libres para reformar sus instituciones políticas siempre que les convenga; y que ningún pueblo tiene derecho para sojuzgar a otro (...)”

La versión original de Los Sentimientos de la Nación
, se integró por un total de 23 artículos, será la esencia misma que se observará en la Constitución auspiciada por Morelos.

Resulta indiscutible que en la evolución constitucional del país, no puede ser ajeno a dos poderosos fenómenos: La Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789, producto del prolifero movimiento del enciclopedismo e ilustración, y del incipiente constitucionalismo del mundo, nos referimos a las declaraciones de derechos en los Estados Unidos de Norteamérica.

Por ello, para explicar las vertientes fundamentales en materia de derechos del hombre que inspiraron a los formuladores de ésta Constitución, diremos inicialmente que fueron dos: Soberanía Popular e Igualdad.

El primero de los conceptos se dejó sentir desde la declaración hecha por el Ayuntamiento de la Ciudad de México en 1808 por Francisco Primo Verdad y Ramos y Don Juan Francisco Azcárate, que al encontrarse el Rey prisionero en España por los franceses, sostenían ante el virrey asumir la soberanía.

Lucas Alamán al respecto nos describe:

“(...) la chispa se prendió bien pronto. En la Gaceta de 16 de julio de 1808, se publicaron las noticias llegadas el día 8 del mismo mes, en el cajón dirigido al señor virrey, de  España y en el que se le informaba de la abdicación de la corona el señor rey de las Españas y de las Indias, en unión del príncipe de Austria, en favor del emperador de los franceses. En esta situación el H. Ayuntamiento de la Ciudad de México, se reunió en Cabildo Extraordinario el 19 de julio del mismo año (...) a moción también del regidor Azcárate, el Ayuntamiento en pleno salió del palacio municipal y se dirigió en coches y rodeado de un inmenso pueblo al palacio virreinal (...) con la mano en el puño de la espada, juraron fidelidad al rey Fernando VII y no reconocer por monarca a Napoleón ni a ninguno de su familia, entregándole un Memorial  en el que se decía: Que la muy Noble, Insigne, Muy Leal e Imperial Ciudad de México, Metrópoli de la América Septentrional ha leído con el mayor asombro las tristes noticias que comprenden Las Gacetas de Madrid y (...) que en esa situación y por la ausencia de los legítimos herederos del trono, residía la soberanía en el Reino y las diversas clases que lo formaban (...) los cuales la conservarían para entregarla al legítimo soberano (...) el Ayuntamiento de México, en consecuencia de estos principios, y en representación de toda la Nueva España, como su metrópoli, sostendría lealmente los derechos de la familia reinante y que para llevar a efecto la resolución tomada, pedía que el virrey continuase al frente de los destinos del país, provisionalmente como virrey, gobernador y capitán general (...).

Aunque sabemos que el Virrey Iturrigaray, después de consultar al real acuerdo y oidores, finalmente desaprobó la propuesta del Ayuntamiento, representa sin duda el primer intento de asumir la Soberanía Popular, pese a que el licenciado Primo Verdad le había dicho, que por hallarse a la nación sin su monarca, había vuelto al pueblo su soberanía.

El rescate del hombre como integrante del pueblo, de su voluntad de estar representado por el rey, y el reclamo de retorno de su volitiva soberanía, fue tomado por los oidores y fiscales de la audiencia como declaración sediciosa y subversiva, y no faltó quien la calificara como herética y anatematizada.

Cabe preguntarse ¿de dónde Primo Verdad y Azcárate sustentaban sus ideas? La respuesta la tenemos en quien fuera amigo y mentor de ambos, originario del Perú, asesor ideológico de toda esa fracción del Ayuntamiento del movimiento de 1808, nos referimos desde luego al padre fray Melchor Talamantes.

Talamantes había presentado al seno del referido Ayuntamiento dos estudios, uno relativo al Congreso Nacional del Reino de la Nueva España, y el otro, Representación Nacional de las Colonias. En dichos documentos se hacen patentes las ideas reclamadas por los mencionados regidores.

Más aún, cuando el citado mentor fue puesto en prisión, y se le encontraron en su poder documentos donde dichas ideas están patentes. Al respecto Francisco Bulnes, anota:

“El plan del licenciado Verdad fue realizar la independencia con España estableciendo en Nueva España la monarquía confiada a Fernando VII o a su dinastía. Es casi seguro que el plan ostensible del licenciado Verdad ocultaba otro que no entregó a la historia, pero que se puede conocer. El licenciado Verdad y el fray Melchor Talamantes mantenían relaciones íntimas de amistad, fueron ambos perseguidos al mismo tiempo y ambos murieron en prisión (...) al ser aprehendido fray Melchor Talamantes y cateado su domicilio, entre sus papeles fueron encontrados, escritos de su letra, unos Apuntes para el Plan de Independencia, que no podían ser agradables ni tolerables para el gobierno español (...)”.

Según el citado plan de Talamantes, debería elegirse un Congreso Nacional Americano para ejercer todos los derechos de la soberanía, y asumiría las facultades siguientes:

1. Nombrar al virrey y capitán general del reino y confirmar en sus empleos a todos los demás.

2. Proveer todas las vacantes civiles y eclesiásticas.

3. Trasladar a la capital los caudales del erario y arreglar su administración.

4. Convocar a un concilio provincial para acordar los medios de cumplir aquí lo que está reservado a su Santidad.

5. Suspender al tribunal de la Inquisición la autoridad civil, dejándole solo la espiritual, y ésta con sujeción al metropolitano.

6. Erigir un tribunal de revisión de la correspondencia de Europa, para que la reconociese toda, entregando a los particulares las cartas en que no encontrase reparo y reteniendo a las demás.

7. Conocer y determinar los recursos que las leyes reservan a S. M.

8. Extinguir todos los mayorazgos, vínculos, y cualesquiera otras pensiones pertenecientes a individuos existentes en Europa, incluso el Estado y Marquesado del Valle.

9. Declarar terminados todos los créditos activos y pasivos de la metrópoli, con esta parte de las Américas.

10. Extinguir la consolidación, arbitrar medios de indemnizar a los perjudicados y reducir las cosas a su Estado primitivo.

11. Extinguir todos los subsidios y contribuciones eclesiásticas, excepto las de media anata y dos novenos.

12. Arreglar los ramos de comercio, minería, agricultura e industria, quitándoles las trabas.

13. Nombrar embajador que pasase a los Estados Unidos a tratar de alianza y pedir auxilio.

Como se hace evidente, el Plan Talamantes era muy avanzado para su época y entendía con vasta sensibilidad los problemas del México aquél. Sin embargo, no fue el único, en 1808 José Mariano Michelena preparó la conjura de Valladolid intentando la independencia.

Cada día el intento por independizarse de España se consolidaba, por todas partes el descontento se multiplicaba y surgían conspiraciones. La semilla de Montesquieu, Rousseau y demás filósofos de la ilustración habían generado su fruto. En la Nueva España ya se comentaban sus teorías y se coincidía en el concepto de soberanía popular, voluntad nacional, libertades individuales y división de poderes.

En Zitácuaro, se estableció el 21 de agosto de 1811, la Suprema Junta Nacional
 bajo la dirección de Ignacio Rayón, que era abogado y había sido secretario de Hidalgo, y bajo su mando intentaba mantener el movimiento; pero sobre todo, fueron las victorias de José María Morelos en el sur, las que logran darle impulso al movimiento de independencia, una vez muerto Hidalgo.

Rayón, impulsó la conformación de dicha Junta, pugnando por la aglutinación de los insurgentes, y por su preocupación de darle vida formal y legal a la aspiración libertaria; sin embargo, desde la creación y formación de la citada junta, las desavenencias se dejaron sentir, desde el momento en que éste se declaró presidente perpetuo. Sin embargo, no puede ignorarse el proyecto de Constitución que éste elaborara.

El documento denominado Elementos constitucionales que han de fijar nuestra felicidad, se integró por 38 artículos, y en materia política sustentaba:

Declaraba a la religión católica como única y perpetua; ratificaba que la soberanía dimana directamente del pueblo; postulaba la creación de un Consejo de Estado para decidir cuestiones importantes como declarar la guerra y hacer la paz, contraer deudas; dicho Consejo debía ser nombrado cada tres años por los Ayuntamientos; establecía que los extranjeros podían gozar de la ciudadanía a través de carta de naturalización. Determinaba libertad de imprenta para todos los asuntos políticos y científicos; prohibía la esclavitud y distinción de castas, y retomaba de la tradición inglesa el Habeas Corpus, entre otras cuestiones.

En Cuautla gobierna Morelos, y controla y gobierna gran parte del sur del país. Destacándose además en el mando de guerra, lo mismo por las personalidades que se le unieron, como Joaquín Fernández de Lizardi, y desde Londres fray Servando Teresa de Mier, quienes lo ayudaron desde fuera, con sus plumas. Otros provienen de los Ayuntamientos, como Quintana Roo y el doctor Cos, entre otros como Bustamante, Velasco, Liceaga, Rosáins, Verduzco, y otros más. Y los dirigentes de la Junta, dan a la publicidad un Plan de Paz, escrito por el doctor José María Cos, en el cuál los derechos de los criollos se fundan en la interpretación, la cuál estaba expuesta desde 1808, según la cuál América depende de la Corona, pero no de la Nación Española. Entre los primeros puntos del Plan proponen: 

"Que la soberanía resida en la masa de la Nación; además que España y América son partes integrantes de la monarquía, sujetas al rey, pero iguales entre si y sin dependen​cia o subordinación de la una con respecto a la otra. Por lo que Cos pide que los europeos traspasen el mando a un congreso, con la seguridad de que seguirán gozando de sus derechos, empleos y propiedades, para que todos los habitantes de éste noble suelo, así sean criollos como europeos, constituyan indistintamente una nación de ciudadanos americanos vasallos de Fernando VII"
.

Sin embargo, el Plan de Paz y la propaganda insurgente no logran atraer a los propietarios criollos. Pero Morelos no se limita a reivindicar políticas, y suprime las cajas de comunidad para que los labradores perciban las rentas de sus tierras, como suyas propias, y amenaza a los euro​peos con proseguir la guerra hasta que a nuestros labradores no dejen el fruto del sudor de su rostro y personal trabajo. Pide que los empleos sean para los americanos, que las leyes moderen la opulencia y la indigencia, que comprendan a todos sin excepción de cuerpos privilegiados, y que la esclavitud se proscriba para siempre, lo mismo que las distinciones de castas, quedando todos iguales, y solo lo distinguiría a éste el vicio y la virtud
.

El seis de noviembre, el Congreso de Chilpancingo proclamó formalmente la independencia de México, rechazando la monarquía y estableciendo la república. Pero para el veintidós de octubre de 1814, en la pequeña ciudad de Apatzingán, se proclama la primera Constitución de la Nación Mexicana, para la libertad de la América Mexicana, la cuál pretendía a un México independiente, y además estableció que nuestra forma de gobierno sería republicana, centralista y dividida en tres poderes, de los cuáles, el poder Legislativo estaría integra​do por diecisiete diputados, y estaría por encima del poder ejecutivo; el poder Judicial, estaría encargado a un Supremo Tribunal integrado por cinco miembros
.

La Constitución de Apatzingán, se inspiraba en la Constitu​ción francesa de 1793 y 1795, en la cual establecía el sistema representativo nacional, la separación de los tres poderes, los derechos del ciudadano y la libertad de expresión. El artículo 5º decía, que la soberanía reside originariamente en el pueblo y su ejercicio en la representación nacional compuesta de diputados elegidos por los ciudadanos. Y en el artículo 2º, señalaba como fin del gobierno garantizar al ciudadano, el goce de sus derechos naturales e imprescriptibles. Mientras que el 18 definía la ley como la expresión de la voluntad general en orden a la felicidad común, a la vez que el 24 explicaba, en que consistía esa felici​dad. En las deliberaciones del Congreso y en la letra de la conquista privó la preferencia de los abogados, y eclesiásticos por las asambleas representativas, y su temor al caudillismo
.

El Congreso cuidó de restringir constitucionalmente las atribuciones del ejecutivo, prohibiendo que éste recayera en una sola persona, y para evitar que fuera a recaer en cualquier caudillo, lo delegó en tres individuos, los cuáles deberían de turnarse en sus funciones, prohibiendo su reelección y coartó la libertad impidiéndoles el libre traslado de residencia.

Pero éste decreto no llegó a estar vigente, el cual, encie​rra un conjunto de principios y aspiraciones políticas, que explicitan el rechazo más elaborado de la insurgencia mexicana, contra el restablecimiento de la monarquía española.

En el capítulo V denominado de la igualdad, seguridad propiedad y libertad de los ciudadanos, del Decreto constitucional para la libertad de la América Mexicana o Constitución de Apatzingán, se consignan las concepciones y normas que intentaron determinar los derechos del hombre.

Significativamente los artículos 24 y 27, postularon:

“Artículo 24. La felicidad del pueblo y de cada uno de los ciudadanos, consiste en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y libertad. La íntegra conservación de estos derechos es el objeto de la institución de los gobiernos y el único fin de las asociaciones políticas (...) Artículo 27. La seguridad de los ciudadanos consiste en la garantía social: esta no puede existir sin que fije la ley los límites de los poderes y responsabilidad de los funcionarios públicos”.

Como puede apreciarse, las afirmaciones anteriores no han sido apresuradas, la declaración vertida por éstos artículos se vinculan directamente con las manifestaciones hechas en la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de Francia de 1789. Efectivamente, la afirmación se puede verificar con una lectura de la citada declaración, y se confirma en los artículo 24 y 25 de la Convención Nacional francesa de 1793
.

No es falso aseverar, que la Constitución de 1814, es la primera que en nuestro país intentó organizar al Estado, sobre la base de un individualismo derivado del planteamiento ideológico del capitalismo incipiente; que enumeró los derechos del hombre, en base al principio anterior, bajo el concepto burgués de democracia liberal; y, también la primera en sustentar, que el fin más elevado del estado es garantizar la felicidad individual y colectiva de los pueblos, a partir de garantizar la libertad, igualdad, propiedad y seguridad.

La relación entre el artículo 18 y 24 de la ley fundamental que comentamos, es evidente en la búsqueda de la felicidad de los individuos, pero a la vez, expresa que esa felicidad común, debe ser expresión de los actos que emanen de la representación nacional.

La igualdad que se postula en el individualismo, se hace patente en el numeral 19, cuando precisa que la ley será igual para todos; por tanto, la sumisión del hombre ante las normas jurídicas, no significa sometimiento de su razón o libertad, sino, asevera en el artículo siguiente, el sacrificio de la inteligencia particular a la voluntad general.

La inserción de ese derecho humano de igualdad, no sólo coincide con las declaraciones francesas, sino también con la realizada en la Declaración de Independencia en Norteamérica que estipuló: que todos los hombres son creados iguales, y en la Constitución de Virginia de 12 de junio de 1776:

“Todos los hombres son por naturaleza iguales, libres e independientes”.

Sólo a través de la ley, se sancionará a quienes la violenten, y en la medida que ésta prevenga -artículo 21-, por tanto, será acusado, preso o privado de su libertad al tenor de aquella. Sólo por la comisión de delitos serán reprimidos sus autores, a través de penas que sean necesarias y útiles a la sociedad, según lo estipulaban los artículos 22 y 23. Pues en caso contrario, serán tiránicos y arbitrarios los actos ejercidos contra un ciudadano sino se observaban las formalidades de la ley; y, aquellos magistrados que incurrieren en el extremo señalado en lo anterior, serían acreedores a severas sanciones (artículos 28 y 29).

El artículo 30 y 31, consagran el principio de que todos ciudadano es inocente hasta en tanto no se le demuestre lo contrario o sea declarado legalmente culpable, indiscutiblemente que es otro de los principio loables de la ley que comentamos; aún más, postulaba el derecho de audiencia, al determinar que ninguna individuo sería sentenciado, sino después de haber sido oído legalmente.

Para los formuladores de la Constitución de Apatzingán, el concepto de seguridad, y debido proceso legal, no es abstracto o mero discurso, ya habían sufrido en carne propia vejaciones a su integridad, por ello los artículos 21, 22, 23, 27, 29, 30 y 31 lo establecerán en toda su magnitud. La garantía de seguridad por su valor intrínseco y finalidad, tiende a proteger al hombre contra toda detención indebida o arbitraria, a responder frente a irregularidades en el proceso o contra sanciones arbitrarias, tal es el espíritu que se expresa desde el Common Law en Inglaterra y tales fueron las primeras reivindicaciones del hombre por proteger su libertad frente al Estado; el fantasma de Montesquieu se hace presente, por haber sido el primero en hablar del concepto de seguridad en su obra el Espíritu de las leyes.

De igual manera, campea en el concepto aludido de seguridad, el principio de separación de poderes que tanto Montesquieu y John Locke formularan, como una garantía de certidumbre ciudadana, para que el poder del estado esté fraccionado y evitar el abuso del mismo. Inclusive, el artículo 12 de dicha Constitución así lo previene, cuando determinó que los tres poderes no podían ejercerse por una sola persona o corporación.

El respeto a la persona, a sus bienes y domicilio se contempla en los numerales 32 y 33. Porque la casa del ciudadano es un asilo inviolable, y la autoridad sólo podría entrar, en casos de incendio, inundación o reclamación que de la misma casa hiciera necesaria su visita; pero en casos criminales, se debería proceder, siempre y en todos caso, de conformidad con la ley. Las visitas domiciliarias y ejecuciones civiles, sólo se podrían realizar durante el día y con respecto a la persona y objeto indicado en el acta respectiva.

Los ciudadanos tendrían derecho a adquirir, poseer y disponer de sus propiedades sin contravenir la ley; asimismo, no podría ser privado de éstas, a menos que prive el interés público y previa indemnización, según lo estipulaban los artículo 34 y 35.

Rousseau ya lo había expresado, en 1750 en el Discurso sobre la desigualdad
, su defensa sobre la propiedad privada, y también así se reivindica por los fisiócratas y en el pensamiento de Locke, donde éstos últimos consideraban como un derecho natural por excelencia del individuo a la propiedad; derecho que era inseparable de la libertad bajo todas sus manifestaciones.

La obligación tributaria ciudadana, no debía ser considerada como extorsiones, sino como donaciones hechas a las autoridades para garantizar la seguridad defensa (artículo 36). También, se garantizaba el derecho de petición; la libertad ocupacional —excepto las funciones públicas—; obligación de las autoridades de fomentar e implementar la instrucción pública, y, la garantía de libertad de expresión e imprenta, sólo tendría como limitantes atacar el dogma, perturbar la tranquilidad pública y ofender la integridad moral de las personas, respectivamente artículos 37, 38, 39 y 40.

Finalmente, no podemos dejar de mencionar la reivindicación política que garantiza ésta Constitución a los mexicanos, cuando los artículos 5º, 6º y 18 determinaron los medios de participación de los ciudadanos en la elaboración de las leyes de manera directa a través del sufragio, en la nominación de sus diputados; y toda vez, que dicho derecho político debería ejercerse por todos los ciudadanos sin distingo alguno, para que en la formación de las leyes se persiga la felicidad común.

Éste proyecto en la historia nacional, será sin dudas el primer y gran planteamiento liberal del siglo XIX.

1.4.
La Constitución de 1824

Con la promulgación de la Constitución de 1824, el 4 de octubre de ese año en la ciudad de México, nacían los Estados Unidos Mexicanos y la ciudadanía de aquella época, creía que allí terminaban las contiendas y convulsiones, que dejaran las confrontaciones de tres años con el intento monárquico de Iturbide.

Guadalupe Victoria, se hizo eco de dichas esperanzas cuando en su discurso con motivo de la juramentación de dicho código político, expresara:

“Esta obra, Señor, que se confiará a vuestras luces y a vuestra provisión, forma desde éste día la época venturosa de las glorias de la patria. Emancipados de nuestros ya impotentes opresores, hemos salido de la ignominia y de la esclavitud para elevarnos al alto rango de las potencias libres, independientes y soberanas. La confianza en el Gobierno, cimentada por la voluntad nacional y explicada por los mandatarios del pueblo, segará para siempre el anchuroso abismo de las revoluciones. La experiencia dolorosa de los males que pasaron y la grata perspectiva de los bienes que se esperan bajo las garantías constitucionales, todo, Señor, nos promete que vuestras benéficas intenciones serán cumplidas, y la República, feliz, respetada y poderosa”.

Se creía que la paz social y la definición liberal federalista, traería la ansiada armonía y prosperidad que el pueblo añoraba; sin embargo, el transitar fue y ha sido largo y escabroso.

La primera Constitución federalista de México, se integró por un total de 171 artículos. Los diputados al Congreso Constituyente por Zacatecas, fueron: Valentín Gómez Farías, Santos Vélez, Francisco García Salinas y José Miguel Gordoa.

Los diputados al Congreso Constituyente de 1823-1824, fueron:

“Lorenzo de Zavala, por Yucatán (presidente). Florentino Martínez, por el estado de Chihuahua (vicepresidente). Por el estado de Chihuahua: José Ignacio Gutiérrez. Por el estado de Coahuila y Texas: Miguel Ramos Arizpe y Erasmo Seguín. Por el estado de Durango: Francisco Antonio Elorriaga y Pedro Ahumada. Por el estado de Guanajuato: Juan Ignacio Godoy, Víctor Márquez, José Felipe Vázquez, José María Anaya, Juan Bautista Morales, José María Uribe y José Miguel Llorente. Por el estado de México; Juan Rodríguez, Juan Manuel Assorrey, José Francisco de Barreda, José Basilio Guerra, Carlos María Bustamante, Ignacio de Mora y Villamil, José Ignacio González Caraalmuro, José Hernández Chico Condarco, José Ignacio Espinoza, Luciano Castorena, Luis de Cortázar, José Agustín Paz, José María de Bustamante, Francisco María Lombardo, Felipe Sierra, José Cirilo Gómez y Anaya y Francisco Patiño y Domínguez. Por el estado de Michoacán: José María de Izazaga, Manuel Solórzano, José María de Cabrera, Ignacio Rayón y Tomás Arriaga. Por el estado de Nuevo León: fray Servando Teresa de Mier. Por el estado de Oaxaca: Nicolás Fernández del Campo, Víctores de Manero, Demetrio del Castillo, Joaquín de Miura y Bustamante, Vicente Manero Embides, Manuel José Robles, Francisco de Larrazábal y Torre, Francisco Estévez y José Vicente Rodríguez. Por el estado de Puebla: Mariano Barbosa, José María de la Llave, José de San Martín, Rafael Mangino, José María Jiménez, José Mariano Marín, José Vicente de Robles, José Rafael Berruecos, José Mariano Castillero, José María Pérez Dunslaguer, Alejandro Carpio, Mariano Tirado Gutiérrez, Ignacio Zaldívar, Juan de Dios Moreno, Juan Manuel Irrizarri, Miguel Wenceslao Gasca y Bernardo Copco. Por el estado de Querétaro: Félix Osores y Joaquín Guerra.  Por el estado de San Luis Potosí: Tomás Vargas, Luis Gonzaga Gordoa y José Guadalupe de los Reyes.  Por el estado de Sonora y Sinaloa: Manuel Fernández Rojo, Manuel Ambrosio Martínez de Vea, José Santiago Escobosa y Juan Bautista Escalante y Peralta. Por el estado de Tamaulipas: Pedro Paredes. Por el estado de Tlaxcala: José Miguel Guridi y Alcocer. Por el estado de Veracruz: Manuel Argüelles y José María Becerra. Por el estado de Jalisco: José María Covarrubias, José de Jesús Huerta, Juan de Dios Cañedo, Rafael Aldrete y Juan Cayetano Portugal. Por el estado de Yucatán: Manuel Crescencio Rejón, José María Sánchez, Fernando Valle, Pedro Tarrazo y Joaquín Cásares y Armas. Por el estado de Zacatecas: Valentín Gómez Farías, Santos Veles, Francisco García y José Miguel Gordoa. Por el territorio de Baja California: Manuel Ortiz de la Torre.  Por el territorio de Colima: José María Jerónimo Arzac. Por el territorio de Nuevo México: José Rafael Alarid, Manuel de Viya y Cosío, por el estado de Veracruz (secretario).  Epigmenio de la Piedra, por México (secretario). José María Castro, por el estado de Jalisco (secretario). Juan José Romero, por el estado de Jalisco (secretario)”
.

Los mexicanos presenciarían por vez primera un espectáculo esplendoroso y raro. Los diputados electos, pues no hubo senadores como lo proponía la regencia, se reunieron en la catedral metropolitana y juraron de la manera más solemne, defender su religión católica y la independencia de México;  formar la constitución del nuevo Estado conforme al Plan de Iguala y los Tratados de Córdoba, y establecer la separación de poderes (ejecutivo, legislativo y judicial) a efecto de que el mando supremo nunca recayese en ninguna persona. 

El Poder Ejecutivo bajo la Constitución de 1824, lo consideraba como aquél que tiene la facultad de poner en práctica las leyes emanadas del cuerpo legislativo, y las sentencias de los tribunales. Es un ramo de la soberanía, y se puede decir que es el eje sobre el que gira toda la máquina política, que recibe de él todo su movimiento y acción, pues de nada sirven las mejores leyes o las sentencias más justas y acertadas, si aquéllas no se ejecutan, y éstas no se ponen en práctica. La actividad y la fuerza son los tributos esenciales de este poder, que jamás podrá constituirse de otra manera.

El Poder Legislativo: estaba compuesto por diputados y senadores; la cámara de diputados se componía de los representantes de los estados, distrito y territorios, correspondiendo un diputado a razón de ochenta mil almas o de una fracción que exceda de 40 mil, electos cada 2 años, el primer domingo de Octubre, y en enero siguiente entran a funcionar, las condiciones para ser diputados, ser ciudadano en el ejercicio de los derechos de tal; tener 25 años cumplidos al tiempo de la elección; ser nacido en el estado, distrito o territorio que elige o avecindado en él por 2 años inmediatamente anteriores a la elección; no ser presidente o vicepresidente ni miembro de la Suprema Corte de Justicia, ni empleado de Hacienda; no ser gobernador, comandante, general, juez de distrito o de circuito, comisario general, arzobispo, obispo, gobernador de mitra, provisor ni vicario general en el estado que sea electo.

La cámara de senadores se componía de los representantes con la denominación de senadores eligen los congresos de los estados de la Federación su duración es de 4 años en sus funciones y se remuevan por mitad  cada bienio saliendo  el más antiguo y quedando el que es menos. Las calidades que se requieren para ser senador, son las mismas que para ser Diputado, sólo con edad de 30 años cumplidos al tiempo de la elección.

Del consejo de gobierno; era un cuerpo compuesto de los senadores más antiguos de cada estado, que sólo existía en receso de las cámaras. Sus facultades eran todas las que ejerce peculiarmente el  senado en los actos del gobierno, tales como presentar su consentimiento a los nombramientos de empleados; velar sobre la observancia de la constitución y las leyes, formando un expediente sobre cualquier caso que en esta materia pueda ocurrir, para dar cuenta en las próximas  sesiones.

La Constitución de 1824 en su artículo 123 señala que el Poder Judicial de la Federación debería de sustentarse en una Corte Suprema de Justicia, en los Tribunales de Circuito y en los Juzgados de Distrito. 

“La Corte Suprema se integraba por once ministros, distribuidos, en tres salas y un fiscal (el Legislativo Federal podía aumentar el número). Eran vitalicios. La elección la hacían las legislaturas locales, mediante un procedimiento que era calificado por el Congreso de la Unión”
.

El artículo 137 del ordenamiento citado, determina para que era competente la Suprema Corte:

“1.- Las controversias en que fuera parte cualquier entidad federativa;

2.- Lo referente a los contratos y negocios en que el Gobierno Federal fuera parte;

3.- Opinar sobre el “pase” o “retención” de letras pontificias,

4.- Conflictos de competencia judicial;

5.- Decidir en última instancia los juicios políticos de responsabilidad en contra del presidente y el vicepresidente de la República, gobernadores y secretarios de Estado;

6.- Causas de Almirantazgo;

7.- Ofensas contra la nación;

8.- Delitos de los senadores y diputados federales (previo desafuero), así como de los empleados de Hacienda y del Poder Judicial;

9.- Causas civiles y penales de los agentes diplomáticos y cónsules, y

10.- Infracciones de la Constitución y leyes generales”

La Constitución de 1824 determinaba, que los miembros del Poder Judicial serían designados por el Poder Legislativo.

“En seguimiento del decreto del 27 de Agosto, el primero de noviembre de 1824, las legislaturas locales procedieron a elegir ministros y fiscal de la Corte, siendo la primera generación de ministros la siguiente.

Miguel Domínguez, José Ysidro Yañez, Manuel de la Peña y Peña, Juan José Flores Alatorre, Pedro Vélez, Juan Gómez Navarrete, Juan Ignacio Godoy, Francisco Antonio Tarrazo, José Joaquín Avilés y Quiroz, Antonio Méndez y Juan Raz y Guzmán. Resultando como presidente el primero y vicepresidente el señor Godoy, el orden antigüedad correspondió al orden previamente señalado, como ministro fiscal se nombró al C. Juan Bautista Morales.”

En decreto del día cuatro de diciembre del año multicitado, se estableció el sueldo de los ministros y el de Fiscal de la Suprema Corte de Justicia, el cual se fijó en la cantidad de cuatro mil pesos anuales.

Así pues, la primera Suprema Corte de Justicia de la Nación quedó conformada el día 15 de marzo de 1825, esto trajo consigo la desaparición de la Antigua Audiencia de México, por lo que cada estado tuvo que crear un Tribunal Superior, junto con los Juzgados de Primera Instancia.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación fue la encargada de resolver las apelaciones y demás recursos ordinarios, así como de administrar justicia en la capital y por otra parte, en los territorios federales, lo hicieron los Tribunales de Circuito, lo cual era en ese entonces tarea del Poder Legislativo. Por decreto del doce de mayo de 1826, las Salas Segunda y Tercera de la Suprema Corte de Justicia, conocieran provisionalmente de la segunda y tercera instancias en los juicios civiles y penales pertenecientes no solo al Distrito sino también a los territorios federales, mientras se expidieran las leyes de administración de justicia para dichas circunscripciones.

En la organización del Poder Judicial encontramos, que fue el 14 de febrero de 1826 cuando el Congreso de la Unión lo dotó de Ley Orgánica, que fue nombrada como Bases para el reglamento de la Suprema Corte, y en éstas se establecía que sería la propia Corte la que debería de crear su reglamento y aranceles judiciales, mismos que debían ser aprobados por los poderes Legislativo y Ejecutivo.

Dicho reglamento habla de:

“a).- como se integrarían las tres salas;

b).- como se elegirían sus presidentes y como se distribuirían, el —presidente— de la corte lo sería también de la primera sala, el vicepresidente presidiría la segunda, y el de la tercera se definiría por sorteo;

c).- como se cubrirían las vacantes de los ministros por muerte, enfermedad, licencia, recusación impedimento, jubilación o destitución;

d).- de que cada sala tendría un secretario y un portero, aparte de los subalternos que dispusiera el Reglamento;

e).- Se disponía que el fiscal debería de ser oído en todas las causas civiles y penales que fueran de injerencia de la Federación, y que éste no cobraría derechos;

f).- las sentencias se harían por mayoría de votos, y se fijaron las reglas para solucionar los empates, asimismo se señalaba un término de ocho días para pronunciar sentencia una vez concluido el negocio;

g).- se habla de las visitas a las cárceles que se dividían en generales con la presentación de todos los ministros y los particulares cuando solo acudían tres ministros; se exigían listas de negocios pendientes las cuales se publicaban cada seis meses;

h).- se prohibía a los ministros tener comisión alguna, ejercer como abogados o árbitros y dar consultas al gobierno, salvo en lo relativo al pase o retención de los documentos pontificios”.

Las normas de competencia de la Suprema Corte de Justicia eran: en primera, segunda y tercera instancia:

1).- En todos los juicios contenciosos suscitados entre dos estados de la Unión en lo que debería recaer sentencia formal.

2).- En los que se promoviesen contra un estado por uno o más  vecinos de otros.

3).- En las causas que, con arreglo a la Constitución, se instruyen contra el presidente o vicepresidente de la República.

4).- En los juicios penales enderezados contra diputados federales y senadores.

5).- En los seguidos contra los secretarios de despacho.

6).- Cuando surgiesen disputas sobre negocios celebrados por el gobierno federal, o por orden expresa de éste.

7).- En los negocios civiles y penales de los agentes diplomáticos.

8).- En las causas criminales que se formasen contra los jueces de circuito por delitos cometidos en el desempeño de su cargo.

9).- En las causas en que los gobernadores de los estados, de que hablaba el artículo 38 de la Constitución, es decir en el juicio político de responsabilidad.

Sólo era posible la tercera instancia cuando la suma demandada excedía de dos mil pesos.

Cuando el negocio pasaba por las tres instancias: en la primera y la segunda, conocerían la segunda y tercera salas, según el turno correspondiente; y la tercera, sería resuelta por la primera sala.

En segunda y tercera instancia:

1).- En los litigios surgidos por negociaciones celebradas por los comisarios generales, sin orden expresa del gobierno federal.

2).- En las causas penales que se promovieran contra los comisarios generales por delitos cometidos en el desempeño de sus cargos.

3).- Cuando la suprema corte hubiera de intervenir en dos instancias, lo haría a través de las salas segunda y tercera, en primera instancia conocería a quien le toque el turno y se alzaría a la otra sala.

Conocería sólo en tercera instancia:

1).- Cuando un estado demandare a un individuo de otro.

2).- Cuando se suscitaran diferencias entre particulares, sobre pretensiones de tierras, bajo concesiones de diversos estados.

3).- Cuando se promovieran disputas sobre negociaciones celebradas por agentes subalternos de los comisarios generales, sin orden de éstos ni el gobierno federal.

4).- En las causas penales de los Cónsules de la República y en los civiles de los mismos que se admitan.

5).- En las causas de contrabandos, almirantazgo y presas de mar y tierra.

6).- En los delitos cometidos en alta mar.

7).- En las ofensas hechas contra la nación.

8).- En las causas criminales promovidas contra los empleados de Hacienda, que no sean comisarios generales, por delitos cometidos en el desempeño de sus cargos,

9).- En los negocios civiles en que la Federación esté interesada y sean admitidos.

10).- En los juicios en los que solo existe una instancia en la Suprema Corte, el conocimiento pertenecerá a la sala segunda o tercera según el turno.

11).- En los juicios que sólo tuvieran una instancia en la Suprema corte, el conocimiento de ella pertenecería a las salas segunda y tercera, de acuerdo con el turno que para el efecto llevaría el presidente del tribunal.

12).- En los juicios políticos de responsabilidad contra un gobernador, supuesto del párrafo 4° del artículo 137 de la Constitución, habría sólo una instancia, que sería conocida por la primera sala.

En los asuntos en que se litigara por una cantidad menor de quinientos pesos, la primera sentencia causaría ejecutoria.

En las causas penales comunes, no podía haber menos de dos instancias, y habría lugar a la tercera, si la segunda sentencia no fuere del todo conforme con la primera. Cuando la segunda fuere conforme de toda conformidad con la primera o aunque fuere diversa, pero se consintiese, causaría ejecutoria: en ambos casos se daría cuenta a la Corte Suprema con la causa, la que se pasaría a la sala que correspondiese, para que lo verificase por una simple revisión de los autos, y en caso necesario exigir la responsabilidad de los jueces.

En toda causa, fuese civil o penal, concurrirán precisamente cinco jueces en tercera instancia, asistiendo para ello los dos ministros menos antiguos de la primera sala, si la segunda o la tercera fueren las que hubieren de conocer.

En las consultas referentes al pase o retención de letras pontificias, opinaría la Corte en pleno, con todos sus ministros.

Los juicios federales detenidos por falta de juzgador, pasarían a la Suprema Corte, para que ésta los remitiese al tribunal correspondiente.

Los juicios civiles en que se demandarán entre quinientos dos mil pesos, admitirían sólo dos instancias. Se causarían ejecutoria, aunque la cantidad que se litigase pasara de dos mil pesos, pero siempre que la segunda instancia fuese conforme de toda conformidad con la primera. En todo juicio nunca habría más que tres instancias.

La Constitución de 1824 en su artículo 18 establecía, que el Poder Judicial se depositaría en una Corte Suprema y en los Tribunales que se establecieran en cada uno de los estados, con el fin de impartir justicia de una forma pronta, completa e imparcial; asimismo, señalaba que todo hombre debe ser juzgado por leyes dadas y tribunales establecidos antes del acto por el cual se le juzgue, y quedaban prohibidos los juzgamientos por comisiones especiales, así como la retroactividad de la ley.

La Corte debía estar formada por once ministros distribuidos en tres salas, además de un fiscal, electos por mayoría absoluta de votos por las legislaturas de los estados; las atribuciones de ésta eran:

— Conocer las diferencias que pudiera haber entre uno y otro estado,

— De un estado con los vecinos de otros o,

— Entre particulares por cuestiones de tierra, 

— Disputas por contratos de gobierno,

— Dirimir competencias suscitadas entre tribunales de la Federación,

— Entre éstos y los estados,

— Delitos de altos funcionarios, federales, gobernadores de los estados, diplomáticos
, etcétera.

Por otra parte los Tribunales de Circuito se componían por un Juez Letrado, un promotor fiscal y dos asociados. Los Juzgados de Distrito eran dirigidos por un Juez Letrado. 

Finalmente diremos que la Corte contaba con los siguientes subalternos: tres secretarios, uno para cada sala; tres oficiales mayores, tres oficiales segundos, seis escribientes, tres porteros y un mozo de estrados.

El Tribunal de Circuito, en la Constitución de 1824 en los artículos 140 a 142 se habla de la organización y competencia de los tribunales de circuito y al respecto señala:

“(...) se integrarán por un juez letrado y un promotor fiscal, designados por el ejecutivo en terna propuesta por la corte, dicho juez tiene que ser ciudadano mexicano mayor de 30 años de edad y a estos tribunales les correspondía conocer del almirantazgo, presas de mar y tierra, contrabandos, delitos cometidos en altamar, causas de los cónsules y los de interés a la Federación en cuantía superior a los quinientos pesos”.

El Juzgado de Distrito:

Los artículos 143 y 144 de la Constitución de 1824 hablan de la integración de los Juzgados de Distrito y que lo fue: un juez letrado designado por el Presidente de la República, dentro de una terna formulada por la Corte, éstos jueces tenían que ser ciudadanos mayores de 25 años.

La República Mexicana fue dividida en ocho circuitos a cuyo frente se encontraba un Tribunal de Circuito, y éstos eran:

“Primero: Chiapas, Tabasco y Yucatán,

Segundo: Veracruz, Puebla y Oaxaca,

Tercero: Estado de México, Distrito Federal y el territorio de Tlaxcala,

Cuarto: Michoacán, Querétaro, Guanajuato, San Luis Potosí y el territorio de Colima,

Quinto: Jalisco y Zacatecas,

Sexto: Sonora y Sinaloa así como el territorio de Alta California y Baja California,

Séptimo: Tamaulipas, Nuevo León, Coahuila y Texas,

Octavo: Durango y Chihuahua con el territorio de Nuevo México”.

La ley del 20 de mayo de 1826 preveían que los tribunales de circuito serían atendidos por un juez de letras cada uno, auxiliados por dos asociados; el primero podía dictar sólo los acuerdos de trámite y substanciación, pero para decretar la prisión, así como las sentencias interlocutorias y definitivas y para resolver cualquier artículo que se suscitase, lo tendría que hacer en compañía de los asociados.

Estos asociados eran elegidos de dentro de una lista de nueve individuos que era integrada por el juez, el promotor fiscal y tres regidores.

En caso de excusa o recusación por impedimento, el juez era suplido por otro juez letrado de la misma población, quien era designado por los dos asociados, éstos a su vez eran suplidos por los restantes de la lista de nueve. Si no hubiera otro letrado para suplir al juez, éste se reemplazaría de la misma manera que los asociados, por ello cada parte en un juicio sólo podía recusar una vez al juez y en dos ocasiones a los asociados.

Estas autoridades al igual que los magistrados tenían los mismos impedimentos señalados por el artículo 15 de la Ley del catorce de febrero de 1826 y que eran: el que surge del parentesco, hasta el segundo grado inclusive, de consanguinidad o afinidad y porque el juzgador haya actuado como abogado de cualquiera de las partes.

Resumiendo los tribunales de circuito eran competentes para conocer en primera instancia aquellos asuntos que debiera conocer la corte segunda, y en segunda instancia los que la corte conociera en tercera, también recibían las informaciones que presentaban los extranjeros que querían naturalizarse mexicanos con el fin de justificar haber cumplido con requisitos legales.

Los jueces de letras de estos tribunales tenían que hacer visitas  a cárceles e informar a la Suprema Corte cada seis meses, las causas pendientes  de resolución.

En cada tribunal debía haber además un promotor fiscal, quién debería ser oído en todo juicio penal y en aquellos que interesara a la cosa pública y a la nación. Sería nombrado de igual manera que los jueces de letras, es decir por el presidente de la República de entre una terna que mandara la Suprema Corte, en las ausencias menores de tres meses se tendría que nombrar un sustituto con las mismas formalidades que el titular. Además en cada tribunal habría un escribano nombrado por el gobierno y un ministro ejecutor designado por el juez de letras.

Los Juzgados de Distrito se erigieron en veintidós distritos, correspondiendo a los 20 estados uno para el territorio de Nuevo México y otro para el territorio de las Californias, éstos juzgados residían en las capitales de los estados, en caso de ausencia, impedimento o recusación de un juez de distrito, el gobierno debía nombrar tres letrados para que sirvieran como suplentes. Había las mismas causas de impedimentos que para los jueces de los tribunales de circuito y podían ser recusados una sola vez.

En las poblaciones donde no hubiera juez de distrito, el juez local de mayor categoría podría iniciar un juicio federal, inclusive continuarlo bajo la supervisión de aquél hasta dejarlo en estado de sentencia.

Los jueces de distrito conocían en primera instancia de los asuntos que resolvía la Corte en tercera instancia, también conocían todas las causas civiles que interesarán a la nación y que no excedieran de quinientos pesos, sin apelación posterior, por último, recibían las informaciones tendientes a obtener carta de naturaleza de conformidad con la ley del 14 de abril de 1828.

En cada juzgado debería haber un promotor fiscal, para el cual regían todas las disposiciones del promotor fiscal de los tribunales de circuito. Cuando en una misma población residían un juzgado y un tribunal federales, un mismo promotor sería para ambos excepto en la ciudad de México, ya que aquí el juzgado de distrito habría absorbido al personal del antiguo juzgado de Hacienda ya suprimido.

En cada juzgado de Distrito habría un escribano y un ministro ejecutor con las mismas características que en los Tribunales de Circuito.

Los jueces  federales no podían ser removidos antes de seis años de haber sido designados.

El gobierno tenía la facultad de suprimir Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito cuando lo considerara conveniente. Los jueces federales ganaban 2,000 y 2,500 pesos anuales respectivamente.

Las bases dadas en la Constitución federal para el gobierno de los estados, es la división de poderes con prevención de que el legislativo no puede depositarse en una sola persona; la de que las legislaturas de cada estado se compongan de individuos electos popularmente y amovibles en períodos determinados; la de que la persona o personas en quienes se deposite el poder ejecutivo no subsistan perpetuamente en su cargo, y la de que todas las causas civiles y criminales propias del conocimiento de los estados, se vean en los tribunales establecidos por la constitución de cada uno de ellos, hasta su última instancia y ejecución de la última sentencia. 

Sus obligaciones; la primera, es la de organizar su administración interior conforme a las bases dadas en la constitución federal. Sin poderse oponer en nada a las disposiciones consignadas en ella. La segunda, es la de publicar por medio de sus gobiernos respectivos, sus constituciones, leyes y decretos, pues las leyes sólo pueden ser obligatorias en cuanto se saben, y no pueden saberse, sino en cuanto se publican. La tercera, es guardar y hacer guardar las leyes de unión, entre las cuales se deben numerar los tratados celebrados con las potencias extranjeras, pues ellos son una ley obligatoria  para toda la nación. La cuarta es, proteger a sus habitantes en el uso  y ejercicio del derecho de imprimir sin previa censura, y de cuidar que se observen las leyes generales sobre la materia.

Las restricciones, las que demandan la existencia y la paz interior de la Federación, lo mismo que la libertad y el comercio interior; así es, que los estados no pueden imponer derecho alguno de puerto ni contribuciones sobre importaciones y exportaciones.

Se prohibía a los estados que tuvieran tropa de línea, ni buques de guerra sin el consentimiento del congreso general, por la facilidad de abusar de  esta fuerza, o para substraerse  de la obediencia al gobierno supremo, o para entrar en guerra con otro estado. Se les prohibe entrar en transacción ninguna de comercio, de guerra o de paz con potencias extranjeras. También se les prohibía entrar en transacciones mutuas de estado a estado sin consentimiento del congreso general o aprobación posterior, si se trata de límites. La razón es obvia y sencilla, pues semejantes contratos o transacciones podrían alterar notablemente el orden interior de la Federación, o producir discordias y proyectos que debilitasen la acción del poder supremo, a todo lo cual se ocurre con semejantes limitaciones.

De la observancia, interpretación y reforma de las leyes constitutivas:

¿Qué garantías se deben establecer para la fiel observancia de la constitución? La más segura y eficaz es la responsabilidad de los funcionarios públicos, y el castigo de los infractores, cosas por cierto bien difíciles, cuando los destinados  a cuidar de su observancia son los mismos que la violan; pero en el orden legal no hay otros medios de sostenerlas.

Las leyes orgánicas ni deben ser absolutamente invariables, ni tampoco estar sujetas a cambios frecuentes. No lo primero, porque aunque se hayan procurado simplificar mucho, siempre se contiene en ellas algunas disposiciones que no se puede asegurar hayan de  estar para lo sucesivo en conformidad con los hábitos e ideas de la nación a que se dan. Tampoco lo segundo, porque las variaciones continuas, y mucho más si son totales, harán que la estabilidad que sólo puede dar el tiempo, y la costumbre que él sólo puede formar, jamás se llegue a obtener.

“La  Constitución de 1824 surgió de un parto doloroso, como doloroso fue el advenimiento de la Nación, fueron necesarios  arduos esfuerzos para convocar al que sería el primer congreso Constituyente. Este sufrió varias peripecias, de entre las cuales la culminante fue su disolución por Iturbide, sobrevino después la primera rebelión armada de la era independiente, no fue sino hasta después de varios meses azarosos, en los que la Independencia y el desasosiego parecieron dominarlo todo, cuando la asamblea legislativa tomó definitivamente su cauce y pudo poner manos a la obra”
. 

En el primer congreso independiente; se efectuaron las elecciones, integrándose el primer Congreso Constituyente con personas de las más distintas tendencias, los había monárquicos como Tagle, Fagoaga y Horbegose; eclesiásticos como el obispo de Durango; representantes de la aristocracia como el Marqués de Castaniza; antiguos insurgentes como Guadalupe Victoria, José María Izazaga y Carlos Mario de Bustamante; intelectuales como Fray Servando Teresa de Mier; antiguos diputados a las Cortes  de Cádiz, como Guridi y Alcocer; liberales como Lorenzo de Zavala, y algunos jóvenes que daban sus primeros pasos en la política.

Resalta la figura del ilustre zacatecano Francisco García Salinas
 en los debates al proyecto de Constitución federal del 24; haciendo reflexiones a los artículos:

"7, 13 fracciones II, VII, IX, XIV, XV, XVI, XVII, 15, 16, 18 fracciones VII, VIII, XIII, XV, XVI, 20, 22, 24, 34 y 39. Siendo en la discusión del artículo 7, donde Francisco García Salinas, da lugar a que se introduzca el concepto de territorio independiente de la federación y que las Californias se separen de Sonora y pasen a depender del gobierno federal (...) logra que se suprima el artículo 15 que convocaba a un sena​do constituyente para revisar y sancionar la Constitución general. Sus argumentos consistieron fundamentalmente en que era extraña la creación de un senado constituyente sin enumerar claramente sus atribuciones (...)" 
.

Las aportaciones de García Salinas fueron determinantes en la consolidación del federalismo mexicano. La época en que fue diputado hemos dicho que era inestable a tal grado, que después de que abdicó Iturbide y concretamente hasta el triunfo del Plan de Casa Mata quedó instalado el Congreso Constituyente el 8 de abril de 1823, y allí se discute si éste tendrá carácter de Constituyente, para lo cual:

"(...) la tesis definitiva podría ser formulada en estos términos: el Congreso es constituyente por la convocatoria de 17 de noviembre de 1821 y se declara convocante el 21 de mayo de 1823" 
.

Su primera intervención sobre el artículo 7º, en el que hace cita a los Estados de la Federación, dice lo si​guiente:

"Artículo 7º. Los Estados de la Federación son por ahora los siguientes: el de Chiapas; el de Guanajuato; el  Interno de Occidente, compuesto de las provincias de Sonora, Sinaloa, y ambas Californias; el Interno del Norte, compuesto por las provincias de Chihuahua, Durango y Nuevo México; el Interno de Oriente, compuesto de las provincias de Coahuila, Nuevo León, los Texas y Nuevo Santander; el de México; el de Michoacán; el de Oaxaca; el de Puebla de los Ángeles, con Tlaxcala; el de Querétaro; el de San Luis Potosí; el de Tabasco; el de Veracruz; el de Jalisco; el de Yucatán  y el de Zacatecas" 
.

Es partir de esta intervención, que aparecieron por vez primera, de hecho y de derecho los Estados. Otro dato importante de su desempeño, se registra en los debates del acta constitutiva del Congreso Constituyente, donde hace una interesante reflexión sobre las Californias, alertando sobre la ambición de nuestros vecinos del norte, que sino se estrechaban las relaciones y ayudas a los ciudadanos tejanos:

"(...) por su inmediación a los establecimientos de una potencia poderosa, por su falta  de recursos, y por la distancia a que se hallan para proporcionárselos con prontitud (...)" 
.

Lamentablemente tendría razón, años más tarde, nos despojaron de Tejas, Arizona, Nuevo México y la Alta California. En su segunda intervención se ocupa del artículo 13, relativo a las facultades del Congreso; comenta algunas  de sus fracciones:

"En primer lugar, critica la fracción II, que faculta al Congreso General para dar leyes y decretos, para conservar la paz y el orden público en el interior de toda la Federación, y promover su ilustración, y mayor prosperidad general (...) Lo que proponía García Salinas era una precisión del lenguaje: El poder legislativo general  queda autorizado por esta atribución para expedir todo género de leyes, y como la autorización es exclusiva, se seguirá que los Estados no pueden hacer aquellas que requiere su  administración interior, y por consecuencia sería ilusoria su soberanía e independencia, en orden a su gobierno interior".

Aunque esta propuesta no progresó, se denota la defensa al régimen interior de los Estados, así como a su soberanía e independencia como partes activas del pacto federal. En otra intervención, sobre la fracción VII de mismo artículo 13, defiende la autonomía tributaria de los Estados; defendió en su análisis sobre la fracción IX la absoluta libertad interior de los Estados en materia de comercio y, en la discusión de la fracción XV, solicitaba  precisión en la facultad de organización de las milicias locales
. 

La Constitución de 1824, estipuló la forma de gobierno república, representativa, popular y federal; al delimitar el territorio nacional, estableció en los artículos 2º y 5º, correspondientes al título I y  II respectivamente, que:

“comprende el que fue el virreinato llamado antes Nueva España, el que se decía capitanía general de Yucatán, el de las comandancias llamadas antes de provincias  internas de oriente y occidente, y el de la baja y alta California con los terrenos anexos é islas adyacentes en ambos mares. Por una ley constitucional se hará de los límites de la federación, luego que las circunstancias lo permitan (sic)”. 

Artículo 5º: los Estados y territorios siguientes: el Estado de las Chiapas, el de Chihuahua, el de Coahuila y Tejas, de Durango, el de Guanajuato, el de México, el de Michoacán, el de Nuevo León, el de Oajaca, el de Puebla de los Ángeles, el de Querétaro, el  de San Luis Potosí, el de Tabasco, el de las Tamaulipas, el de Veracruz, el de Xalisco, el de Yucatán, el de los Zaca​tecas, el territorio de la alta California, el de la baja  California, el de Colima y el de Santa Fé de Nuevo México. Una ley constitucional fijará el carácter de Tlaxcala”.

Como se nota, en la emancipación se relegaron los nombres del pasado colonial; el Nuevo Reino  de León, será simplemente la Provincia de Nuevo León; Nueva Galicia será Jalisco ‑o, como textualmente dice la Constitución de 24, Xalisco‑; Nuevo Santander será Tamaulipas; Nueva Vizcaya será Durango y Chihuahua y, por último Nueva España  será el país de México.

La Constitución no sólo incluía como un derecho a los naturales, nacidos o avecindados, sino hasta los nacidos en cualquier parte de la América que en 1810 dependían de España, y que se hubieran unido a otra nación, ni permanecieran en dependencia de aquella, toda vez que tuvieran tres años completos de vecindad en el territorio nacional podrían ser diputados mexicanos. Los militares no nacidos en México, y que con las armas hayan apoyado la independencia, sólo se les exigía tener ocho años de residencia en el país y satisfacer los requisitos enunciados para los nacionales
.

El Presidente de la República, no podría privar de su libertad, ni imponer pena alguna; y sólo cuando lo exigiera el bien y seguridad de la nación podría arrestar a las personas, y ponerlas en el término de 48 horas ante el juez o tribunal competente. Asimismo, no podría mandar ocupar la propiedad o posesiones de ningún particular, ni corporación alguna, ni turbarlo en la posesión, uso o aprovechamiento de ella; y sólo por causa de interés público se le podría afectar, con aprobación del Senado o en sus recesos por el Consejo de Gobierno, y mediante la indemnización correspondiente (artículo 112). 

Aquí se protegían y tutelaban tres derechos del hombre: la seguridad, libertad y la garantía patrimonial. En los artículos 146 al 156 se expresaban las garantías de legalidad, debido proceso legal, derecho de audiencia, patrimonial, de respeto a la integridad.

Efectivamente, se estipuló que la imposición de penas no trascenderían a la familia del que violentó la ley; prohibe la confiscación de bienes, así como la aplicación de penas o comisiones aduciendo aplicación de una ley anterior (irretroactividad de la ley); suprime la tortura y cualquier tipo de pena infamante; ninguna persona podía ser detenida por más de sesenta horas, sin indicios que lo inculparan como presunto responsable; el cateo de casas, papeles y otros bienes de los habitantes de la república, no podrían ser realizados sin orden girada por la autoridad competente, y en la forma que lo prescribieran las leyes.

Prohibía que a los ciudadanos se les obligara a prestar juramento sobre hechos propios en declaraciones de materia criminal. Y en materia de injurias, no se podría entablar proceso alguno, ni en lo civil ni en lo criminal, sin haberse intentado previamente la conciliación. En todo tiempo y momento, a nadie se le podría privar de solucionar sus litigios mediante árbitros designados por las partes.

1.5. El constitucionalismo centralista

Desde Guadalupe Victoria que fuera el primer presidente constitucional de nuestro país, el escenario político nacional se matizó por las pugnas generadas por la división de los caudillos insurgentes, por el establecimiento de logias masónicas, los yorkinos y escoceses.

Las contradicciones se centraron entre Nicolás Bravo, líder de  los escoceses y Vicepresidente de la República, y Vicente Guerrero líder de los yorkinos. La sucesión de Victoria, generó una guerra de logias que agudizó las confrontaciones entre libera​les y conservadores.

Como manifestación de ésta guerra de logias, propusieron los moderados escoceses a Anastasio Bustamante, y los yorkinos a Vicente Guerrero; por su parte los conservadores a Manuel Gómez Pedraza, que también fuera masón:

"las elecciones las ganó Pedraza; pero por la fuerza, mediante el motín de la Acordada, Gue​rrero (...) llegó a la suprema jefatura" 
.

El 1º de abril de 1829 asumió Guerrero el poder y los ataques de los escoceses no se hicieron esperar, dado que los conservadores no lo podían tolerar. Así, aparte de ratificar la forma de gobierno republicana y federal, expidió leyes para suprimir la servidumbre en las haciendas; enfrentó los intentos neocolonialistas de España, mandando a López de Santa Anna a combatirlos, porque ya estaban a punto de desembarcar en el puerto de Tampico; en cambio Bustamante, en su carácter de vicepresidente —que fuera enviado a Veracruz con el mismo fin—, se levantó en armas contra Guerrero, logrando derrocarlo con el apoyo de  los escoceses.

"En Cuilapa, el 14 de febrero de 1831, fue ejecutado Vicente Guerrero, víctima de la maniobra del gobierno bustamantista —la traición de Picaluga—, que provocó repudio aún entre neutrales, no habituados todavía a que el procedimiento tomara carta de naturalización en la historia  de México. Y nada se diga de los yorkinofederalistas y demás colaboradores de Poinsett, quienes temporalmente emboscados para evadir la persecución del gobierno, principia​ron a dar la cara cuando el acto de Cuilapa proporcionó banderas para la unificación y la represalia (...) El ministerio de Bustamante se manchó con un asesinato (...)" 
.

Su muerte provocó levantamientos en varios Estados de la República, que entre otros, fueron: Tamaulipas, Duran​go, Zacatecas, San Luis Potosí, Tejas, Guerrero y Jalisco; exigiendo la separación de Bustamante y el reconocimiento de Gómez Pedraza. Se realizaron elecciones, y nuevamente las ganó Gómez Pedraza, pero Bustamante no deseaba abandonar el poder, lo cual daría pauta a que Santa Anna se rebelara contra él, y después de varios combates se realizaron los Pactos de Zavaleta de 23 de diciembre de 1832, entre Bustamante y Santa Anna, donde se reconocía el legítimo gobierno de Gómez Pedraza, y se restablecía el federalismo interrumpido por el centralismo que había impuesto Bustamante
.

Gobernando por tres meses Gómez Pedraza, se convocó a nuevas elecciones donde contendieron los generales Mier, Terán y López de Santa Anna; suicidándose Mier, Santa Anna  se otorgó el título de presidente y nombró como vicepresidente a Valentín Gómez Farías, quien se destaca por ser un liberal radical perteneciente a los yorkinos. Formalmente Santa Anna preside pero no gobierna, por razones de salud, y se retira a sus propiedades dejándole el puesto a su vicepresidente.

Gómez Farías y un correligionario suyo, José María  Luis Mora, realizaron una:

"triple reforma: de carácter religioso, educativa y militar. Como se consideró que el clero no atendía las necesidades de los fieles en los pueblos ni en las aldeas porque se concentraba en las ciudades; que el capital de la iglesia ascendía a 180 millones que no se destinaban al bien común, y que los eclesiásticos imponían  contribuciones onerosas y coartaban la libertad, se dispuso  la sujeción de la iglesia al gobierno por medio de un patronato, la incautación de los bienes clericales y la libertad  de pagar diezmos. Como se estimó que la república gastaba 14 millones de un presupuesto total de 13 en sostener cinco mil soldados y dieciocho mil oficiales que la tiranizaban, se suprimen los fueros del ejército y se sustituyen las tropas permanentes y regulares con voluntarios. También se quiso destruir el monopolio educativo, quitar a las órdenes religiosas la facultad exclusiva de la enseñanza"
.

Las reacciones airadas del clero son de esperarse, y después de varios pronunciamiento las leyes de reforma de Gómez Farías y Mora se terminan al levantarse Santa Anna contra su vicepresidente y destituirlo, y decretar suprimidas tales leyes, disolvió al Congreso federal y hasta a los locales.

“En 1833 se produce en Morelia la primera rebelión al grito de Religión y Fueros,  con el Plan de Escalada. Así se producen otros pronunciamientos (...) Como en el congreso algunos diputados moderados sostenían la administración de Gómez Farías y en el senado la influencia de Rejón era factor importante, se dieron los primeros pasos para la separación de la Iglesia y del Estado, exclaustración de monjas, no utilización de la fuerza civil para pagos de diezmos; supresión de la Real y Pontificia Universidad de México, a la que se sustituía con varias escuelas superiores; desamortización de bienes de las corporaciones religiosas y diversos decretos sobre instrucción laica. En cambio, en el sector militar Santa Anna, por una parte, y Nicolás Bravo, por la otra, atacaban duramente a los reformistas y promovían rebeliones. Algunos destierros y un decreto sobre provisión de vicarías y supresión de sacristías mayores, en diciembre de 1833, precipitó a los opositores, que en 1834 dieron al traste con el gobierno de Gómez Farías”.

1.5.1. Las siete leyes constitucionales

Se constituye así Santa Anna en la esperanza del clero, los militares y los conservadores, dando su benepláci​to para que se gestara una república centralista. Desterrados Gómez Farías y Mora, perseguidos los diputados liberales:

“el Congreso de la Nación se declaró en calidad de Constituyente y adoptó las bases de una Constitución central o mejor conocida como las Siete Leyes”.

Manifiesta Alfonso Noriega Cantú, que la Constitución centralista de 1836, que sus constituyentes se inspiraron en el pensamiento político inglés de los siglos XVI y XIII que encabezara el teórico del individualismo liberal John Locke; aduciendo que después de la revolución industrial (1688), que el pensamiento político inglés influyó fuertemente en los escritores y estadistas de todo el mundo, así como ya lo hemos expresado, los pensadores de la ilustración Montesquieu, Rousseau y Voltaire.

Es con la obra de Locke, afirma Noriega Cantú, que se crea una verdadera escuela de doctrina política, y con quién se crea una verdadera escuela moderna de doctrina política, y yo agregaría primero a Voltaire.

Para el autor de referencia, las ideas que sustentan la declaración de derechos del mexicano de 1836, son las siguientes:

“Locke fundamenta la asociación política en dos principio esenciales estado de naturaleza y contrato originario; afirma que dicho estado, es simplemente un hecho, ya que existió un estado de naturaleza y un estado de igualdad en que el hombre estaba sometido a una sola ley: la de su razón. (...) no todo derecho dimana del estado, pues existe un estado natural de propiedad anterior al establecido por la ley, y la propiedad debe de entenderse como la vida, la libertad y los bienes (...) Para garantizar los derechos del hombre este se ha despojado de una parte de ellos, entregándolos al poder público y confiriendo al estado la facultad de hacer leyes que protejan la propiedad para juzgar y castigar a quién las viole. Esta limitación de derechos se lleva a acabo mediante un contrato, cuya base esencial es el asentimiento de cada uno de los miembros de la sociedad política”.

Con la promulgación de la Constitución de 1836, hubo pronunciamiento de varios Estados en pro y en contra; el cambio fue sensiblemente radical, los gobernadores estarían sujetos al poder central, se suprimían las legislaturas locales, los Estados dejarían de serlo para constituirse en departamentos; el período presidencial sería de ocho años y se creaba un cuarto poder: el Poder Conservador, a quien se encargaba de vigilar el cumplimiento de la Constitución.

“El proyecto de reformas quedó a cargo de una comisión, en la que intervinieron José Ignacio de Anzorena, José María Cuevas, Miguel Valentín, Antonio Pacheco Leal y Francisco Manuel Sánchez de Tagle. La influencia del último fue muy importante, al punto de que según Bustamante a la Constitución la llamaban la taglina, aunque se escucharon otras opiniones como las de Alamán y el propio Bustamante. Aparte, la oligarquía militar-latifundista-clerical, hizo notar su fuerza (...) La denominación, después de arduas discusiones, se dejó en Bases constitucionales expedidas por el Congreso Constituyente el 15 de diciembre de 1835, aunque la aprobación llegó hasta el año siguiente (...) Las Siete Leyes Constitucionales son las siguientes: Primera: Derechos y obligaciones de los mexicanos y habitantes de la República (...) Segunda: Organización de un Supremo Poder Conservador; Tercera: Del poder legislativo, de sus miembros y de cuando dice relación a la formación de las leyes (con cámaras de diputados y senadores con alguna tendencia oligárquica). Cuarta: Organización del supremo poder ejecutivo. Quinta: Del poder judicial. Sexta: División del territorio de la República y gobierno interior de sus pueblos (...) La Séptima ley, habla de las variaciones de las leyes constitucionales”.

El enorme esfuerzo de nuestro país para transitar hacia la forma de gobierno federal, y con ello el reconocimiento de la autonomía de los Estados quedarían reducidas al oprobioso centralismo. Zacatecas pagó su rebeldía y apoyo al federalismo con la pérdida de su territorio.  Así y para completar su obra, Santa Anna mediante decreto de 23 de mayo de 1835 declaró separado Aguascalientes de Zacatecas.

Los pronunciamientos por el centralismo se sucedieron:

"El Mosquito ‑periódico conservador‑ informa y da espacio; con mucha rapidez se están expresando los pueblos con sumisas peticiones para que se cambie la forma de gobierno.  La primera solicitud es la de Orizaba (...) en la  sesión del 20 de marzo de 1835 del Congreso del Estado de  México (...) se pide la variación de la forma de gobierno, se condena al liberalismo; se dice que es un error creer que ya acabó el tiempo de las monarquías (...)"
.

Las denominadas Siete Leyes o Constitución de 1836, deberían haberse denominado Ocho Leyes, por las Bases que precedió a ésta. Nacieron de un golpe de estado y no de una revolución popular. El gran pecado de las Siete Leyes, fue haber desaparecido al sistema federal, de allí que los federalistas cuestionen su origen.

Mucho se cuestionó el establecimiento del Supremo Poder Conservador, pero se quería que en la división de poderes, existiera uno, un cuarto poder, que con independencia y autonomía de aquéllos, limitara la constitucionalidad de sus actos, ésta es la verdadera aportación del centralismo constitucional, su preocupación por el control de la constitucionalidad. Algunos tratadistas, aúnan a lo anterior, haber explicitado un catálogo de derechos del hombre, que la anterior de 1824, no contemplaba expresamente; sin embargo, como se verá más adelante, muchos de esos derechos se encuentran dispersos en la primera Constitución federalista.

Respecto al Supremo Poder Conservador:

“(...) circulaba en México, un libro de Benjamín Constant titulado Curso de Política Constitucional, cuya influencia perduró a través de mucho tiempo y que realmente sirvió para que el Supremo Poder Conservador fuera establecido (...) Constant venía acariciando la idea de crear un poder independiente de los tres clásicos conocidos hasta entonces. Poder superior al legislativo, ejecutivo y al judicial, cuya función debería consistir, no solamente en realizar y hacer efectivos los derechos del hombre contra los abusos del poder, sino también la de mantener el equilibrio entre los altos poderes, los cuales deberían ser, si lo expresáramos en léxico norteamericano, coextensos (...)”.

La Constitución de 1836, contenía una importante declaración de derechos del hombre, en la primera de esas siete leyes, que estipulaban:

“I.- No poder ser preso sino por mandamiento de juez competente todo por escrito y firmado, ni aprehendido sino por disposición de las autoridades a quienes correspondan según ley. Exceptúase el caso de delito in fraganti, en el que cualquiera puede ser aprehendido y cualquiera puede aprehenderle, presentándole desde luego a su juez o a otra autoridad pública.

II.- No poder ser detenido más de tres días por autoridad ninguna política, sin ser entregado al fin de ellos, con los datos para su detención, a la autoridad judicial, ni por ésta más e diez días sin proveer el auto motivado de prisión. Ambas autoridades serán responsables del abuso que hagan de los referidos términos.

III.- No poder ser privado de su propiedad, ni de libre uso y aprovechamiento de ella en todo ni en parte. Cuando un objeto de general y pública utilidad exija lo contrario, podrá verificarse la privación, si tal situación fuere calificada por el Presidente y sus cuatro ministros en la capital, por el gobierno y junta departamental en los Departamentos, y el dueño, sea corporación eclesiástica o secular, sea individuo particular, previamente indemnizado a tasación de dos peritos, nombrado el uno de ellos por él y según las leyes el tercero en discordia, caso de haberla.

La calificación dicha podrá ser reclamada por el interesado ante la Suprema Corte de Justicia en la capital, y en los Departamentos ante el Superior Tribunal respectivo.

El reclamo suspenderá la ejecución hasta el fallo.

IV.- No poderse catear sus casas y sus papeles, sino es en los casos y con los requisitos literalmente prevenidos en las leyes.

V.- No poder ser juzgado ni sentenciado por comisión ni por otros tribunales que los establecidos en virtud de la Constitución, ni según otras leyes que las dictadas con anterioridad al hecho que se juzga.

VI.- No podérsele impedir la traslación de sus personas y bienes a otro país, cuando le convenga, con tal que no deje descubierta en la república responsabilidad de ningún genero, y satisfaga, por la extracción de los segundos, la cuota que establezcan las leyes.

VII.- Poder imprimir y circular, sin necesidad de previa censura, sus ideas políticas. Por los abusos de este derecho, se castigará cualquiera que sea culpable en ellos y así en esto como en toso lo demás, quedan estos abusos en la clase de delitos comunes; pero con respecto a las penas, los jueces no podrán excederse de las que imponen las leyes de imprenta, mientras tanto no se dicten otras en esta materia”.

Las Siete Leyes, en materia política, sufragio, representatividad contemplaron:

“La Primera Ley (...) difiere a los estatutos legales respectivos, el arbitrio determinante de los requisitos necesarios para ser elector (artículo 8º-II). Los que atañen a la elegibilidad de los funcionarios, están consignándose en las subsecuentes leyes. La Segunda dispone que el supremo poder conservador lo integren cinco ciudadanos, de los que se renovará uno cada bienio -mexicanos por nacimiento, mayores de 40 años y con tres mil pesos de renta mínima- elegidos, entre quienes hubieren desempeñado el cargo de Presidente de la República o los de vicepresidente, senador, diputado, secretario del despacho del ministro de la Corte, mediante una recelosa depuración realizada sucesivamente por las Juntas Departamentales, la Cámara de Diputados y la de Senadores. (Artículos 1º, 3º y 11). La Tercera fija en más de treinta años la edad y el no menos de mil quinientos pesos la renta de los diputados, que duran cuatro años en su encargo, se renuevan cada bienio por mitad y son designados por las asambleas electorales secundarias de los departamentos, de los cuales deben ser nativos o vecinos (...) La Cuarta Ley, previene que el Presidente de la República sea un ciudadano mexicano por nacimiento, mayor de cuarenta años y con renta no menor de cuatro mil pesos. Se fija un periodo de ocho años -el lapso washingtoniano- para el desempeño del cargo y se implanta, sin sufragio popular, un sistema de elección similar al instituido por la Carta de 1824 pero de más complicado desarrollo (...) según lo previene el artículo 40: ñas asambleas departamentales elegirán los senadores que les corresponden, nombrando precisamente cinco individuos de cada una de las clases siguientes: agricultores, mineros, propietarios o comerciantes y fabricantes”.

La Quinta Ley está formada por 51 artículos: 

“instituye el Poder Judicial y lo integra con la Suprema Corte de Justicia, los Tribunales Superiores de los Departamentos y los juzgados de la Primera Instancia y de Hacienda; forma la Corte con 11 ministros y un fiscal, ciudadanos mexicanos por nacimiento, mayores de 40 años y 10 de ejercicio profesional, inamovibles, electos en igual forma que el presidente de la República, y autorizados para ejercer, entre otras, las siguientes funciones: solicitar del Supremo Poder la nulidad de leyes expedidas por el Congreso, iniciar éstas cuando se relacionan con la administración de justicia y dictaminar las propuestas sobre la materia por el Ejecutivo y los diputados”
.

La Quinta Ley, sobre el Poder Judicial de la República Mexicana, decía que éste se ejercía por la Suprema Corte de Justicia, por los Tribunales Superiores de los Departamentos, por la Hacienda que estableciera la ley de la materia, y por los juzgados de Primera Instancia y señalaba  las atribuciones de cada uno de éstos.

En las Bases Constitucionales expedidas por el Congreso Constituyente del 15 de diciembre de 1835  decretaba  en su artículo 7º:

“El ejercicio del Poder Judicial  residirá en una Corte Suprema de Justicia, y en los Tribunales y jueces que establecerá la Ley constitucional, las calidades de ellos, su número, su radicación, responsabilidad y modo de elección, las prefijará dicha ley”.

Las Siete Leyes Constitucionales de 1835, en su Quinta Ley hace referencia al Poder Judicial de la República Mexicana; y en su artículo 1º señalaba que el Poder Judicial de la República se ejercería por una Corte Suprema de Justicia, por los tribunales superiores de los departamentos, por los de Hacienda que estableciera la ley de la materia y por los juzgados de primera instancia.

La Corte Suprema de Justicia se compondría de once Ministros y un Fiscal; representa al poder Judicial en lo que pertenece y no puede desempeñarse por todo él. Debe cuidar de que los tribunales y juzgados de los departamentos estén ocupados con los magistrados y jueces que han de componerlos, y de que en ellos se administre pronta y cumplidamente justicia.

Para ser electo individuo de la Corte Suprema se necesitaba:

I).- Ser mexicano por nacimiento;

II).- Ciudadano en ejercicio de sus derechos;

III).- Tener la edad de cuarenta años cumplidos;

IV).- No haber sido condenado por algún crimen en proceso legal; y

V).- Ser letrado y en ejercicio de esta profesión por diez años a lo menos.

La elección de los individuos de la Suprema Corte de Justicia, en las vacantes que hubiere, se haría de la  misma manera y en la propia forma que la del Presidente de la República.

Declarada la elección se expediría en el propio día del decreto declaratorio, se publicaría por el gobierno y se comunicaría al Tribunal y al interesado, para que éste se presentase a hacer el juramento y tomar posesión.

El electo prestará el juramento ante la Cámara de Diputados, por su receso ante la de los senadores y por el de ambas ante la diputación permanente. Su fórmula sería:

“¿juráis a Dios, nuestro Señor, guardar y hacer guardar las leyes constitucionales, administrar justicia bien y cumplidamente, y desempeñar con exactitud todas las funciones de vuestro cargo?” “ Si así lo hicieres, Dios os lo premie; y si no, os lo demande”.

Si un diputado, senador o consejero, fuere electo ministro o fiscal de la Corte Suprema de Justicia, preferirá la elección que se haga para estos destinos. Los individuos de la Corte Suprema de Justicia, no podrán ser juzgados en sus negocios civiles y en sus causas criminales, sino del modo y por el tribunal establecido en la segunda y tercera ley constitucional.

Cada dos años, y en los seis primeros días del mes de enero, extenderán al Presidente de la República en junta del consejo y de Ministros, el senado y la alta Corte de Justicia, cada uno una lista de nueve individuos residentes en la capital, y con las mismas calidades que se requieren para los Ministros de dicho supremo tribunal a fin de que, como suplentes, puedan cubrir las faltas a sus magistrados.

Estas listas se pasarán inmediatamente a la Cámara de diputados, y ésta nombrará, de entre los individuos comprendidos en ellas, los nueve que ejercerán los cargos de suplentes.

Las atribuciones de la Suprema Corte eran:

“I.- Conocer  de los negocios civiles y de las causas criminales que se muevan en contra de los miembros del supremo poder conservador, en los términos y según los requisitos establecidos en el artículo 18 de la segunda ley constitucional.

II.- Conocer de las causas criminales promovidas en contra del Presidente, diputados y senadores, Secretarios de despacho, consejeros y gobernadores de los departamentos, bajo los requisitos establecidos en la tercera ley.

III.- Conocer, desde la primera, de los negocios civiles que tuvieren como actores o como reos el presidente de la República y los Secretarios del Despacho, y en los que fueren demandados los diputados senadores y consejeros.

IV.- Conocer en la tercera de los negocios promovidos contra los gobernadores y los magistrados superiores de los departamentos, y en el mismo grado en las causas criminales que se formaren contra éstos en los delitos comunes.

V.- Dirimir las competencias que se susciten entre los tribunales o juzgados de diversos departamentos o fueros.

VI.- Conocer de las disputas judiciales que se muevan sobre contratas o negociaciones celebradas por el supremo gobierno o por su orden expresa.

VII.- Conocer de las causas de responsabilidad de los magistrados de los tribunales superiores de los departamentos.

VIII.- Conocer en todas las instancias en las causas criminales de los empleados diplomáticos y cónsules de la República, y en los negocios civiles en que fueron demandados.

IX.- Conocer de las causas de almirantazgo, de presas de mar y tierra, crímenes cometidos en alta mar, y ofensas contra la Nación mexicana, en los términos que designará una ley.

X.- Conocer de las causas criminales que deban formarse contra los subalternos inmediatos de la misma Corte suprema, por faltas, excesos o abusos cometidos en el servicio de sus destinos.

XI.- Conocer de los recursos de nulidad que se interpongan contra las sentencias dadas en última instancia, por los tribunales superiores de tercera de los departamentos.

XII.- Conocer de los recursos de protección y de fuerza que se interpongan de los muy RR. Arzobispos y RR. Obispos de la República.

XIII.- Iniciar leyes relativas a la administración de justicia, según lo prevenido en la tercera ley constitucional, preferentemente las que se dirijan a reglamentar todos los tribunales de la Nación.

XIV.- Exponer su dictamen sobre leyes iniciadas por el Supremo gobierno, o por los diputados, en el mismo ramo de la administración de Justicia.

XV.- Recibir las dudas de los demás tribunales y juzgados sobre la inteligencia de alguna ley, y hallándolas  fundadas,  pasarlas a la Cámara de diputados, exponiendo su juicio y promoviendo la declaración conveniente.

XVI.- Nombrar todos los subalternos y dependientes de la misma Corte Suprema.

XVII.- Nombrar los ministros y fiscales de los tribunales superiores de los departamentos, en los siguientes términos:

Los tribunales superiores de los departamentos formarán lista de todos los pretendientes a dichas plazas, y de los demás que a su juicio fueren aptos para obtenerlas: las pasarán en seguida al gobernador respectivo, quién en unión de la Junta departamental, podrá excluir a los que estime que no merezcan la confianza pública del departamento, y hecha esta operación las devolverán a los mismos tribunales. Estos formarán de nuevo una lista comprensiva de los que quedaron libres después de la exclusión, calificando gradual y circunstancialmente la aptitud y mérito de cada uno: remitida esta lista al Supremo gobierno, podrá éste, con su consejo, excluir a los que crea que no merecen el concepto y confianza de la nación; y pasada, por último, a la Corte Suprema de Justicia, procederá al nombramiento entre los que resulten expeditos.

XVIII.- Confirmar el nombramiento de los jueces propietarios de primera instancia, hecho por los tribunales superiores de los departamentos.

XIX.- Apoyar o contradecir las peticiones de los indultos que se hagan a favor de los delincuentes.

XX.- Conocer de los asuntos contenciosos pertenecientes al patronato de  que goce la Nación.

XXI.- Consultar sobre el pase o retención de bulas pontificias, breves y rescriptos expedidos en negocios litigiosos.

XXII.- Oír y decidir sobre reclamos que se interpongan, en la capital de la República, acerca de la calificación hecha para ocupar la propiedad ajena en los casos de que trata el artículo tercero, el segundo de la primera ley constitucional”.

La Suprema Corte de Justicia, asociándose con oficiales generales, se erigirá en marcial para conocer de todos los negocios y causas del fuero de guerra, en los términos que prevendrá una ley bajo las bases siguientes:

I.- De esta corte marcial sólo los ministros militares decidirán los ministros letrados.

II.- En los negocios civiles sólo conocerán y decidirán los ministros letrados.

III.- En las causas criminales comunes y mixtas conocerán y decidirán asociados unos con otros, lo mismo que en las que se formen a los comandantes generales, por delitos que cometan en el ejercicio de su jurisdicción.

En esta Corte Marcial habría siete ministros militares propietarios y un fiscal, cuatro suplentes para los primeros y uno para el segundo. La elección de todos se haría de la misma manera que a los ministros de la Suprema Corte de Justicia. Sus calidades serían la 1ª, 2ª, 3ª, y 4ª que expresa el artículo cuarto de esta ley, debiendo ser además generales de división o de brigada.

Los  requisitos para que el gobierno pudiera destinarlos a cosas del servicio serían los mismos que exige el artículo 16 de esta ley, en la restricción cuarta para que puedan encargarse de alguna comisión de los ministros de la Suprema Corte de Justicia.

Las restricciones de la Corte Suprema de Justicia y de sus individuos son las siguientes:

a).- No podrían hacer por sí reglamento alguno, ni aun sobre materias pertenecientes a la administración de justicia, ni dictar providencias que contengan disposiciones generales que alteren o declaren las de las leyes.

b).- No podrían tomar conocimiento alguno sobre los asuntos gubernativos  o económicos de la Nación.

c).- Tampoco podrían tomarlo en los contenciosos que se hallaren pendientes en los tribunales de los departamentos, o que pertenecieran a la jurisdicción de su respectivo territorio.

d).- Ninguno de los ministros y fiscales de la  Corte Suprema, podrá tener comisión alguna del Gobierno, cuando éste, por motivos particulares que interese al bien de la causa pública, estimare conveniente nombrar a algún magistrado para secretario del despacho, ministro diplomático u otra comisión de esta naturaleza, podrá hacerlo con acuerdo del Consejo y consentimientos del Senado.

Los ministros y fiscales de la Corte suprema no podrán ser abogados, ni apoderados en los pleitos, asesores, ni árbitros de derecho o arbitradores.

La Corte Suprema de Justicia formaría un reglamento para su gobierno interior y desempeño de todas sus atribuciones, lo aplicaría desde luego y lo pasaría después al Congreso para su reforma o aprobación.

Acerca de los tribunales superiores y sus departamentos, se establecía, que en la capital de cada Departamento se estableciera un tribunal superior, organizado del modo que designaría una ley.

Todos estos tribunales serían iguales en facultades, e independientes unos de otros en el ejercicio de sus funciones.

Para ser electo ministro de dichos tribunales se requiere:

— Ser mexicano por nacimiento

— Ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos.

— Tener la edad de treinta años cumplidos.

— No haber sido condenado en proceso legal por algún crimen.

— Ser letrado en el ejercicio práctico de esta profesión por seis años a lo menos.

Los jueces superiores y fiscales de los tribunales, al tomar posesión de sus destinos, harían el juramento ante el Gobernador y la Junta Departamental.

Las atribuciones de estos tribunales eran:

— Conocer en segunda y tercera instancia de las causas civiles y criminales pertenecientes a sus respectivo territorio, y en primera y segunda de las civiles de los gobernadores y de los departamentos, cuya capital este más inmediata, y de las civiles y criminales comunes de los magistrados superiores de éstos.

— Conocer en primera y segunda instancia de las causas criminales comunes, de las de responsabilidad y de los negocios civiles en que fueren demandados los jueces inferiores de su territorio. En las mismas instancias, de las que deban formarse contra los subalternos y dependientes inmediatos del tribunal, por falta abusos excesos cometidos en el servicio de sus destinos; y en tercera instancia de los negocios que se promuevan o causas que se formen en iguales casos, en los departamentos cuya capital esté más inmediata.

— Conocer de los recursos de nulidad que se impongan en las sentencias dadas por los jueces de primera instancia en juicio escrito, y cuando no tuviere lugar la apelación, y de las  de vista que causen ejecutoria.

— Dirimir las competencias de jurisdicción  que se susciten entre sus jueces subalternos.

— Conocer de los recursos de protección y de fuerza que se interpongan de los jueces eclesiásticos de su respectivo territorio, no arzobispos ni obispos.

— Declarar en las causas de reos inmunes los casos en que deba pedirse a la jurisdicción eclesiástica su consignación.

— Calificar a los letrados que deban ocupar las vacantes que ocurran en los mismos tribunales, verificándolo precisamente con intervención de los Gobernadores, y juntas departamentales respectivas, en los términos prevenidos en el párrafo XVII del artículo 12 de esta Ley.

— Nombrar a los jueces de primera instancia de su territorio, precediendo la intervención de los gobiernos y juntas departamentales respectivas. Esta intervención se verificará de la manera dispuesta en la primera parte del mismo párrafo XVII del artículo 12 de esta ley dando inmediatamente cuenta a la Corte Suprema, para la confirmación del nombramiento hecho por el tribunal.

— Nombrar a sus subalternos y dependientes respectivos.

Las restricciones de estos tribunales y sus ministros, eran:

a).- No podrán hacer reglamento alguno, ni aun sobre materias de administración de justicia, ni dictar providencias que contengan disposiciones generales que alteren o declaren las de las leyes.

b).- No podrán tomar conocimiento alguno sobre asuntos gubernativos o económicos de sus departamentos.

Ninguno de los ministros y fiscales (de estos tribunales) podría ser abogado o apoderado en los pleitos, asesor o árbitro de derecho o arbitrador, ni tener comisión alguna del Gobierno en su respectivo territorio.

Referente a los Jueces Subalternos de Primera Instancia, en las cabeceras de distrito de cada departamento, se establecerían éstos, con sus juzgados correspondientes para el despacho de las causas civiles y criminales en su primera instancia.

Los habría también en las cabeceras de Partido que designen las Juntas Departamentales, de acuerdo con los gobernadores, con tal de que la población de todo el Partido no fuera menos de veinte mil almas.

Para ser Juez de Primera Instancia se requería:

— Ser mexicano por nacimiento.

— Ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos.

— No haber sido condenado en proceso legal por algún crimen.

— Tener veintiséis años cumplidos de edad.

— Ser letrado y haber ejercido esta profesión cuatro años a lo menos.

Los jueces de primera instancia no podían ser litigantes, ni apoderados en los pleitos, ni árbitros de derecho o arbitradores. Se limitarían solamente al conocimiento de los asuntos judiciales.

Las prevenciones generales sobre la administración de justicia en lo civil y criminal, ésta Constitución prevenía, que no se reconocerían más fueros personales que el eclesiástico y militar.

Los miembros y fiscales de la Corte Suprema serían perpetuos en estos cargos, y no sería removidos, sino con arreglo a las prevenciones contenidas en la segunda y tercera leyes constitucionales.

También serían perpetuos los ministros y los jueces letrados de primera instancia, y no podían ser removidos sino por causa legalmente probada y sentenciada.

Los magistrados y jueces gozarían el sueldo que se designará por una ley.

En cada causa, sea cual fuere su cuantía y naturaleza, no podía haber más de tres instancias. Una ley fijaría el número de las que cada causa debía tener para quedar ejecutoriada, según su naturaleza, entidad y circunstancias.

Los ministros que hubieren fallado en alguna instancia, no podían hacerlo en las demás.

Toda prevención, por cohecho o soborno, produciría acción popular contra los magistrados y los jueces que la cometieren.

La sexta Ley está formada de 31 artículos:

“crea los Departamentos y reproduce, con algunas variaciones, la división territorial implantada por la Constitución de 1824: el estado de Coahuila y Texas, se divide en dos departamentos, se crea el de Nuevo México, las Californias forman uno solo, Aguascalientes se erige, Colima se agrega al departamento de Michoacán, Tlaxcala se anexa al de México y la capital de éste es la ciudad del mismo nombre; los gobernadores son mexicanos por nacimiento, mayores de 20 años, con renta anual no menor de 2 000 pesos, naturales o vecinos del departamento respectivo, postulados por las  juntas departamentales (con base en una terna) y designados por el presidente de la República con aprobación del Consejo de Gobierno; y los siete individuos que integran las Juntas (renovadas cada cuatro años)”
.

La Séptima Ley está formada de seis artículos:

“otorga al Congreso la facultad de resolver las dudas que suscite la interpretación de normas constitucionales, obliga a todo funcionario a jurar la observancia de la Suprema ley, prohibe la reforma de ésta por seis años y expresa que, transcurrido el plazo anterior, las enmiendas que se propongan deben ajustarse al iter procedendi indicado en la Tercera y Cuarta Ley”
.

Los diputados al Congreso Constituyente de 1835-1836:

“Atenógenes Castillero, por el departamento de Puebla (presidente).  Tirso Vejo, por el departamento de San Luis Potosí (vicepresidente).  Por el departamento de California: José Antonio Carrillo y José Mariano Monterde. Por el departamento de Chiapas: Ignacio Loperena. Por el departamento de Chihuahua: José Antonio Arce. Por los departamentos de Coahuila y Texas: Víctor Blanco. Por el departamento de Durango: Pedro Ahumada y Guadalupe Victoria. Por el departamento de Guanajuato: Mariano Chico, Manuel de Cortázar, José Francisco Nájera, Luis de Portugal y Angel María Salgado. Por el departamento de México: Basilio Arrillaga, Angel Besares, Juan  Manuel de Elizalde, José María Guerrero, José Francisco Monter y Otamendi, José Ignacio Ormaechea, Francisco Patiño y Domínguez, Agustín Pérez de Lebrija, Jerónimo Villamil y Rafael de Irazábal. Por el departamento de Michoacán: José Ignacio de Anzorena, Antonio Cumplido, Isidro Huarte, José R. Malo, Teodoro Mendoza, Luis Gonzaga Movellán y Francisco Manuel Sánchez de Tagle. Por  el departamento de Oaxaca: Carlos María de Bustamante, Demetrio del Castillo, Manuel Miranda, Manuel Régules y José Francisco Irigoyen. Por el departamento de Puebla: Rafael Adorno, José Rafael Berruecos, José González y Ojeda, Manuel M. Gorozpe, Antonio Montoya, José María Santelices y Miguel Valentín. Por el departamento de Querétaro: Mariano Oyarzábal, Angel García Quintanar y Felipe Sierra. Por el departamento de San Luis Potosí: Mariano Esparza, Mariano Medina y Madrid y Antonio Eduardo Valdés. Por el departamento de Sonora, Francisco G. Conde. Por el departamento de Sinaloa: José Palao. Por el departamento de Tabasco: Juan de Dios Salazar. Por el departamento de Tamaulipas: Juan Martín de la Garza y Flores y José Antonio Quintero. Por el departamento de Veracruz, José María Becerra y José Manuel Moreno Cora. Por el departamento de Jalisco: Pedro Barajas, José María Bravo, José María Echauri, Antonio Pacheco Leal, José Cirilo Gómez y Anaya, José Miguel  Pacheco y Joaquín Parres.  Por el departamento de Yucatán: Wenceslao Alpuche, Néstor Escudero, Jerónimo López de Llergo y Tomás Requena.  Por el departamento de Zacatecas: José María del Castillo, Casiano G. Veyna, Pedro María Ramírez, Julián Rivero y José C. Romo. Rafael de Montalvo, por el departamento de Yucatán (secretario). Manuel Larráinzar, por el departamento de Chiapas (secretario). Bernardo Guimbarda, por el departamento de Nuevo León (secretario). Luis Morales e Ibañez de Corvera, por el departamento de Oaxaca (secretario)”
.

1.5.2. La Constitución de 1843

Del año de 1836 a 1843 ocurrieron en el país revueltas y pronunciamientos, auspiciados unas veces por los adictos al sistema unitario y otras por los defensores del régimen federal; en 1838, la ostensible debilidad del erario y disidencias internas obligaron a la vacilante administración de Bustamante a renovar cuatro veces su gabinete, en 1840 se exacerbó la lucha política, y el 15 de Junio Gómez Farías encabezó un movimiento federalista, sofocado manu militari por el general Valencia. El 30 del mismo mes una Comisión de diputados, integrada por José María Jiménez, Pedro Barajas, Demetrio del Castillo, Eustaquio Fernández y José Fernando Ramírez (este último autor de un voto particular en el que propuso el control, constitucional depositándolo en la Suprema Corte), presentó un proyecto de reformas.

El 10 de Diciembre de 1841 se convocó a las elecciones que el 10 de Abril de 1842 dieron el triunfo a una mayoría de diputados liberales. La labor de este Congreso se redujo a formular un proyecto de Constitución en el que intervinieron Antonio Díaz Guzmán, Joaquín Ladrón de Guevara, José Fernando Ramírez, Pedro Ramírez, Octaviano Muñoz Ledo, Juan José Espinosa de los Monteros y Mariano Otero, los tres últimos autores de un voto particular de inspiración federalista. Rechazado el proyecto de la mayoría, la Comisión formuló uno nuevo que fue aceptado por la Cámara en términos generales, pero que mereció la reprobación del grupo conservador, considerándolo atentatorio a la religión católica. Los vecinos de Huejotzingo organizaron una revuelta para desconocer al Congreso por haber contrariado la voluntad de la Nación.

Las Bases de Organización Política de la República Mexicana, tuvo vigencia poco más de tres años, aunque durante el gobierno del general Herrera (1844-1845) fueron sustituidos los artículos 31 a 46, reformado el 167 y adicionado el 169.

Las Bases Orgánicas se componen de 11 títulos y 202 artículos:

El Título I reitera la independencia de la Nación y la organiza en república centralista; conserva la división territorial establecida en 1836, pero encomienda que una ley secundaria precisara el número y límites de los departamentos; divide el poder público en: Legislativo, Ejecutivo y Judicial (abroga al Supremo Poder Conservador); y declara que el país profesa y protege la religión católica.

En el Título II, concreta lo relativo a las obligaciones y derechos de los habitantes (los mismos de la Constitución de 1836), desarrolla más ampliamente el catálogo de garantías y prohibe expresamente la esclavitud. 

Determina el Título III, que son mexicanos: los nacidos de padre mexicano en el territorio nacional; los nacidos en éste de padres extranjeros o fuera de él de padres mexicanos (debiendo en ambos casos confirmar su nacionalidad); los avecindados en 1821, que no hayan renunciado a su condición; y los naturales de Centroamérica cuando perteneció a México, que conserven su residencia.

Deposita el Poder Legislativo en dos Cámaras, y en el presidente de la República, por lo que respecta a la sanción de las leyes según el Título IV. La Cámara de Diputados renovable cada bienio por mitad, integrada por ciudadanos mexicanos —uno por cada 70 mil habitantes— mayores de 30 años, naturales o vecinos de los departamentos que representan y nominados por el Colegio Electoral que funciona en éstos. La Cámara de Senadores renovable cada bienio por terceras partes, estaba formada por 73 miembros, todos ciudadanos mexicanos y mayores de 35 años, con una renta mínima anual de 2,000 pesos, nominados por las Asambleas Departamentales (que eligen dos terceras partes) y por el presidente de la República, la Cámara de Diputados y la Suprema Corte (que eligen la restante tercera parte).

El Poder Ejecutivo se determina en el Título V, como unipersonal y fija los requisitos de ser ciudadano mexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos, mayor de 40 años, permanecer cinco en el cargo y ser electo por las Asambleas Departamentales y la Cámara de Diputados; ésta computa los sufragios de aquéllas, califica la elección y declara presidente a quien haya reunido más votos, y para los casos distintos a éste regula otros mecanismos electorales; prevé las faltas temporales del Ejecutivo, que cubre el presidente del Consejo, pero cuando exceden de 15 días la Cámara de Senadores designa la persona que lo reemplaza, y cuando son definitivas, ordena que se verifique un nuevo proceso para designar presidente interino.

Establece un Consejo formado por cuatro ministros: de Relaciones Exteriores, Gobernación y Policía; de Justicia y Negocios Eclesiásticos; de Instrucción Pública e Industrial; y de Hacienda, Guerra y Marina. Reitera la existencia del Consejo de Gobierno integrado por 17 vocales, los cuales deben ser: ciudadanos mexicanos en ejercicio de sus derechos, mayores de 35 años y 10 al servicio de la actividad pública, designados por el Ejecutivo, y perpetuos en el desempeño del cargo (salvo sentencia ejecutoria que ordene la destitución). 

Expresamente en el Título VI se contempla el Poder Judicial, en una Suprema Corte de Justicia, los Tribunales Superiores de los Departamentos, los Juzgados de Primera Instancia y los de Hacienda.

Formaban la Corte Suprema con un fiscal y 11 ministros que deberían ser ciudadanos mexicanos en el pleno ejercicio de sus derechos, mayores de 40 años, abogados con experiencia profesional, sin antecedentes penales y electos por las Asambleas Departamentales y la cámara de diputados en forma prescrita para la elección de presidente; enumera las atribuciones de esta Corte en el artículo 118; demarca los límites de su jurisdicción —artículo 119—, y establece prohibiciones a sus miembros —artículo 120—. El contenido de estos artículos coincide con los preceptos del estatuto de 1836 y ponen límites al funcionamiento de la Corte Suprema. Instauran la Corte Marcial, compuesta por generales y “letrados”, cuyas funciones precisaría una ley posterior.

Creaba un tribunal especial dividido en tres salas (para hacer viable la recusación), integrado por 12 diputados y senadores “letrados” nominados mediante insaculación, encargado de juzgar a los ministros de la corte.

Acordadas por la Junta Legislativa del 19 y 23 de diciembre de 1942, y sancionadas por el Gobierno provisional de Antonio López de Santa Anna; en relación a la conformación y funcionamiento del Poder Judicial establecía en su título sexto lo siguiente:

“Artículo 115º. El Poder judicial se deposita en la Suprema Corte de Justicia, en los tribunales superiores y jueces inferiores de los Departamentos y en los demás que establezcan las leyes. Subsistirán los tribunales especiales de hacienda, comercio y minería mientras no se disponga otra cosa por las leyes.

Artículo 116º. La Corte Suprema de Justicia se compondrá de once ministros y un fiscal. La ley determinará el número de suplentes, sus calidades, la forma de su elección y duración”.

Para ser ministro de la Suprema Corte de Justicia  se requería:

— Ser ciudadano en ejercicio de sus derechos.

— Tener la edad de cuarenta años cumplidos.

— Ser abogado recibido, conforme a las leyes, y haber ejercido su profesión por espacio de diez años en la judicatura, o quince en el foro con estudio abierto.

— No haber sido condenado judicialmente en proceso legal por algún crimen, o delito que tenga impuesta pena infamante.

Las atribuciones de la Suprema Corte se establecen en el artículo 118 que al respecto señala:

“I. Conocer en todas las instancias de las causas criminales que se promuevan contra los funcionarios públicos, á quienes el Congreso ó las Cámaras declaren con lugar á la formación de causa, y de los civiles de los mismos.

II. Conocer en todas las instancias de las causas civiles y criminales en que hagan de actores los funcionarios de que habla la fracción anterior, siempre que el reo lo solicite en cualquier estado del negocio, aun en el acto de citación para sentencia.

III. Conocer en todas las instancias de las causas civiles y criminales promovidas contra los ministros y demás agentes diplomáticos, y cónsules de la República.

IV. Conocer en todas las instancias de las disputas que se promuevan en tela de juicio sobre contratos autorizados por el Supremo Gobierno.

V. Conocer de la misma manera de las demandas judiciales que un departamento intentare contra otro, ó los particulares contra un departamento cuando se reduzca a un juicio verdaderamente contenciosos.

VI. Conocer también en todas las instancias de los asuntos contenciosos pertenecientes al patronato de la Nación.

VII. Conocer de las causas llamadas de almirantazgo, presas de mar, y tierra y crímenes cometidos en alta mar.

VIII. Conocer de las causas de responsabilidad de los magistrados de los tribunales superiores de los Departamentos.

IX. Conocer de las causas criminales que deban formarse contra los subalternos inmediatos de la Suprema  Corte  de Justicia por faltas, excesos, o abusos cometidos en el servicios de sus destinos.

X. Dirimir las controversias que se susciten entre los tribunales y juzgados de diversos departamentos o fueros.

XI. Conocer en tercera instancia de los negocios civiles promovidos contra los gobernadores, y de los civiles y causas criminales comunes de los magistrados superiores de los departamentos.

XII. Conocer de los recursos de nulidad que se interpongan contra las sentencias dadas en última instancia por los tribunales superiores de los Departamentos. Más si conviniere a la parte, podrá interponer el recurso ante el tribunal del departamento más inmediato, siendo colegiado.

XIII. Conocer de los recursos de fuerza de los M. RR. Arzobispos y RR. Obispos, provisores y vicarios generales, y jueces eclesiásticos; más si conviniere a la parte, podrá introducirlo ante el tribunal del mismo departamento, siendo colegiado, o ante el inmediato que sea.

XIV. Oír de las dudas de los tribunales sobre la inteligencia de alguna ley, o juzgándolas fundadas, iniciar la declaración correspondiente.

XV. Nombrar todos los dependientes y subalternos  de la misma Corte, a los que expedirá sus despachos el Presidente de la República”.

No estaba facultada la Suprema Corte de Justicia, para:

— Hacer reglamento alguno, ni aun sobre materias pertenecientes a la administración de justicia, ni dictar providencias que contengan disposiciones generales que alteren o declaren las leyes.

— Tomar conocimiento alguno sobre asuntos gubernativos o económicos de la Nación o de los Departamentos.

Igualmente, no podían los ministros de la Suprema Corte de Justicia: tener comisión alguna del Gobierno sin permiso del Senado; ser apoderados judiciales, ni asesores, ni ejercer la abogacía; sino en causa propia.

De las causas civiles de los ministros de la Suprema Corte de Justicia conocería el tribunal de que hablan los artículos 124 y siguientes.

Habría una Corte Marcial compuesta de generales efectivos y de letrados, nombrados por el Presidente de la República a propuesta en terna del senado. Estos magistrados serían perpetuos.

La organización de la Corte Marcial, y el modo de conocer en las diversas clases de asuntos que le corresponden, sería objeto de una ley.

Respecto al Tribunal para Juzgar a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, la Constitución de referencia señala que para juzgar a los ministros de la Corte Suprema de Justicia y Marcial, se elegiría un tribunal cada bienio el segundo día de las sesiones, se insacularían todos los letrados que hubiese en ambas cámaras. La de diputados sacaría por suerte doce individuos, y los que resulten formarían el tribunal que conocería las causas mencionadas.

Este número se distribuiría en tres salas en la forma que dispusiera el Reglamento del Congreso.

El acusado y acusador pueden recusar uno un juez en cada sala sin expresión de causa. El hueco de las recusaciones que se llenará con jueces de la sala siguiente; y para los que falten en la última, se sortearán de los letrados insaculados pertenecientes a la Cámara que no haya hecho la declaración de haber lugar á la formación de causas.

Si faltaren letrados de que se habla en el párrafo anterior, se elegirían por la Cámara respectiva de entre los demás individuos las personas que le parezcan para completar el total de jueces, no debiendo elegirse eclesiásticos.

Si no llegaré a veinte el número de letrados insaculados de ambas cámaras, se completará con otros individuos de las mismas, elegidos la mitad por cada una si la falta fuere de número par, si no lo fuere, la de diputados nombrará el número mayor, y la de senadores el menor; y si uno faltare, lo elegirá la Cámara de diputados.

Los que resulten nombrados para jueces no votarán en jurado de acusación.

La administración de justicia de los Departamentos; habría en los Departamentos Tribunales Superiores de Justicia y jueces inferiores. Todos los negocios que comiencen en los juzgados inferiores de un Departamento, terminarán dentro de su territorio en todas instancias. Una Ley determinará el modo de suplir las segundas y terceras instancias en los Departamentos que no pudieran establecer tribunales superiores.

Para el gobierno de los departamentos, ordena la designación de Juntas y gobernadores. Las primeras ejercen el Poder Legislativo y están formadas por un máximo de 11 vocales e igual número de suplentes (mayores de 25 años y con los demás requisitos de elegibilidad exigibles a los diputados designados por las Juntas Electorales para un período de cuatro años).

Sus principales facultades y obligaciones son: establecer arbitrios para atender los gastos administrativos, ordinarios o extraordinarios (con aprobación del Congreso) y reglamentar la actividad hacendaria; fomentar y cuidar la salud pública, la educación, la agricultura, la industria, el comercio y la construcción de caminos, crear establecimientos de beneficencia y reclusión; reglamentar el contingente militar que obliga la Constitución y las policías municipal, urbana y rural; organizar los tribunales superiores y juzgados de primera instancia; hacer la división política del territorio provincial; presentar al Congreso iniciativas de ley; proponer al Presidente cinco candidatos para el cargo de Gobernador; participar en la elección de presidente de la República, ministros de la Corte y Senadores; y formar estadísticas y presupuestos anuales de sus departamentos y remitirlos al Congreso.

Los gobernadores ejercen el Poder Ejecutivo y deben ser ciudadanos en el ejercicio de sus derechos, mayores de 30 años, naturales o vecinos del departamento respectivo y disponer de una renta anual de 2,000 pesos; durar en su cargo cinco años, ser electos por el Presidente de la República a propuesta de las Juntas, y asumen la Presidencia de éstas y la Jefatura de la Hacienda Pública.

El Poder Judicial se ejerce en los Departamentos por los Tribunales Superiores de Justicia y jueces inferiores, inamovibles (salvo sentencia ejecutoria que lo ordene) y nominados por el Presidente de la República a propuesta de los Gobernadores con el acuerdo de la Asamblea. Ordena, además, que todo negocio iniciado en juzgados inferiores debe terminar dentro de su territorio en todas las instancias.

Establece el Colegio Electoral dividiendo la población de México en secciones de 500 habitantes, cuyo censo se renovaría cada seis años; éstos elegían por medio de boletas —el primer domingo de Agosto de cada bienio— un elector primario, éste a su vez, nombraba a los electores secundarios uno por cada 20, el primer domingo de Septiembre de cada bienio y éstos eran quienes conformaban el Colegio Electoral, que nominaba diputados al Congreso y vocales de las Asambleas.

De manera específica, el Título IX, prescribe que los detenidos tenían el derecho de que los jueces, dentro del tercer día, recabaran su declaración preparatoria, manifestándoles previamente el nombre de su acusador, la causa de su detención, los datos que hubiese contra ellos y el nombre de los testigos.

Establece que el lugar de la detención fuere distinto al que corresponde a los sentenciados; y prohibía el juramento sobre hechos propios, el desahogo de la confesión sin conocimiento de los datos que obran en la causa, la nota de infamia trascendental, la prórroga del juicio en más de tres instancias y la intervención del mismo juez en una de éstas, cuando haya intervenido en otra; pero establece; como antítesis de éstas normas: la pena de muerte, la creación de tribunales sin sujeción a derecho, la suspensión de formalidades judiciales con sólo la determinación del Congreso y severas restricciones a la libertad de imprenta, a tal grado que la vuelven negatorias.

La Junta Nacional Legislativa de 1843, se integró por:

“Manuel Baranda (presidente), Cayetano Ibarra (vicepresidente), José María Aguirre, Ignacio Alas, Basilio Arrillaga, José Arteaga, Pedro Agustín Ballesteros, Pánfilo Barasorda, José Ignacio Basadre, Manuel Díez de Bonilla, José de Caballero, Sebastián de Camacho, Tiburcio Cañas, Martín Carrera, Crispiniano del Castillo, José Fernández de Celis, Luis G. Chávarri, José Florentino Conejo, José Gómez de la Cortina, Mariano Domínguez, Pedro Escobedo,  Rafael Espinosa, Pedro García Conde, Simón de la Garza, Juan de Goríbar, José Miguel Garibay, Antonio de Icaza, Juan Manuel (arzobispo de Cesarea), José María Iturralde, Juan Icaza, Manuel Larraínzar, Joaquín Lebrija, Francisco Lombardo, Diego Moreno; Manuel Moreno y Jove, José Francisco Nájera, Juan Gómez de Navarrete, Francisco Ortega, Juan de Orbegoso, Antonio Pacheco Leal, Manuel Payno Bustamante, Manuel de la Peña y Peña, Tomas López Pimentel, Manuel (arzobispo de México), Andrés Pizarro, José María Puchet, Andrés Quintana Roo, Santiago Rodríguez, Romualdo Ruano, Juan Rodríguez de San Miguel, Gabriel Sagaseta, Vicente Sánchez Vergara, Vicente Segura, Gabriel de Torres, Gabriel Valencia, José Mariano Vizcarra, Hermenegildo de Viya y Cosío, José Manuel Zozaya, Luis Zoloaga, Miguel Cervantes, Manuel Dublán, Mariano Pérez Tagle, Urbano Fonseca, Manuel Rincón, Juan José Quiñones (vocal secretario), Juan Martín de la Garza y Flores (vocal secretario), José Lázaro Villamil (vocal secretario) y José María Cora (vocal secretario)”
.

1.5.3.
Acta Constitutiva y de reformas de 1847

En esencia el Acta de Reformas a la Constitución en 1847, no aportó nada nuevo en cuanto a la conformación del Poder Judicial, pero sí respecto a la creación del Amparo propuesto por Mariano Otero.

Mediante el juicio de Amparo México estableció una supremacía judicial a nivel federal en el acta de reformas de 1847 en su artículo 25 mismo que fue reiterado y modificado en la Constitución de 1857 en sus artículos 101 y 102.

Resulta trascendente el voto particular de Mariano Otero en relación al Poder Judicial:

“Los ataques dados por los poderes de los estados y por los mismos de la federación a los particulares, cuentan entre nosotros por desgracia numerosos ejemplares, para que no sea sobremanera urgente acompañar el restablecimiento de la federación con una garantía suficiente para asegurar que no se repetirán más. Esta garantía solo puede encontrarse en el poder judicial protector nato de los derechos de los particulares, y por esta razón el solo conveniente. Aun en la monarquías absolutas, refugiada la libertad en el recinto de los tribunales, ha hecho que la justicia  encuentre allí un apoyo cuando han faltado todas las garantías políticas. Un escritor profundo ha observado que la amplitud y respetabilidad del Poder Judicial era el más seguro signo de la libertad de un pueblo, y por esto no haya vacilado en proponer al Congreso que eleve a grande altura el Poder  Judicial de la Federación, dándole el derecho de proteger a los habitantes de la República en el goce de los derechos que les aseguren la Constitución y las leyes constitucionales, contra todos los atentados del Ejecutivo o del Legislativo, ya de los estados o de la Unión. En Norteamérica este poder salvador provino de la constitución, y producido los mejores efectos. Allí el juez tiene que sujetar sus fallos antes que todo  a la Constitución; y de ahí que resulta que cuando la encuentra en pugna con una ley secundaria, aplica aquella y no esta, de modo que sin hacer superior a la ley ni ponerse en oposición contra el Poder Legislativo,  ni derogar sus disposiciones, en cada caso particular en que ella, debía herir, la hace impotente. Una institución semejante es del todo necesaria entre nosotros; y como ella exige que los tribunales federales se organicen de un modo correspondiente, las reformas propuestas dejan a las leyes constitucionales la determinación de este punto. Sobre él, en fin, manifestaré que a mi juicio también se necesita extender un poco más la acción del Poder Federal de la Unión, muy imperfectamente organizado en la constitución federal, y sobre todo, elevar la condición y asegurar la independencia de un tribunal llamado a representar en el cuerpo político un papel tan importante como el del Supremo Poder Judicial.

En el  Acta  Constitutivas y de Reformas de 1847  se tienen breves referencias al Poder Judicial:

“11º Es facultad exclusiva del Congreso general dar las bases para la colonización, y dictar las leyes que conforme a las cuales los poderes de la Unión hayan de desempeñar sus facultades constitucionales.

(...)

19º.   La ley establecerá y organizará también los Juzgados de primera instancia que han de conocer de los negocios reservados al Poder Judicial de la Federación. 

(...)

25º. Los Tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la República en el ejercicio y la conservación de los derechos que la concedan esta constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes legislativo y ejecutivo, ya de la Federación, ya de los estados, limitándose dichos tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o acto que lo motivare”.

El general Mariano Paredes y Arrillaga, llegó al poder en 1846 en virtud de los pronunciamientos de Guadalajara y San Luis Potosí. El 4 de Agosto de 1846, estalló en la Ciudadela el pronunciamiento del general José Mariano Salas, quien en un comunicado que firmó también Valentín Gómez Farías, denunció como traición a la Independencia los proyectos de importar un soberano, solicitó la reunión de un nuevo Constituyente conforme a las leyes electorales de 1824 y propuso el regreso de Santa Anna. El triunfo de este movimiento puso fin a la vigencia de las Bases Orgánicas.

Con el fin de restablecer la Constitución Federal de 1824, Salas expidió dos decretos el 22 de Agosto: en uno convocó al Congreso y en otro dispuso que la asamblea tuviera, funciones ordinarias y de Constituyente. El Congreso inició sus sesiones el 6 de Diciembre de 1846, bajo el control de los moderados —Lafragua, Muñoz Ledo, Espinoza de los Monteros, Lacunza, Riva Palacio, Ceballos, Cardozo, Comonfort, Herrera, Zubieta y Otero—, a los que seguían en número los puros —Gómez Farías y Rejón, con elementos nuevos como Benito Juárez, Guillermo Valle, Bernardino Carvajal y Vicente y Eligio Romero— y los conservadores —Ignacio Aguilar y Marocho y otros—. Gómez Farías, que como vicepresidente reemplazaba por segunda vez a Santa Anna.

El 27 de Febrero de 1847 estalló en la ciudad de México la rebelión de los polkos, que duró casi un mes, mientras los norteamericanos desembarcaban en Veracruz; el 21 de Marzo reasumió el poder Santa Anna, se eliminó a Gómez Farías, al suprimir la Vicepresidencia, y hasta entonces pudo el Congreso nombrar la Comisión de Constitución.

Al dictamen de la mayoría se acompañó el voto particular de Mariano Otero, en el que propuso que, además del Acta Constitutiva y de la Constitución de 1824, se observara lo que llamó Acta de Reformas. El 16 de Abril el Congreso rechazó el dictamen de la mayoría y el 22 principió la discusión del voto particular, el cual, con algunas modificaciones y bajo el título de Acta Constitutiva y de Reformas, fue aprobado por unanimidad de 71 votos, jurado el día 21 y promulgado el 22 de mayo de 1847.

Otero tuvo la sabiduría de redactar —además de su voto particular— el Acta en sólo 30 artículos. Instituyó el sistema federal y el Acta lo reimplanta, pero acentúa subordinación de los poderes locales a los preceptos de la Constitución general (artículo 20). El Acta reproduce la división del poder público, para su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, pero agrega una nota específica:

“los poderes sólo pueden y deben hacer lo que la constitución otorga como facultad e impone como obligación” (artículo 21)
.

La Constitución reconoció aisladamente los derechos del hombre (artículos 50-III, 112-III, 146, 150, 153 y 171) y el acta segura los de libertad, igualdad, propiedad y seguridad, aunque deja a una ley posterior a fijar estos derechos y establecer los medios para hacerlos efectivos (artículo 5). El texto de 1824 omitió legislar en materia de control constitucional; pero el Acta crea el germen de éste, de la doble fórmula de control político y judicial, pues al efecto establece, respectivamente:

“Toda ley de los Estados que ataque la Constitución y las leyes generales, será declarada nula por el Congreso” (artículo 22)
 y los “Tribunales de la federación ampararán a cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo (omite el Judicial), ya de la Federación, ya de los Estados” (artículo 25)
.

La primera Constitución olvidó definir la ciudadanía y los derechos inherentes a ésta, así como la forma de adquirirla y los propuestos para perderla; el Acta declara que son ciudadanos todos los mexicanos (por nacimiento o naturalización) que hayan cumplido 20 años y tengan un modo honesto de vivir; y señala sus derechos: votar en las elecciones populares, ejercer los de petición y reunión, y pertenecer a la guardia nacional, dejando a una ley posterior el reglamentar el ejercicio de éstos, su posesión, pérdida o suspensión.

El estatuto de 1824 creó los estados, el Acta reproduce el mismo capítulo geográfico —después modificado al aprobarse el Tratado de Guadalupe-—, y a su vez forma el estado de Guerrero. El Acta modificó el texto suprimiendo la vicepresidencia, duplicando el número de senadores, aumentando el de diputados (uno por cada 50 mil habitantes) y anunciando la adopción de elecciones directas para Diputados, Senadores, Presidente de la República y miembros de la Suprema Corte.

También innovó en materia de desafuero, juicio político y reformas constitucionales (artículos 12, 13 y 28); la Constitución exigía para el desafuero el voto de dos terceras partes de los miembros presentes de cualesquiera de las dos Cámaras (artículo 44) y el Acta la reduce a simple mayoría de los diputados; la Constitución requería, en el juicio político, el fallo condenatorio de dos terceras partes de los miembros presentes de una u otra cámaras (artículo 40) y el Acta aumenta el requisito hasta las tres quintas partes de los senadores presentes.

Fueron Diputados al Congreso Extraordinario Constituyente de 1847:

“José Joaquín de Herrera (presidente). Por el estado de Chiapas: Clemente Castillejo y Pedro José Lanuza. Por el estado de Chihuahua:  José María Urquide, Manuel Muñoz, José Agustín Escudero. Por el estado de Coahuila: Eugenio María de Aguirre. Por el estado de Durango: José de la Barcena. Por el estado de Guanajuato: Octaviano Muñoz Ledo, Pascasio Echeverría, Juan José Bermúdez, Jacinto Rubio, Juan B. Sañudo y Ramón Reynoso. Por el estado de México: J. J. Espinosa de los Monteros, Manuel Robledo, Joaquín Navarro, José María de Lacunza, M. Riva Palacio, José B. Alcalde, Manuel Terreros, José A. Galindo, Manuel M. Medina, Ramón Gamboa, J. Noriega, Pascual González Fuentes, José Trinidad Gómez, José María Benítez, Francisco Herrera Campos, Agustín Buenrostro y Francisco S. Iriarte.  Por el estado de Michoacán: Juan B. Cevallos, E. Barandiarán, Luis Gutiérrez Correa, Miguel Zincúnegui, Ignacio Aguilar, José Ignacio Aguilar, José Ignacio Alvarez, Teófilo G. Carrasquero y Manuel Castro. Por el estado de Oaxaca: Benito Juárez, Guillermo Valle, B. Carbajal, M. Iturribarría, Tiburcio Cañas, Manuel M. De Villada y M. Ortiz de Zárate. Por el estado de Puebla, J. M. Lafragua, Ignacio Comonfort, Joaquín Cardoso, Joaquín Ramírez de España, Manuel Zetina Abad, J. Ambrosio Moreno, Juan N. De la Parra, José M. Espino y Fernando M. Ortega. Por el estado de Querétaro:  José Ignacio Yáñez y Miguel Lazo de la Vega.  Por el estado de San Luis Potosí:  Lugardo Lechón, Juan Othón y Domingo Arriola. Por el estado de Sinaloa: Pomposo Verdugo. Por el estado de Sonora. Ricardo Palacio y Ramón Morales. Por el estado de Tabasco: Manuel Zapata. Por el estado de Tamaulipas: Ignacio Muñoz Campuzano. Por el estado de Veracruz: A. M. Salonio, José Mariano Jauregui y Miguel Bringas. Por el estado de Jalisco: Mariano Otero, Bernardo Flores, Magdaleno Salcedo y José Ramón Pacheco.  Por el Distrito Federal: Manuel Buenrostro, José María del río y Joaquín Vargas, por el territorio de Colima: Longinos Banda. Por el territorio de Tlaxcala: Antonio Rivera López y José M. Berriel.  Juan de Dios Zapata, por el estado de Puebla (secretario). Cosme Torres, por el estado de Jalisco (secretario). Mariano Talavera, por el estado de Puebla (secretario)”
.

El clero por su parte decretó excomunión a todo aquel que se  atreviera a adquirir sus bienes; no conforme, invirtió dinero en armar grupos de voluntarios denominados popularmente polkos, gente aristocrática para que defendiera sus intereses. Nuevamente retorna Santa Anna y destituye a Gómez Farías, suprime la figura de la vicepresidencia y, a cambio de esto, el clero mexicano le prestó dinero. 

Los norteamericanos bien que aprovecharon la si​tuación por la que atravesaba nuestro país, y todavía en el  poder Santa Anna firmó los Tratados de Guadalupe el 2 de  febrero de 1848, con lo que se da fin a la guerra y en los  que se formalizó la pérdida para nuestro país de 2'400,000 kilómetros cuadrados de su territorio a cambio de paz y 15 millones de pesos como indemnización. 

Antonio López de Santana, renuncia al poder y sale con rumbo a Jamaica en ese mismo año. Le suceden en el poder Manuel de la Peña y Peña, el general José Joaquín Herrera, Mariano Arista —en  1852 se proclama el Plan del Hospicio para derrocarlo— quien  renuncia al cargo, le sucede Juan Bautista Ceballos, lo destituye Manuel María Lombardini y nuevamente es llamado Santa Anna a ocupar la presidencia. Este se encontraba en Colombia y también será su último gobierno.

Apoyado por el clero, militares y aristocracia Antonio Severiano de Padua López de Santa Anna, en su último gobierno integró conservadores destacados, entre otros, a Lucas Alamán. 

Bien podemos concluir citando a José Fuentes Mares, las intervenciones en el poder por Santa Anna:

“El plan de Iguala era el sueño común de Santa Anna y Lucas Alamán. El jalpeño que había patrocinado todos los programas y todas las ideas a partir de la independencia, volvía a él treinta años más tarde, como regresan los malhechores al paraje de su crimen. Partió del plan de Iguala, y adherido a los enemigos de Iturbide lo traicionó poco después; luego, con el apoyo de los federalistas, conquistó el poder en 33, y les volvió las espaldas al sumarse a los centralistas en 1834; campeón  nuevamente del federalismo en 1846 volvió, por última vez, a la presidencia en 1853, bajo la bandera conservadora, a la que permaneció fiel por diez años, engolfado en el sueño ‑o en el remordimiento‑ de su primera traición (...)" 
.

Este período se caracterizó por la férrea mano para gobernar, la intolerancia gubernamental: la Ley Lares prohibía la impresión de documentos subversivos, cobraba impuestos irrisorios hasta por el número de puertas y ventanas de una casa; los destierros y encarcelamientos.

1.6. La Constitución de 1857

El Plan de Ayutla marca el levantamiento de los liberales contra el gobierno despótico de Santa Anna; plan signado, entre otros, por Ignacio Comonfort, Diego Alvarez, Juan Alvarez. Postulaba el derrocamiento de Santa Anna, la creación de un gobierno provisional y la convocación a un Congreso Constituyente.

Al triunfo de los rebeldes gobernó provisionalmente el general Juan Alvarez —por cuatro meses en los que convocó al Congreso Constituyente—, llamó a integrar su gabinete a Melchor Ocampo, Ponciano Arriaga, Benito Juárez y Miguel Lerdo de Tejada; se expiden también, leyes relativas a la administración de justicia y Ley Orgánica de los Tribunales de la nación; igualmente, la Ley Juárez a través de la cual se suspendían los fueros eclesiásticos y militares, con lo cual se otorgó igualdad a todos los mexicanos.

El Congreso Constituyente fue integrado por liberales puros, moderados y conservadores, instituido un 18 de febrero de 1856 y su obra fue la creación del Código Político de 1857; de los 78 diputados que integraron el Constituyente, sobresalen: Ponciano Arriaga, Ignacio Ramírez, José  María Mata, Melchor Ocampo y Francisco Zarco, a quienes,  aparte de ser distinguidos intelectuales de la época, les  fue encargado el proyecto de Constitución. 

El 8 de Octubre de 1857 se instala, según decreto legislativo, el primer Congreso Constitucional.

Habiéndose realizado las elecciones para Presidente de la República y miembros de la Suprema Corte de Justicia, el Congreso dictó el 21 de Noviembre, los decretos que declaran presidente constitucional, a Don Ignacio Comonfort, y presidente de la Suprema Corte de Justicia a Don Benito Juárez, a quien acompañaban, como magistrados, ciudadanos del renombre de Santos Degollado, Miguel Lerdo de Tejada, Ezequiel Montes, José María Iglesias y José Ignacio de la Llave. El fiscal era Juan Antonio de la Fuente y el procurador general, León Guzmán.

La Constitución de 1857, se apega a la tradición expresada por la de 1824; tiene su base de inspiración en los principios emana​ dos de la revolución francesa y, en cuanto a su organización política, toma como modelo al sistema norteamericano: establece la forma de gobierno republicano, representativo y federal y consagra la división clásica de poderes y, por último, establece el principio de la no reelección para los encargados del poder ejecutivo, en la federación como en los  Estados.

Se integró de ocho títulos y un total de 128 artículos, más un transitorio; consagrando en los primeros 29 los derechos del hombre, encontrándose entre otras libertades: la de enseñanza, de trabajo, de pensamiento, de petición, de imprenta, de comercio y de asociación. Asimismo incorporó leyes que había establecido el gobierno provisional, tales como las leyes de coacción civil de votos monásticos, la Ley Juárez, la Ley Lerdo.

El 5 de febrero de 1857 fue jurada la Constitución y el 11 de marzo fue promulgada por el C. Presidente Ignacio Comonfort; y sobre el Poder Judicial podemos señalar:

“Artículo 90.- El ejercicio del Poder Judicial de la Federación se deposita en una Corte Suprema de Justicia y en los Tribunales de Distrito y de Circuito.

Artículo 91.- La Suprema Corte de Justicia se compondrá de once ministros propietarios, cuatro supernumerarios, un fiscal y un procurador general.

Artículo 92.- Cada uno de los individuos de la Suprema Corte de Justicia durará en su cargo seis años, y su elección será indirecta en primer grado, en los términos que disponga la ley electoral.

Artículo 93.- Para ser electo individuo de la Suprema Corte de Justicia, se necesita. Estar instruido en la ciencia del derecho, a juicio de los electores, ser mayor de treinta y cinco años y ciudadano mexicano por nacimiento, en su ejercicio de sus derechos.

Artículo 94.- Los individuos de la Suprema Corte de Justicia al entrar a ejercer  su encargo, prestarán juramento ante el congreso, y en sus recesos ante la diputación permanente, en la forma siguiente: “Juráis desempeñar leal y patrióticamente al cargo de magistrado de la Suprema Corte de Justicia que os ha conferido el pueblo, conforme a la Constitución, y mirando en todo por el bien y prosperidad de la Unión?”

Artículo 95.- El cargo de individuo de la Suprema Corte de justicia solo es renunciable por causa grave, calificada por el congreso, ante quien se presentará la renuncia. En los recesos de éste, la calificación se hará por la diputación permanente.

Artículo 96.- La ley establecerá y organizará los tribunales de circuito y de Distrito.

Artículo 97.- Corresponde a los tribunales de la federación conocer:

De todas las controversias que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de las leyes federales.

De las que versen sobre derecho marítimo.

De aquellas en las que la Federación fuere parte

De las que se susciten entre dos o más estados.

De las que se susciten entre un estado y uno o más vecinos del otro.

De las que del orden civil o criminal que se susciten a consecuencia de los tratados celebrados con las potencias extranjeras.

De los casos concernientes a los agentes diplomáticos y cónsules.

Artículo 98.- Corresponde a la suprema corte de justicia desde la primera instancia, el conocimiento de las controversias que se susciten de un estado con otro, y de aquellas en que la unión fuere parte.

Artículo 99.- Corresponde también a la Suprema Corte de Justicia dirimirlas competencias que se susciten entre los tribunales de la federación; entre éstos y los de los estados, o entre los de un estado y los de otros.

Artículo 100.- En los demás casos comprendidos en el artículo 97, la Suprema Corte de Justicia será tribunal de apelación o bien de última instancia, conforme a la graduación que haga la ley de las atribuciones en los tribunales de circuito y de distrito.

Artículo 101.- Los Tribunales de la federación resolverán toda controversia que se suscite: 

- Por leyes o actos de cualquier autoridad que violen las garantías individuales.

- Por leyes o actos de la autoridad federal  que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados.

- Por leyes o actos de las autoridades de estos, que invadan la esfera de la autoridad federal.

Artículo 102.- Todos los juicios de que habla el artículo anterior se seguirán, a petición de la parte agraviada, por medio de procedimientos y formas del orden jurídico, que determinará una ley. La sentencia se hará siempre tal, que solo se ocupe de individuos particulares, limitándose a protegerlos y ampararlos en el caso especial sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o acto que lo motivaré.

Los Diputados al Congreso Constituyente de 1856-1857, fueron:

“Valentín Gómez Farías, por el estado de Jalisco (presidente). León Guzmán, por el estado de México (vicepresidente). Por el estado de Aguascalientes: Manuel Buenrostro.  Por el estado de Chiapas: Francisco Robles y Matías Castellanos. Por el estado de Chihuahua: José Eligio Muñoz y Pedro Ignacio Irigoyen. Por el estado de Coahuila: Simón de la Garza y Melo. Por el estado de Durango: Marcelino Castañeda y Francisco Zarco. Por el Distrito Federal: Francisco de Paula Cendejas, José María del Río, Ponciano Arriaga, J. M. del Castillo Velasco y Manuel Morales Puente. Por el estado de Guanajuato: Ignacio Sierra, Antonio Lemus, José de la Luz Rosas, Juan Morales, Antonio Aguado, Francisco P. Montañés, Francisco Guerrero y Blas Balcárcel, Por el estado de Guerrero: Francisco Ibarra.  Por el estado de Jalisco: Espiridión Moreno, Mariano Torres Aranda, Jesús Anaya y Hermosillo, Albino Aranda, Ignacio Luis Vallarta, Benito Gómez Farías, Jesús D. Rojas, Ignacio Ochoa Sánchez, Guillermo Langlois y Joaquín M. Degollado. Por el estado de México: Antonio Escudero, José L. Revilla, Julián Estrada, I. de la Peña y Barragán, Esteban Páez, Rafael María Villagrán, Francisco Fernández de Alfaro, Justino Fernández, Eulogio Barrera, Manuel Romero Rubio, Manuel de la Peña y Ramírez y Manuel Fernando Soto.  Por el estado de Michoacán: Santos Degollado, Sabás Iturbide, Francisco G. Anaya, Ramón I. Alcaraz, Francisco Díaz Barriga, Luis Gutiérrez Correa, Mariano Ramírez y Mateo Echaiz. Por el estado de Nuevo León: Manuel P. de Llano. Por el estado de Oaxaca: Mariano Zavala, G. Larrazábal, Ignacio Mariscal, Juan Nepomuceno Cerqueda, Félix Romero y Manuel E. Goytia. Por el estado de Puebla: Miguel María Arrioja, Fernando María Ortega, Guillermo Prieto, J. Mariano Viadas, Francisco Banuet, Manuel M. Vargas, Francisco Lazo Estrada, Juan N. Ibarra y Juan N. de la Parra. Por el estado de Querétaro: Ignacio Reyes. Por el estado de San Luis Potosí: Francisco J. Villalobos y Pablo Téllez. Por el estado de Sinaloa: Ignacio Ramírez. Por el estado de Sonora: Benito Quintana. Por el estado de Tabasco: Gregorio Payró. Por el estado de Tamaulipas: Luis García de Arellano. Por el estado de Tlaxcala: José Mariano Sánchez.  Por el estado de Veracruz: José de Emparan, José María Mata, Rafael González Páez y Mariano Sánchez.  Por el estado de Yucatán: Benito Quijano Francisco de Iniestra, Pedro de Baranda y Pedro Contreras de Elizalde. Por el territorio de Tehuantepec: Joaquín García Granados. Por el estado de Zacatecas: Miguel Auza, Agustín López de Nava y Basilio Pérez Gallardo. Por el territorio de la Baja California: Mateo Ramírez. José María Cortés y Esparza, por el estado de Guanajuato (secretario). Isidoro Olvera, por el estado de México (secretario). Juan de Dios Arias, por el estado de Puebla (secretario). J. A. Gamboa, por el estado de Oaxaca (secretario)”
.

En el título 1º, sección primera, denominada de los Derechos del Hombre, sintéticamente esta Constitución estipuló:

“Artículo 1. El pueblo mexicano reconoce que los derechos del hombre son la base y el objeto de las instituciones sociales (...)

Artículo 2. En la República todos nacen libres. Los esclavos que pisen el territorio nacional recobrarán (...) su libertad (...)

Artículo 3. La enseñanza es libre (...).

Artículo 4. Todo hombre es libre para abrazar la profesión, industria o trabajo que le acomode (...).

Artículo 5. Nadie puede ser obligado a prestar trabajos personales, sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento (...).

Artículo 6. La manifestación de las ideas, no puede ser objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa (...).

Artículo 7. Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia (...).

Artículo 8. Es inviolable el derecho de petición ejercido por escrito de una manera pacífica y respetuosa (...).

Artículo 9. A nadie se le puede coartar el derecho de asociarse o de reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito (...).

Artículo 10. Todo hombre tiene derecho de poseer y portar armas para su seguridad y legítima defensa (...).

Artículo 11. Todo hombre tiene derecho para entrar y salir de la República, viajar por su territorio y mudar de residencia (...).

Artículo 12. No hay, ni se reconocen en la República, títulos de nobleza, ni prerrogativas, ni honores hereditarios (...).

Artículo 13. En la República mexicana nadie puede ser juzgado por leyes privativas, ni por tribunales especiales. Ninguna persona ni corporación puede tener fueros, ni gozar emolumentos (...).

Artículo 14. No se podrá expedir ninguna ley retroactiva. Nadie puede ser juzgado ni sentenciado sino por leyes dadas con anterioridad al hecho (...).

Artículo 15. Nunca se celebrarán tratados para la extradición de reos políticos, ni para la de aquellos delincuentes del orden común que hayan tenido en el país en donde cometieron el delito la condición de esclavos (...).

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles y posesiones (...). 

Artículo 17. Nadie puede ser preso por deudas de carácter puramente civil (...).

Artículo 18. Sólo habrá lugar a prisión por delito que merezca pena corporal (...).

Artículo 19. Ninguna detención podrá exceder del término de tres días, sin que se justifique con un auto motivado de prisión (...).

Artículo 20. En todo juicio criminal el acusado tendrá (...) garantías (...).

Artículo 21. La aplicación de las penas, (...) es exclusiva de la autoridad judicial (...).

Artículo 22. Quedan para siempre prohibidas las penas de mutilación y de infamia, la marca,  los azotes, los palos, los tormentos de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes (...).

Artículo 23. Para la abolición de la pena de muerte, queda a cargo del poder administrativo el establecer (...) el régimen penitenciario (...).

Artículo 24. Ningún juicio criminal puede tener más de tres instancias. Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito (...).

Artículo 25. La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas, está libre de todo registro (...).

Artículo 26. En tiempo de paz ningún militar puede exigir alojamiento, bagaje, ni otro servicio (...) sin el consentimiento del propietario (...).

Artículo 27. La propiedad de las personas no puede ser ocupada sin su consentimiento, sino por causa de utilidad pública y previa indemnización (...).

Artículo 28. No habrá monopolios, ni estancos de ninguna especie, ni prohibiciones a título de protección a la industria (...).

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública o cualesquier otro que pongan a la sociedad en grande peligro o conflicto, solamente el Presidente de la República (...) puede suspender las garantías otorgadas en ésta Constitución, con excepción de las que aseguran la vida del hombre (...)”.

Como se evidencia, la Constitución de 1857 declaró a los derechos del hombre como objeto de tutelación y protección de las instituciones o leyes; aquí se advierte la influencia de la Asamblea Francesa de 1789 con la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano.

Otorgaba facultades al gobierno para intervenir en los actos del culto religioso y en las disciplinas eclesiásticas, que generó las más airadas protestas del clero político, al extremo que el Papa Pío IX opinaba que la Constitución de 57 constituía un insulto a la religión, por lo cual reprobaba tales leyes y consideraba sin valor alguno a nuestra Constitución, fulminando a todos sus seguidores; por su parte, el episcopado mexicano repartió excomuniones por doquier y, a la par de esto, el clero mexicano empezó a organizar una guerra civil. 

El clero con el Plan de Tacubaya, intentó derrocar la obra del Constituyente de 57, lo cual motivó que los liberales declararan la nacionalización de los bienes del clero. La reflexión liberal consistió en considerar que los fieles  aportaban recursos al clero con fines piadosos y éste los invertía en la destrucción y guerra, sosteniendo y ensangrentando cada día más la lucha fratricida que promovió en desconocimiento de las legítimas autoridades de la nación.

Ignacio Comonfort, quién era el Presidente de la República y había jurado aplicar el texto constitucional  mencionado, un 1º de diciembre de 1857 no lo hizo, y dándose un autogolpe de Estado se pasó al bando conservador apoyando el Plan de Tacubaya, cuya premisa fundamental consistió en desconocer la Constitución que había jurar proteger y observar.

Emilio Rabasa, en su libro La Constitución y la Dictadura escribió algunas páginas acerca de la personalidad de Comonfort:

“(...) objetó muchos puntos de organización que lo llevaron a considerar que el gobierno que ligara su suerte con ella (con la Constitución) era un gobierno perdido (...) que la aceptación del Plan de Tacubaya se lo reprochó Comonfort a sí mismo como un acto miserable (...) Lo que no pensó fue violar la Constitución fingiendo acatarla. Para él no había respecto a la Ley más que dos extremos: acatarla o destruirla (...)"
.

La Constitución de 57 no contempló la figura del vicepresidente; en cambio, establecía que en caso de ausencia temporal o absoluta del titular del ejecutivo sería  reemplazado por quien ocupara la presidencia de la Suprema  Corte de Justicia de la Nación y, estando en este cargo el licenciado Benito Juárez declaró el restablecimiento del orden constitucional y asumió el poder. 

La guerra entre liberales y conservadores se prolongó por espacio de tres años; los conservadores tuvieron múltiples triunfos dado que contaban con un ejército regular y militares de carrera como Osollo, Márquez, Mejía y Miramón, en tanto que las milicias liberales, improvisadas, al  igual que sus jefes, entre los que destacan Santos Degollado, Ignacio Zaragoza, Mariano Escobedo, Leandro Valle, Porfirio Díaz, y el zacatecano Jesús González Ortega.

Entre 1859 y 1860, el gobierno de Juárez consideró necesaria la creación de una serie de leyes a las que se denominó de Reforma y que conjuntamente con otras creadas en 1861 fueron integradas al texto constitucional al triunfo liberal; por lo pronto en el 59 se promulgaron en Veracruz  la nacionalización de los bienes  de la iglesia, el cierre  de conventos, el registro y matrimonio civiles, secularización de los cementerios y la supresión de innumerables fiestas religiosas. Lo cual generó que el clero lanzara nuevos anatemas y excomuniones y que el Partido Conservador jurara defender la Santa Madre Iglesia, tornándose la lucha más cruenta y más despiadada.

El 9 de  Mayo de 1861 se reúne el segundo Congreso y en éste fueron diputados, entre otros, Ponciano Arriaga, Rafael Dondé, Francisco Zarco, Ignacio Altamirano, Ignacio L. Vallarta, Justino Fernández, Sebastián Lerdo de Tejada, Juan José Baz, Manuel María de Zamacona, Guillermo Prieto, José María Mata y, Nicolás Pizarro Suárez, quienes, con casi todos los demás legisladores, aprobaron la publicación  del manifiesto de  22 de Octubre de 1862. El tercer Congreso concluye sus sesiones el 31 de Mayo de 1863; pasarían más de cuatro años y medio para que abriera sus sesiones el cuarto Congreso Constitucional.

Juárez inicia su gobierno en la ciudad de México el 15 de Julio de 1867, tendiendo como presidente interino a Don Sebastián Lerdo de Tejada.

El 8 de Diciembre el cuarto Congreso Constitucional abre sus sesiones y con ese motivo Don Benito Juárez pronuncia su discurso.  Este congreso funcionó del 8 de Diciembre de 1867 al 31 de Mayo de 1869, en este congreso se hizo la declaración de presidente constitucional en favor de Juárez para el período que terminaría el 30 de Noviembre de 1871.

Por cuanto a los congresos quinto al octavo, 1869 a 1876, fueron sofocados, más por la muerte del presidente Juárez, ocurrida el  18 de Julio de 1872.  El hombre que había dominado la escena política del país durante 15 años, pasaba a la historia con todos sus altísimos méritos y servicios así como con sus defectos y errores, propios del género humano, que no son capaces de empañar la ilustre memoria del hombre civil por excelencia.

Sebastián Lerdo de Tejada asumió el poder, a él le tocó promover ante los congresos sexto, séptimo y octavo. Lerdo de Tejada no llegaría al término de su mandato, en 1876 reinó en el país la más completa anormalidad por los movimientos revolucionarios, en Enero  se declara en  estado de sitio a los siguientes estados: Oaxaca, Jalisco, Tlaxcala, Veracruz, Sonora, Chiapas, Tabasco, Sinaloa, Zacatecas y Tamaulipas.

La época posterior a 1876. Desde el primer período de Porfirio Díaz como Presidente Constitucional (1877 a 1880), seguido por Manuel González en un término de cuatro años, y durante el resto de las varias reelecciones del primero (de 1884 a 1910), se promulgaron muchas reformas constitucionales.

No existen datos exactos de la riqueza que poseía el clero en los primeros años de la segunda mitad del siglo XIX; sin embargo, en el Archivo Histórico de París se conservan los estudios realizados por el abogado Binet, y al cual se hace referencia:

"(...) la nacionalización de los bienes del clero, en beneficio del Estado, ejecutada de acuerdo a las Leyes de Reforma, durante el primer gobierno de Juárez,  según los cálculos de Binet, la propiedad inmueble ascendía, sólo en la ciudad de México, a más de 47 millones de pesos, o sea la décima parte de la riqueza total en todo el territorio del país. El abogado informó: el valor total de estos mismos bienes eclesiásticos, sin temor de ninguna exageración, puede ser calculado, en todo el imperio, en 460 o 470 millones de pesos (...)" 
.

Derrotado el general Miramón en la batalla de Silao por el insigne general Jesús González Ortega e Ignacio Zaragoza y rematado en la desbandada de Calpulalpan, los liberales entraron a la ciudad de México triunfantes con ejército de treinta mil hombres, el 1º de enero de 1861;  Juárez lo haría diez días más tarde y, como primer acto decretó la expulsión del delegado apostólico —el obispo Garza—, a varios otros religiosos y a los representantes de España, Guatemala y Ecuador, que habían tomado partido por los conservadores
.

Lejos de extinguirse las aspiraciones conservadoras, la Constitución de 57 las avivó, y cometiendo un verdadero acto de traición a la soberanía nacional, los monarquistas mexicanos, teniendo en Europa y a la cabeza de estos, Gutiérrez Estrada y José Hidalgo, en combinación con el gobierno del general Miramón, gestionaban la intervención extranjera en los asuntos de  México, ofreciendo a los príncipes extranjeros la Corona  para un Imperio en México.

Las gestiones de la intervención europea en México  se enfocaron preferentemente: 

“(...) ante Napoleón III, emperador  de los franceses, sin que ninguna de ellas, durante los años  de 1857 a 1861 hubiese obtenido éxito, ya que dicho monarca  puso como condición que en la empresa actuaran conjuntamente España, Inglaterra y Francia (...) La condición del acuerdo tripartita para atacar la soberanía mexicana interviniendo en la vida interior de México mediante la invasión de su territorio, quedó cumplida a través de la firma de la llamada Convención de Londres el 31 de octubre de 1861 por los representantes de Inglaterra, España y Francia, que de esta manera celebraron su asociación delictuosa para apoderarse y repartirse el botín que para esas potencias significaba nuestro inerme, pobre y débil país”
.

El camino para establecer una monarquía, con un príncipe extranjero en nuestro país, estaba hecho y nuestros conservadores impacientes por gozarlo. Mientras tanto, el comandante en jefe de los ejércitos invasores franceses, general Forey, decretó el 16 de junio de 1863 una ley para organizar los poderes públicos, en tanto quedase establecido  el imperio:

“Este decreto fue uno de los prolegómenos para estructuración normativa del imperio y sus disposiciones principales eran las siguientes: que se procediese a la integración de una Junta Superior de Gobierno con treinta y cinco ciudadanos mexicanos (Art. 1); que dicha junta nombra​ se tres ciudadanos que se encargarían del poder ejecutivo (Art. 6); que la misma junta se asociara a doscientos quince ciudadanos mexicanos sin distinción de rango ni clase para  formar la Asamblea de Notables (Art. 10); que esta asamblea se ocupase de la forma de gobierno definitivo en México (Art. 14); que los miembros del poder ejecutivo se dividiesen los seis ministerios (Art. 21); y que el poder ejecutivo promulgase, como decretos, las resoluciones de la asamblea de notables, teniendo el derecho de veto (Art. 22). El mismo Forey, obedeciendo la consigna de Morny, ministro de Napoleón III, nombró el 18 de junio de 1863 a los miembros de la Junta Superior de Gobierno, entre cuyos treinta y cinco componentes figuró el distinguido jurista zacatecano Teodosio Lares, quien fungió como presidente de este cuerpo, así como cuatro de las personas que entrevistaron a Maximiliano para comunicarle su designación como emperador de México, a saber:  Francisco Javier Miranda, Ignacio Aguilar  y Marocho, Joaquín Velázquez de León y Adrián Woll. A su  vez, la mencionada Junta designó el 21 siguiente a los individuos en quienes residiría provisionalmente el poder ejecutivo, es decir, el general Juan N. Almonte, el arzobispo Pelagio Antonio de Labastida y Dávalos y el general Mariano  Salas (...) Con fecha 29 de junio de 1863 quedó integrada la asamblea de notables por el nombramiento respectivo que en  favor de doscientas quince personas hizo la Junta Superior de Gobierno. Dicha asamblea, por decreto de 11 de julio del  citado año, declaró que la Nación mexicana adopta por forma  de gobierno la monarquía moderada hereditaria, con un príncipe católico (...) que el soberano tomará el título de Emperador de México (...)”
.

Fernando Maximiliano aceptó formalmente la corona el 10 de abril de 1864 en el castillo de Miramar, por las argucias que los monarquistas mexicanos realizaron para  librar los obstáculos y condiciones interpuestas por éste para ser emperador; ese mismo día, Napoleón III signó los Tratados de Miramar, en los cuales a cambio del apoyo militar francés, el gobierno imperial mexicano se comprometía a entregar anualmente veinticinco millones de francos para sufragar los gastos de la expedición militar, que ascenderían según los cálculos a doscientos setenta millones que causarían un interés del 3% anual.

“El 10 de abril de 1865, exactamente un año después de su aceptación de la corona, Maximiliano expidió el estatuto provisional del Imperio Mexicano como ordenamiento preparatorio de la organización definitiva de la monarquía. Bajo la idea de del origen divino del poder real, en el artículo 4º de dicho estatuto se declara que el Emperador representa a la soberanía nacional, ejerciéndola en todos sus ramos, es decir, que en su persona se concentraban las tres funciones del Estado como sucedía en las monarquías absolutas. El territorio de México quedó fraccionado política y administrativamente en ocho grandes divisiones a cuya cabeza debían estar sendos comisarios imperiales para cuidar del desarrollo y buena administración de los departamentos que formaban cada una de estas grandes divisiones (...) Al frente de cada departamento fungía un prefecto como delegado administrativo del emperador, teniendo cada prefecto un consejo de gobierno departamental compuesto del funcionario judicial más caracterizado, del administrador de rentas, de un propietario agricultor, de un comerciante y de un minero o industrial, según más convenga a los intereses del departamento"
.

Entonces, como hemos podido observar, bajo la denominación de Poder Judicial descansa un sinnúmero de connotaciones; desde la expresión de justicia como sinónimo de cultura, pasando por la función estatal de regulación de intereses y conductas, hasta el arrebato que se ha hecho al hombre para hacerse justicia por su propia mano.

“En el Acta Constitutiva de la Federación del 31 de enero de 1824 se preveía el establecimiento de una Corte Suprema de Justicia y tribunales estatales. Pero no fue sino el Decreto del Congreso del 27 de agosto de 1824 el que estableció los órganos  del Poder Judicial Federal: la Corte Suprema de Justicia, los tribunales de circuito y los juzgados de distrito. La Constitución del 4 de octubre de 1824 reguló los mismos órganos, los cuales fueron reglamentados por la ley del 14 de febrero de 1826”.

Nuestro país ha transitado por azarosos caminos, y las pugnas entre liberales y conservadores a todo lo ancho y largo del siglo XIX, son muestra de ello; y no menos importante, las influencias heredadas al sistema de justicia.

“La Constitución de 5 de febrero de 1857, también previó los mismos órganos, con la variante de que invirtió el nombre del máximo tribunal federal, al cual denominó Suprema Corte de Justicia de la Nación. En esta Constitución se advierte la tendencia a darle una mayor fuerza política a la Suprema Corte, a través de la elección de los ministros, su intervención como jurado de sentencia en el juicio político y la suplencia de la vacancia de la presidencia de la República, por parte de la Suprema Corte”.

La Constitución de 1857 vivió los azarosos momentos de la república, sufrió varias reformas, como la de 22 de Abril de 1873, donde:

“Artículo 1º.- El Estado y la Iglesia son independientes entre sí. El congreso no puede dictar leyes, estableciendo o prohibiendo religión alguna.

Artículo 2º.- El matrimonio es un contrato civil. Este y los demás actos del estado civil de las personas, son de la exclusiva competencia de los funcionarios y autoridades del orden civil en los términos prevenidos por las leyes, y tendrán la fuerza y validez que las mismas les atribuyan.

Artículo 3º.- Ninguna institución religiosa puede adquirir bienes raíces ni capitales impuestos sobre éstos con la sola excepción  establecida en el artículo 27  de la Constitución.

Artículo 4º.- La simple promesa de decir verdad y de cumplir las obligaciones que se contraen, sustituirá al juramento religioso con sus efectos y penas.

Artículo 5º.- Nadie puede ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento.  El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o convenio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida, o el irrevocable sacrificio de la libertad del hombre, ya sea por causa de trabajo, de educación o de voto religioso. La Ley en consecuencia, no reconoce órdenes monásticas, ni puede permitir su establecimiento, cualquiera que sea la denominación, u objeto con que pretendan erigirse. Tampoco puede admitir convenio en que el hombre pacte su proscripción o destierro.

Transitorios.

Palacio del Congreso de la Unión. México, Septiembre 25 de 1873”.

La ley es firmada por 157 diputados, entre los que figuran personajes bien conocidos como Nicolás Lemus, Presidente del Congreso, y Manuel González de Cosío, Vicepresidente; José María Múzquiz, Pedro Baranda, Mariano Yáñez, Juan A. Mateos, Juan José Baz, José Vicente Villada, Guillermo Prieto, José Rosas Moreno, Francisco Z. Mena, Isidro Montiel y Duarte, Alfonso Lancaster Jones, Felipe B. Berriozabal, Mariano Riva Palacio, Joaquín M. Dublán, Pedro Santacecilia, Manuel Moreno Rubio, Rafael Martínez de la Torre, Manuel Sánchez Mármol, Julio Zárate y Porfirio Díaz.

Después de las adiciones llevadas a cabo en 1873, se encuentra alguna de cierta importancia en 1901; pero también es de mencionarse que, cuando se reformó y adicionó la Constitución en Abril de 1896, fundamentalmente para establecer la manera de suplir al Presidente de la República en sus faltas temporales o absolutas, se alteró así mismo, el artículo 83 para incorporar en él la protesta civil de:

“desempeñar leal y patrióticamente el cargo; guardar y hacer guardar, sin reserva alguna, la Constitución, con  todas sus adiciones y reformas, las leyes de reforma y las demás que de ella emanen, mirando su todo por el bien y prosperidad de la unión”
.

Como se ve, aquí se vuelve al sistema que significa el reformar un artículo preciso de la Constitución, que ya estaba en pugna con el artículo 4º de las adiciones de 1873; sin embargo, esto no sucedió cuando en 1874, al establecerse el Senado y realizarse otras importantes reformas, se modificó el artículo 74, fracción II, en cuanto a las facultades de la diputación permanente para convocar al Congreso, y no se reformó entonces la fracción IV del propio artículo, que hacia referencia al juramento del Presidente de la República y de los ministros de la Suprema Corte de Justicia.

El 10 de Junio de 1898, se modificó el artículo 5º Constitucional, con el propósito principal de definir cuáles son los servicios públicos obligatorios, y entonces se integró, además, ese precepto con el párrafo que había introducido el principio 5º de 1873, por cuanto al no reconocimiento de órdenes monásticas.

La reforma de 14 de Mayo de 1901 reproduce en el texto del artículo 27 Constitucional la incapacidad legal de las corporaciones e instituciones religiosas así como de las civiles si dependen de éstas, de adquirir en propiedad o administrar bienes raíces, o capitales impuestos sobre ellos, con la sola excepción de los edificios que se detienen inmediata y directamente al servicio u objeto de dichas entidades. Aquí creemos que se reproduce el error ya señalado respecto de la reforma de 1873, en cuanto a que tal excepción resulta contradictoria con la ley de Nacionalización de 1859, que no permitía excepción alguna.

Por otra parte, en esta misma reforma de 1901, se introduce un elemento nuevo en la cuestión de que se trata, pues en su último párrafo permite a las corporaciones civiles que no dependen del clero, adquirir y administrar, además de los referidos edificios, los bienes  inmuebles y capitales impuestos sobre ellos que se requieren para el sostenimiento y fin de los mismos, con ejecución a los requisitos y limitaciones que establezca una ley federal.  Sobre este punto, el jurista Jorge Vera Estañol dice que:

“la última reforma  constitucional (año 1901) permite a las instituciones de beneficencia la adquisición de bienes raíces, con sujeción a las leyes de la materia”
.

El Poder Judicial: el constituyente de 1856-1857 estableció la Suprema Corte de Justicia, se integraría con 11 ministros propietarios, 4 supernumerarios, un fiscal y un procurador general. También aquí se trataba de funcionarios de elección indirecta en primer grado, con una duración de 6 años en su cargo.

El 22 de Mayo de 1900 cuando se altera la composición de la Corte, estableciéndose 15 ministros, en el concepto de que podía funcionar en Tribunal pleno o en Salas, según lo fijara la ley.

Con estas reformas desaparece el cargo de fiscal y al reformarse también el artículo 96, quedó precisado que la ley no sólo había de establecer y organizar los tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito, sino también el Ministerio Público de la Federación, institución que preside el Procurador General de la República. El procurador como los funcionarios del Ministerio Público son nombrados por el Ejecutivo.

Las reformas sobre tribunales de la Federación: el 29 de Mayo de 1884 se alteró la fracción I del Artículo 97 para que al conocer los tribunales federales de las controversias sobre leyes federales, en amparo; la reforma del 12 de Noviembre de 1908, agregó un párrafo final al artículo 102 de la Constitución por virtud del cual se incorporó a la Ley fundamental el requisito de que se agotaran los medios ordinarios de defensa para poder ocurrir al juicio de garantía en asuntos judiciales del orden civil.

Esta cuestión arranca desde la segunda Ley Orgánica de los artículos 101 y 102 de la Constitución, de 20 de Enero de 1869, que declaró tajantemente que no es admisible el recurso de amparo en negocios judiciales, sin distinguir entre el orden civil y el penal.

De esta manera, las primeras constituciones de México expresaron la organización y funcionamiento de la judicatura; en cada una de éstas, se advierten los reconocimientos para que los estados hagan lo propio.

Por tanto, analizaré las Constituciones locales del período, haciendo énfasis en dos aspectos importantes para el Poder Judicial: el territorio del estado y la organización y funcionamiento de la judicatura.

1.7. Constitución de 1917 y reformas de 1997

La Constitución del ´17 en su capítulo IV hace referencia al Poder Judicial, y al respecto dice en su artículo 94, que el ejercicio del Poder Judicial de la Federación, se deposita en una Suprema Corte de Justicia, en Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, en Juzgados de Distrito y en un Consejo de la Judicatura Federal.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se integra por once Ministros y funcionará en Pleno o en Salas. Que las  sesiones del Pleno  y de las Salas serán públicas y con excepción secretas de acuerdo a lo dispuesto por la ley.

El funcionamiento en Pleno y salas, la competencia de los integrantes del poder judicial y la responsabilidad en que incurran los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación se regularan por lo que las leyes dispongan según la Constitución.

El Consejo de la Judicatura Federal determinará el número, división en circuitos, competencia territorial y, en su caso, especialización por materia, de los Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito.

Es facultad del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, expedir acuerdos generales en relación a la adecuada distribución entre las Salas de los asuntos de competencia de la Corte y la remisión de los asuntos en los que se hubiere establecido jurisprudencia a los Tribunales Colegiados de Circuito, para la mayor prontitud en su conocimiento y solución.

Fija los términos los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan los Tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre interpretación de la Constitución, leyes y reglamentos federales o locales y tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano, así como los requisitos para su interrupción y modificación.

Menciona que la remuneración de los integrantes del Poder Judicial no deberá ni podrá ser disminuida durante la duración del cargo; esta disposición obedece a garantizar la independencia del órgano, evitando todo posible chantaje que se pudiera generar de no impedir la disminución salarial de dichos funcionarios.

La inamovilidad de los funcionarios judiciales se expresa en la determinación que señala, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia durarán en su encargo quince años, y sólo podrán ser removidos del mismo en los término del Título Cuarto de esta Constitución y, al vencimiento de su  período, tendrán derecho a un haber por retiro.

La persona que haya sido Ministro de Justicia, no podrá ser nombrada para un nuevo período, salvo que hubiera ejercido el cargo con el carácter de provisional o interino.

El artículo 95 señala que para ser Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es necesario:

“I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación; 

III.- Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello; 

IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena, y 

V.- Haber residido en el país durante los dos años anteriores al día de la designación; y

VI.- No haber sido secretario de estado, jefe de departamento administrativo, Procurador General de la República o de Justicia del Distrito Federal, senador, diputado federal ni gobernador de algún Estado o Jefe del Distrito Federal, durante el año previo al día de su nombramiento”.

Las personas que sean nombradas Ministros serán aquellas que hayan servido en la impartición de justicia en forma eficiente, capaz y de forma palpable, además de distinguirse por su honor, competitividad y antecedentes en el ejercicio de la actividad jurídica.

En el artículo 96 se habla del método utilizado para la designación de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia:

“El Presidente de la República someterá una terna a consideración del Senado, el cual, previa comparecencia de las personas propuestas, designará al Ministro que deba cubrir la vacante. 

La designación se hará por el voto de las dos terceras partes de los miembros del Senado presentes, dentro del improrrogable plazo de treinta días. Si el Senado no resolviere dentro de dicho plazo, ocupará el cargo de Ministro la persona que, dentro de dicha terna, designe el Presidente de la República.

En caso de que la Cámara de Senadores rechace la totalidad de la terna propuesta, el Presidente de la República someterá una nueva, en los términos del párrafo anterior. Si esta segunda terna fuera rechazada, ocupará el cargo la persona que dentro de dicha terna, designe el Presidente de la República”.

En el artículo se habla sobre cómo son designados los magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito y serán nombrados y adscritos por el Consejo de la Judicatura Federal, con base en criterios objetivos y de acuerdo a los requisitos y procedimientos que establezca la ley. Durarán seis años en el ejercicio de su encargo, al término de los cuales, si fueran ratificados o promovido a cargos superiores, sólo podrán ser privados de sus puestos en los casos y conforme a los procedimientos que establezca la ley.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar alguno o algunos de sus miembros o algún Juez de Distrito o Magistrado de Circuito, o designar uno o varios comisionados especiales, cuando así lo juzgue conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal o alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, o el Gobernador de algún Estado, únicamente para que averigüe algún hecho o hechos que constituyan una grave violación de alguna garantía individual. También podrá solicitar al Consejo de la Judicatura Federal, que averigüe la conducta de algún juez o magistrado federal.

Es facultad de la Suprema Corte de Justicia practicar de oficio la averiguación de algún hecho o hechos que constituyan la violación del voto público, sólo en los casos en que a su juicio pudiera ponerse en duda la legalidad de todo el proceso de elección de alguno de los Poderes de la Unión. 

La Corte de Justicia podrá nombrar y remover a su secretario y demás funcionarios y empleados. Los Magistrados y jueces nombrarán y removerán a los respectivos funcionarios y empleados de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, según lo establecido en la ley respecto de la carrera judicial.

El Pleno elegirá cada cuatro años de entre sus miembros al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mismo que no podrá ser reelecto para el período inmediato posterior. 

Al entrar a ejercer su cargo cada Ministro de la Corte, protestará ante el Senado de la forma que sigue:

“Presidente: "¿Protestáis desempeñar leal y patrióticamente el cargo de Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se os ha conferido y guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, mirando  en todo por el bien y prosperidad de la Unión?"

Ministro: "Si protesto".

Presidente: "Si no lo hiciereis así, la Nación os lo demande”.

Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito protestarán ante el Consejo de la Judicatura Federal o ante la autoridad que determine la ley.

En el artículo 98 se hace referencia a que el Presidente de la República someterá el nombramiento de un Ministro a la aprobación del Senado cuando la falta de un Ministro se excediere de un mes, siguiendo lo dispuesto por el artículo 96 de éste ordenamiento.

Si la falta de un Ministro fuera a causa de defunción o cualquier causa de separación definitiva, el Presidente someterá un nuevo nombramiento a la aprobación del Senado, en los términos del artículo 96 de esta Constitución.

En el artículo 99 se menciona que las renuncias de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia solamente procederán por causas graves; y además, serán sometidas al Ejecutivo y, si éste las acepta, las enviará para su aprobación al Senado.

Cuando no excedan de un mes, las licencias de los Ministros, podrán ser concedidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación; las que excedan de este tiempo, podrán concederse por el Presidente de la República con la aprobación del Senado. Se exceptúan los casos de los párrafos decimosexto y decimonoveno del artículo 41 nuestro Código Político, en los que se estará a lo dispuesto en dichos párrafos.

Las licencias no podrán exceder del término de dos años. El artículo 100 se refiere a que estarán a cargo del Consejo de la Judicatura Federal la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Lo anterior en los términos que señala esta Constitución.

Dicho Consejo se integrará por siete miembros de los cuales, uno será el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, quien también lo será del Consejo; un Magistrado de los Tribunales Colegiados de Circuito; un Magistrado de los Tribunales Unitarios de Circuito y un Juez de Distrito, quienes serán electos mediante insaculación; dos Consejeros designados por el Senado y uno por el Presidente de la República.

Los tres últimos, deberán ser personas que se hayan distinguido por su capacidad, honestidad y honorabilidad en el ejercicio de las actividades jurídicas. Los Consejeros deberán reunir los requisitos señalados en el artículo 95 de esta Constitución.

Además este Consejo funcionará en pleno o en comisiones. El Pleno deberá resolver sobre la designación, adscripción y remoción de magistrados y jueces, así como de los demás asuntos que la ley determine.

Salvo el Presidente del Consejo, los demás Consejeros durarán cinco años en su cargo, serán substituidos de manera escalonada, y no podrán ser nombrados para un nuevo período. Los Consejeros deben ejercer su encargo con plena independencia e imparcialidad; y durante su encargo, sólo podrán ser removidos en los términos del Título Cuarto de la máxima Ley.

Se establecerán en ley las bases para la formación y actualización de funcionarios, así como para el desarrollo de la carrera judicial, misma que deberá regirse por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia.

El Consejo tiene la facultad de expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones, de conformidad con lo que establecido en la ley.

Las decisiones tomadas por el Consejo serán definitivas e inatacables, salvo las que se refieran a la designación, adscripción y remoción de magistrados y jueces, las cuales podrán ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia, únicamente para verificar que hayan sido adoptadas conforme a las reglas que establezca la ley orgánica respectiva.

El presupuesto de la Suprema Corte de Justicia será elaborado por la misma Corte; y el Consejo lo hará para el resto del Poder Judicial de la Federación. Con los dos se integrará el presupuesto del Poder Judicial de la Federación que será remitido por el Presidente de la Suprema Corte para su inclusión en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación.

Corresponde al Presidente de la Suprema Corte la administración de la misma.

El artículo 101 hace referencia a que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito y los respectivos secretarios, así como los Consejeros de la Judicatura Federal, no podrán, en ningún caso, aceptar ni desempeñar empleo o encargo de la Federación, de los Estados, del Distrito Federal o de particulares, con excepción de los cargos no remunerados en asociaciones científicas, docentes, literarias o de beneficencia.

Quien haya ocupado el cargo de Ministro de la Suprema Corte de Justicia, Magistrado de Circuito, Juez de Distrito o Consejero de la Judicatura Federal no podrán, dentro de los dos años siguientes a la fecha de su retiro, actuar como patronos, abogados o representantes en cualquier proceso ante los órganos del Poder Judicial de la Federación.

En el plazo anteriormente señalado, las personas que se hayan desempeñado como Ministros, salvo que lo hubieran hecho con el carácter de provisional o interino, no podrán ocupar los cargos señalados en la fracción VI del artículo 95 de nuestra Constitución.

Para que los funcionarios judiciales que gocen de licencia, les serán aplicables los impedimentos de este artículo.

En el caso de incumplir lo previsto en los párrafos anteriores, se sancionará con la pérdida del respectivo cargo dentro del Poder Judicial de la Federación, además de las prestaciones y beneficios que en lo sucesivo correspondan por el mismo, independientemente de las demás sanciones que se prevean en  las leyes.

Según el artículo 103 los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite: 

 “I.- Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;

II.- Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III.- Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal”.

En el artículo 104 se hace referencia a lo que deben conocer los tribunales de la Federación y lo es:

“I.- De todas las controversias del orden civil o criminal que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano. Cuando dichas controversias solo afecten intereses particulares, podrán conocer también de ellas, a elección del actor, los jueces y tribunales del orden común de los Estados y del Distrito Federal. Las sentencias de primera instancia podrán ser apelables para ante el superior inmediato del juez que conozca del asunto en primer grado;

I-B.- De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones definitivas de los tribunales de lo contencioso-administrativo a que se refieren la fracción XXIX-h del artículo 73 y fracción IV, inciso e) del artículo 122 de esta Constitución, sólo en los casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán los Tribunales Colegiados de Circuito, se sujetarán a los tramites que la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución fije para la revisión en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas dicten los Tribunales Colegiados de Circuito no procederá juicio o recurso alguno;

II.- De todas las controversias que versen sobre derecho marítimo;

III.- De aquéllas en que la Federación fuese parte;

IV.- De las controversias y de las acciones a que se refiere el artículo 105, misma que serán del conocimiento exclusivo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación;

V.- De las que surjan entre un Estado y uno o más vecinos de otro, y

VI.- De los casos concernientes a miembros del Cuerpo Diplomático y Consular”.

El artículo 105 señala lo que deberá conocer la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los términos establecidos en la ley reglamentaria, y que son los asuntos siguientes:

“I.- De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: 

a).- La Federación y un Estado o el Distrito Federal;

b).- La Federación y un municipio;

c).- El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente, sean como órganos federales o del Distrito Federal; 

d).- Un Estado y otro;

e).- Un Estado y el Distrito Federal;

f).- El Distrito Federal y un municipio;

g).- Dos Municipios de diversos Estados;

h).- Dos poderes de un mismo Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales;

i).- Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales;

j).- Un Estado y un municipio de otro Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; y

k).- Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales.

Cuando las controversias versen sobre disposiciones generales de los Estados o de los municipios impugnadas por la Federación, de los municipios impugnadas por los Estados, o en los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos.

En todos los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia surtirán efectos únicamente respecto de las partes en la controversia.

II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución, con excepción de las que se refieran a la materia electoral.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por:

a).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión;

b).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión o de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano;

c).- El Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano; 

d).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguno de los órganos legislativos estatales, en contra de leyes expedidas por el propio órgano, y 

e).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, en contra de leyes expedidas por la propia Asamblea.

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una mayoría de cuando menos ocho votos.

III.- De oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Unitario de Circuito o del Procurador General de la República, podrá conocer de los recursos de apelación en contra de sentencias de Jueces de Distrito dictadas en aquellos procesos en que la Federación sea parte y que por su interés y trascendencia así lo ameriten. 

La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia. 

En caso de incumplimiento de las resoluciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo se aplicarán, en lo conducente, los procedimientos establecidos en los dos primeros párrafos de la fracción XVI del artículo 107 de esta Constitución”.

En el artículo 106 se señala que incumbe al Poder Judicial de la Federación, dirimir las controversias que, por razón de competencia, se susciten entre los Tribunales de la Federación, entre éstos y los de los Estados o del Distrito Federal, entre los de un Estado y los de otro, o entre los de un Estado y los del Distrito Federal; de acuerdo a lo establecido por la ley.

El artículo 107 señala que todas las controversias establecidas en el artículo 103 deberán de sujetarse a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, según las siguientes bases:

“I.- El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada;

II.- La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare;

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de esta Constitución.

Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos mencionados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados.

En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios o comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su beneficio. Cuando se reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco procederán el desistimiento ni el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que el primero sea acordado por la Asamblea General o el segundo emane de ésta.

III.- Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes:

a) Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de las cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o reformados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo; siempre que en materia civil haya sido impugnada la violación en el curso del procedimiento mediante el recurso ordinario establecido por la ley e invocada como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera. Estos requisitos no serán exigibles en el amparo contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la familia; 

b) Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera del juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso procedan, y 

c) Contra actos que afecten a personas extrañas al juicio.

IV.- En materia administrativa el amparo procede, además, contra resoluciones que causen agravio no reparable mediante algún recurso, juicio o medio de defensa legal. No será necesario agotar éstos cuando la ley que los establezca exija, para otorgar la suspensión del acto reclamado, mayores requisitos que los que la Ley Reglamentaria del Juicio de Amparo requiera como condición para decretar esa suspensión;

V.- El amparo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, sea que la violación se cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma, se promoverá ante el tribunal colegiado de circuito que corresponda, conforme a la distribución de competencias que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en los casos siguientes:

En materia penal, contra resoluciones definitiva dictadas por tribunales judiciales, sean éstos federales, del orden común o militares.

En materia administrativa, cuando se reclamen por particulares sentencias definitivas y resoluciones que ponen fin al juicio dictadas por tribunales administrativos o judiciales, no reparables por algún recurso, juicio o medio ordinario de defensa legal.

c) En materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas dictadas en juicios del orden federal o en juicios mercantiles, sea federal o local la autoridad que dicte el fallo, o en juicios del orden común.

En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán ser reclamadas en amparo por cualquiera de las partes, incluso por la Federación, en defensa de sus intereses patrimoniales, y

d) En materia laboral, cuando se reclamen laudos dictados por las Juntas Locales o la Federal de Conciliación y Arbitraje o por el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado.

La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos directos que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

VI.- En los casos a que se refiere la fracción anterior, la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución señalará el trámite y los términos a que deberán someterse los Tribunales Colegiados de Circuito y, en su caso, la Suprema Corte de Justicia, para dictar sus respectivas resoluciones;

VII.- El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio, contra leyes o contra actos de autoridad administrativa, se interpondrá ante el juez de Distrito bajo cuya jurisdicción se encuentre el lugar en que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse, y su tramitación se limitará al informe de la autoridad, a una audiencia para la que se citará en el mismo auto en el que se mande pedir el informe y se recibirán las pruebas que las partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la misma audiencia la sentencia;

VIII.- Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito procede revisión.

De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia:

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos directamente violatorios de esta Constitución, leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del Artículo 89 de esta Constitución y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados o por el Jefe del Distrito Federal, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad;

Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 de esta Constitución; La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos en revisión, que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

En los casos no previstos en los párrafos anteriores, conocerán de la revisión los Tribunales Colegiados de Circuito y sus sentencias no admitirán recurso alguno.

IX.- Las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, a menos que decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución, caso en que serán recurribles ante la Suprema Corte de Justicia, limitándose la materia del recurso exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales;

X.- Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones y garantías que determine la ley, para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la suspensión origine a terceros perjudicados y el interés público;

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en materia penal al comunicarse la interposición del amparo, y en materia civil, mediante fianza que dé el quejoso para responder de los daños y perjuicios que tal suspensión ocasionare, la cual quedará sin efecto si la otra parte da contrafianza para asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se concediese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios consiguientes.

XI.- La suspensión se pedirá ante la autoridad responsable cuando se trate de amparos directos promovidos ante los Tribunales Colegiados de Circuito y la Propia autoridad responsable decidirá al respecto. En todo caso, el agraviado deberá presentar la demanda de amparo ante la propia autoridad responsable, acompañando copias de la demanda para las demás partes en el juicio, incluyendo al Ministerio Público y una para el expediente. En los demás casos, conocerán y resolverán sobre la suspensión los Juzgados de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito;

XII.- La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará ante el superior del tribunal que la cometa, o ante el Juez de Distrito o Tribunal Unitario de Circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la fracción VIII.

Si el Juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito no residieren en el mismo lugar en que reside la autoridad responsable, la ley determinará el juez o tribunal ante el que se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley establezca;

XIII.- Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de justicia, el Procurador General de la República, los mencionados Tribunales o las partes que intervinieron en los juicios en que dichas tesis fueron sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, a fin de que el Pleno o la Sala respectiva, según corresponda, decidan la tesis que debe prevalecer como jurisprudencia. 

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo materia de su competencia, cualquiera de esas Salas, el Procurador General de la República o las partes que intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, que funcionando en pleno decidirá cuál tesis debe prevalecer.

La resolución que pronuncien las Salas o el Pleno de la Suprema Corte en los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, sólo tendrá el efecto de fijar la jurisprudencia y no afectará las situaciones jurídicas concretas derivadas de las sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción.

XIV.- Salvo lo dispuesto en el párrafo final de la fracción II de este artículo, se decretará el sobreseimiento del amparo o la caducidad de la instancia por inactividad del quejoso o del recurrente, respectivamente, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, en los casos y términos que señale la ley reglamentaria. La caducidad de la instancia dejará firme la sentencia recurrida;

XV.- El Procurador General de la República o el Agente del Ministerio Público Federal que al efecto designare, será parte en todos los juicios de amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios, cuando el caso de que se trate carezca a su juicio, de interés público;

XVI.- Si concedido el amparo la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal, y la Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo y consignada al Juez de Distrito que corresponda.

Si fuere excusable, previa declaración de incumplimiento o repetición, la Suprema Corte requerirá a la responsable y le otorgará un plazo prudente para que ejecute la sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia en el término concedido, la Suprema Corte de Justicia procederá en los términos primeramente señalados.

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso. Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita.

La inactividad procesal o la falta de promoción de parte interesada, en los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de amparo, producirá su caducidad en los términos de la ley reglamentaria.

XVII.- La autoridad responsable será consignada a la autoridad correspondiente, cuando no suspenda el acto reclamado debiendo hacerlo, y cuando admita fianza que resulte ilusoria o insuficiente, siendo en estos dos últimos casos, solidaria la responsabilidad civil de la autoridad con el que ofreciere la fianza y el que la prestare.

XVIII.- (Se deroga)”.

Importantes reformas constitucionales se hicieron por los acuerdos políticos que se dieron entre los partidos políticos y la Secretaría de Gobernación, entidad del Ejecutivo Federal encargada de conducir a la política interior que corresponde el Ejecutivo, fomento al desarrollo político y la intervención en cuestiones electorales.

De lo más relevante de la iniciativa de reforma constitucional es la integración del tribunal Federal Electoral Al poder Judicial de la Federación. Esta incorporación lleva a retomar una breve discusión sobre el principio de la unidad jurisdiccional, es decir a que la función jurisdiccional  es restringida y se refiere a materias especializadas, que se han confiado a diferentes tribunales.

La unidad del poder judicial proviene de la propia unidad e indivisibilidad de la soberanía. Tiene una acepción territorial como competencia exclusiva del estado federal en el territorio nacional en los términos de la jurisdicción federal que les dan esa competencia.

Esta organización territorial se lleva a cabo sin perjuicio de la competencia coextensa que corresponde a los tribunales superiores o supremos tribunales de justicia radicarlos en cada una de las entidades federativas y de competencia local. La otra vertiente del principio de unidad jurisdiccional expresa en la existencia de una organización judicial que se muestra en una red de juzgados de distrito y circuito de tribunales colegiados y unitarios que monopolizan  la potestad jurisdiccional de carácter federal conforme al principio de exclusividad para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Este principio está estrechamente vinculado al de la independencia judicial.

Hay que hacer una distinción importante entre la unidad de la jurisdicción y la especialización. El principio de unidad no impide la existencia de la jurisdicción especializada. La complejidad de la organización social y consecuentemente del ordenamiento jurídico hace posible que todos los magistrados o jueces tengan una preparación general que les permita indistintamente juzgar cualquier tipo de litigio. En los procesos contencioso-administrativo y en la materia fiscal se hizo evidente esta distinción y la materia electoral no es excepción por su alto grado de especialización y las particularidades de la propia materia.

Por lo anterior la Ley orgánica del poder Judicial federal ha conferido al Consejo de la Judicatura Federal la competencia para definir los distritos que modificarán su actual estructura para dar paso a órganos especializados en las materias civil y penal, al dividirse en Juzgados de Distrito de Amparo; y Juzgados de Distrito de Instancia federal. En los lugares en que sea necesario y factible establecer juzgados por especialidad se mejorará la administración de justicia, al propiciar que los jueces dispongan de mejores elementos para resolver y con ello elevar su capacidad, su productividad judicial y disminuir el tiempo de resolución a favor de los intereses de los justiciables y del sistema judicial en su conjunto.

La reforma de agosto de 1996 trajo nuevamente a colación la estructura y sentido del artículo 94 constitucional, dicha reforma incorporó a la enumeración de órganos que integran el Poder Judicial Federal al Tribunal Electoral que dejo de contener la denominación federal.

Dicha denominación resulta de la regla de que todas las leyes electorales se sujeten a lo dispuesto en la constitución para proteger los derechos políticos de los mexicanos. Además se establece la revisión constitucional de los actos y resoluciones definitivos de las autoridades electorales locales, y para contar con una resolución final de carácter jurisdiccional de la elección presidencial.

La iniciativa de los grupos parlamentarios señala que pretendió hacer compatible la tradición del Poder Judicial Federal de no intervenir directamente en los conflictos políticos electorales, con la existencia de un tribunal de jurisdicción especializada y así se propuso incorporar el Tribunal Electoral, órgano especializado, al Poder judicial Federal. La incorporación pretende una distribución de competencias constitucionales y legales entre la Suprema Corte de Justicia y el Tribunal electoral.

De esta manera, la Suprema Corte conocerá de la no conformidad a la Constitución de las normas generales en materia electoral, al eliminarse de la fracción II del artículo 105 constitucional la prohibición para la Corte de conocer acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución en materia electoral.

La medida y el grado en que participa el Tribunal Electoral en el ejercicio de las funciones que la Constitución acota a cada uno de los diferentes organismos que encuadra dentro del Capítulo destinado al poder Judicial Federal lo es en el sentido de que el tribunal Electoral tiene una fisonomía y competencia propias que se aparta de la tradicional jerarquía del Poder Judicial Federal, en la reforma constitucional se establece un sistema de medios de impugnación para dar definitividad a las etapas de los procesos electorales y para garantizar la protección de los derechos políticos de los ciudadanos, bajo la regla de que los medios de impugnación carecen de efectos suspensivos.

La citada reforma constitucional establece que el Tribunal funcionará con una Sala superior y con Salas regionales que sustituyen a la Sala central y a las regionales a que se refería el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. La sala superior es de actuación permanente
1.7.1.
Organización interior del Poder Judicial
La reglamentación interior del Poder Judicial, compete a la Ley Orgánica del Poder Judicial
.

La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y sus principales antecedentes legislativos y reglamentarios son:

1).- Bases para el Reglamento de la Suprema Corte de Justicia del 14 de febrero de 1826

2).- Reglamento que debe observar la Suprema Corte de Justicia de la República del 13 de mayo de 1826

3).- Ley sobre Elecciones de los individuos de la Corte Suprema, del 21 de mayo de 1827

4).- Ley relativa al uniforme distintivo que llevarían los individuos del Poder Judicial del 27 de marzo de 1837

5).- Ley para el Arreglo Provisional de la Administración de Justicia en los Tribunales y Juzgados del Fuero Común del 23 de mayo de 1837

6).- Decreto que deroga el de 27 de marzo de 1837 y designa el nuevo uniforme que deberán usar los individuos y empleados subalternos del Poder Judicial del 1º de junio de 1842;

7).- Decreto sobre la organización del tribunal que ha de juzgar a los ministros de la Suprema Corte de Justicia del 23 de marzo de 1844;

8).- Decreto sobre las Atribuciones de la Suprema Corte de Justicia de 14 de octubre de 1846

9).- Decreto sobre la Administración de Justicia de 30 de mayo de 1853

10).- Decreto sobre el uniforme en los actos de ceremonia, para la Suprema Corte de Justicia, del 5 de julio de 1853

11).- Ley para hacer efectiva la Responsabilidad de los Jueces del 15 de diciembre de 1853

12).- Decreto por el que el Supremo Tribunal de Justicia de la Nación se erige en tribunal de guerra, del 26 de julio de 1855

13).-  Ley sobre Administración de Justicia y Orgánica de los Tribunales de la Nación, del Distrito y Territorios del 23 de noviembre de 1855

14).- Ley Orgánica Electoral, de 12 de febrero de 1857

15).- Ley que Arregla la Administración de Justicia en los Juzgados y Tribunales del Fuero Común del 29 de noviembre de 1858

16).- Decreto que dispone que los tribunales superiores de los Estados conozcan en última instancia, mientras se instala la Suprema Corte, de los negocios federales, de 22 de noviembre de 1859

17).- Decreto por el que se suprimen los juzgados de distrito y tribunales de circuito, cesa el tribunal superior del distrito, cuyas funciones desempeñara la Suprema Corte de Justicia, del 24 de enero de 1862

18).- Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación del 29 de julio de 1862

19).- Decreto que prorroga los poderes del Presidente de la República y los del Presidente de la Suprema Corte de Justicia, de 8 de noviembre de 1865

20).- Ley para la Organización de los Tribunales y Juzgados del Imperio, del 18 de diciembre de 1865

21).- Reglas para la revalidación de las actuaciones hechas y sentencias pronunciadas por los tribunales del gobierno usurpador, del 20 de agosto de 1867

22).- Decreto que establece un periódico con el nombre de Semanario Judicial de la Federación, de 8 de diciembre de 1870

23).- Decreto que reforma la Ley Electoral de 12 de febrero de 1857, del 16 diciembre de 1882

24).- Código de Procedimientos Federales del 14 de noviembre de 1895

25).- Código de Procedimientos Federales de 6 de octubre de 1897

26).- Código de Procedimientos Federales, reforma del Titulo Preliminar, del 3 de octubre de 1900

27).- Reglamento Interior de la Suprema Corte, de Justicia de la Nación de 20 de abril de 1901

28).- Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 16 de diciembre de 1908

30).- Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación del 25 de mayo de 1909

31).- Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 2 de noviembre de 1917

32).- Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación del 11 de abril de 1919

33).- Reglamento Interior General de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, vigente, el 1º de mayo de 1923

34).- Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 11 de diciembre de 1928

35).- Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 27 de agosto de 1934

36).- Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 30 de diciembre de 1935

37).- Decreto sobre uso y características de la toga magisterial de los ministros de la Suprema Corte, del 8 de abril de 1941

38).- Decreto que establece las Causas de Retiro Forzoso o Voluntario de los ministros de la Suprema Corte de justicia de la Nación, del 19 de febrero de 1951

39).- Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 5 de enero de 1988.

Capítulo II:

Evolución de la judicatura zacatecana

2.1.
El Poder Judicial del Estado de Zacatecas

2.1.1.
El Poder Judicial y la Constitución

Política del Estado Libre y Federado

de Zacatecas de 1825

La Constitución Política del Estado Libre y Federado de Zacatecas, fue la primera que se promulgó al constituirse éste como estado. Promulgada el 17 de enero de 1825, durante el período gubernamental de Pedro José López de Nava. Declaraba al estado como libre e independiente de los demás estados unidos de la nación mexicana, con los cuales guardaría las relaciones establecidas por la confederación general de ellos
.

Esta Constitución, determinaba que el territorio del estado estaría comprendido, por 11 Partidos: Zacatecas, Fresnillo, Sombrerete, Aguascalientes, Juchipila, Nieves, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango y Villanueva. Integrándose cada uno de ellos, por municipalidades. Y para el año de 1830, Zacatecas, su organización territorial se modificó incrementándose en los siguientes Partidos:

“En el Partido de Zacatecas: Zacatecas como ciudad capital; Vetagrande como mineral; Guadalupe como congregación; Pánuco como mineral y San José de la Isla como pueblo. El Partido de Aguascalientes: Aguascalientes como ciudad; Calvillo como villa; Asientos como mineral; Rincón de Romos como congregación; Jesús María como pueblo y San José de  Gracia como pueblo. El Partido de Sombrerete: Sombrerete como ciudad; Chalchihuites como mineral y San Alto como pueblo. En el Partido de Jerez: Jerez como villa; Tepetongo como congregación; Monte Escobedo como congregación y Susticacán como pueblo. El Partido de Tlatenango: Tlatenango como villa; Teul como pueblo; Tepechitlán como pueblo; Atolinga como congregación y Momáx como pueblo. El Partido de Fresnillo: Fresnillo como villa; San Cosme como congregación; Valparaíso como hacienda y San Mateo como hacienda. El Partido de Juchipila: Juchipila como pueblo; Nochistlán como pueblo y Moyahua igual; Mezquital como mineral. El Partido de Nieves: Nieves como mineral; Río Grande como pueblo; San Miguel del Mezquital y San Juan del Mezquital como mineral. El Partido de Villanueva: Villanueva como villa; Jalpa y Tabasco como pueblo; El Partido de Pinos: Pinos como mineral; Ahualulco como congregación y Ángeles como mineral. El Partido del Mazapil: Mezapil como mineral”.

Establecía en su título quinto, capítulo primero lo relativo a la administración judicial, la Constitución zacatecana de 1825, determinaba que ésta, se haría efectiva aplicando las leyes expedidas para las causas civiles y criminales; que correspondería la aplicación de manera única y exclusiva a los tribunales, y que a los individuos no se les juzgaría, sino por leyes y tribunales establecidos con anterioridad al acto por el cual se les juzgara; todos serían procesados ante los mismos tribunales, sin que se pudiera crear comisión especial para ello.

Disponía que las leyes determinarían la forma y modos de los procesos civiles y criminales, terminándose éstos, hasta que agotara el último recurso; estipulaba que los procesos no tendrían más de tres instancias, como el mismo número de sentencias definitivas. Ejecutoriadas las sentencias, sólo quedaría como recurso de impugnación, el de nulidad.

Reconocía que todo ciudadano, tendría facultad de acusar a los jueces sospechosos, y pedir que se les fincara responsabilidad, cuando causasen demora en el avance del proceso; prohibía estrictamente el soborno, el cohecho y la prevaricación, estableciendo acción popular contra los jueces que lo cometieran.

Efectivamente, el artículo 147 de la citada disposición, señalaba: Los jueces no pueden interpretar las leyes, ni suspender su ejecución. Con ésta, se pretendía sujetar a los jueces a los dictados de la ley, y evitar la impunidad suspendiendo procedimientos sin haberlos concluido, así como decretar la suspensión de sentencias. Por tanto, la aplicación de justicia debía ser expedita, legal y oportuna.

Para la administración de la justicia en materia criminal, los delitos y penas estarían clasificadas por la ley, y no al arbitrio del juez. En el delito de injurias, específicamente, antes de entablar demanda judicial, se requería haber intentado la conciliación entre las partes. El individuo que fuera apresado o detenido, lo sería sólo si el acto realizado estuviera sancionado con pena corporal -previa información sumaria que hiciera el juez, y decretada por él mismo-, mandando copia al alcaide.

Si el individuo era encontrado en flagrante delito, podría ser arrestado por cualquier persona, y sería llevado ante el juez. Al detenido, que en término de sesenta horas no se le hubiere notificado el decreto de prisión, y remitido copia al alcaide, por ese sólo hecho quedaría en libertad, pidiendo la responsabilidad del juez. No se le podrían embargar bienes al procesado, sólo en el caso de que cometiera o incurriese en delitos de responsabilidad pecuniaria; asimismo, la pena no podría ser trascendental a su familia.

Al tomarle declaración al reo, se le leerían todos los documentos y declaraciones de los testigos, mencionándole sus nombres, y si no los reconocía por éstos, se le daría información suficiente para poder hacerlo.

Habría Tribunales de Primera Instancia, en todos los lugares del estado en donde hubiera Ayuntamientos; existiendo en la ciudad capital, un Tribunal denominado Superior de Justicia, que estaría dividido en tres salas e integradas por magistrados; además, habría un Fiscal encargado de despachar los asuntos éstas.

Se explicitaba, que mediante la expedición de un reglamento, se determinaría la integración de las salas primera y segunda —que se compondrían de un sólo magistrado—, o si deberían nombrárseles colegas y recolegas.

Para ser miembro del Supremo Tribunal de Justicia, se requería ser ciudadano en ejercicio de sus derechos, natural de cualquiera de los estados de la federación, mayor de treinta años —con dos o menos de residencia en el estado, antes de su elección—, y deberían gozar de prestigio además de concepto y opinión de literatura y honradez. Serían nombrados por el gobernador del estado, y amovibles cada seis años —pudiendo ser reelegidos sin intervalo alguno—, además sería el Congreso quien  les señalase su sueldo. Desde antes de comenzar su empleo, harían juramento de la Constitución y de observar sus disposiciones, además de desempeñar religiosamente las obligaciones de su cargo.

2.1.2.
Constitución Política del Estado

Libre de Zacatecas de 1832
Esta Constitución representa en la historia del derecho zacatecano, su segunda norma fundamental, y muy significativa, tanto por el gobernador que se encontraba al frente en esa época, como por los sucesos que posteriormente entrañaron al federalismo mexicano.

Fue expedida en el período de Francisco García Salinas, el 14 diciembre de 1832. Señalaba que el estado de Zacatecas sería libre e independiente del resto de estados que conformaban la federación mexicana
. Expresaba —al igual que la anterior—, que el territorio que integraba al estado, estaría dividido por 11 Partidos, los cuales fueron: Zacatecas, Fresnillo, Aguascalientes, Sombrerete, Nieves, Juchipila, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango y Villanueva. En este punto precisaba que posteriormente se resolvería la situación a Colotlán y Bolaños.

En el Proyecto de resolución de la Junta Departamental para la división territorial de Zacatecas de 1836, precisaba que la división municipal en cada Partido, sería la siguiente: Zacatecas, dividido en tres municipalidades: la primera por Zacatecas ciudad capital, la segunda por Vetagrande, Pánuco y Sauceda. Fresnillo, sería integrado por tres municipalidades: Primero la ciudad de Fresnillo como cabecera del Partido, la segunda por San Cosme, la tercera por Valparaíso, San Mateo y San Antonio de Padua. Sombrerete, estaría integrado por: primero por la ciudad de Sombrerete como cabecera, segunda Saín Alto y, tercera por Chalchihuites. Nieves en tres municipalidades: primera Nieves, segunda Río Grande, tercera San Juan y San Miguel del Mezquital. Juchipila, se integraría por las municipalidades de: Juchipila como cabecera; segunda Nochistlán y, tercera por Moyahua y Mezquital del Oro. Pinos, tendría las municipalidades de: primero la cabecera en Pinos, segundo los Ángeles, tercera Ahualulco. Jerez, con tres municipalidades: primera Jerez y Susticacán; segunda Tepetongo y tercera con Monte Escobedo. Tlaltenango, se integraría por las municipalidades de:  primero por la cabecera y Tepechitlán, segunda San José del Teul, tercero Atolinga y Momáx. Villanueva por: la cabecera, segundo por Jalpa y tercera por Tabasco
.

Es importante señalar, que el documento anterior, se ubica en el período del centralismo mexicano, que entre otras cuestiones, desapareció a los estados y los denominó como Departamentos.

La Constitución de 1832, determinaba que para la administración de Justicia, es y ha sido necesario que el estado, abrogándose de la facultad de dirimir y resolver las controversias entre particulares, así como frente a él, actúe conforme a leyes y tribunales previamente establecidos. Por tanto, la organización judicial de la época, señalaba como correspondiente a los Tribunales la imposición de sanciones y de resolver conforme a derecho los litigios que se le interpusieran.

En la ministración de justicia, no se podría juzgar sino por leyes y tribunales previamente establecidos, a todos los sujetos por los mismos tribunales, y no por comisiones especiales; para esto, los procesos no tendrían más de tres instancias, ni menor número de sentencias definitivas.

Al igual que la anterior Constitución, se estipulaba que ya ejecutada la sentencia, el único recurso posible sería el de nulidad, teniendo como derecho el sujeto recusar a los jueces para levantarles responsabilidad, o a los que demorasen el despacho de las causas; no estando permitido el soborno, el cohecho, ni la prevaricación.

Es de importancia notar, que el artículo 127 de ésta Constitución señalaba: "Los tribunales no pueden interpretar las leyes ni suspender su ejecución". De la misma forma que lo hacía la Constitución Política del Estado Libre y Federado de Zacatecas de 1825 en su artículo 147, limitando a los administradores de justicia para que la hicieran efectiva, sin tergiversar los dictados de la ley, y proscribiendo la impunidad.

Para la administración de justicia en lo criminal, señalaba que la clasificación de los delitos y las penas, estaría designada por la ley, y no por el arbitrio, preferencia, prejuicios de juez.  Establecía el principio, de que ninguna persona podría ser aprendida, sino por delito que mereciera esa pena, informando sumariamente del hecho y decretada por el juez, presentando copia al alcaide. Cuando la persona fuese encontrada infraganti, cualquier persona lo podría detener y llevarla al juez, procediendo éste a la información sumaria correspondiente.

No deberían de pasar de 60 horas, sin que se notificara el decreto de su prisión, y pasada la copia al alcaide; transcurrido el término, y si el Juez no cumpliera con lo establecido por la ley, se le pondría en libertad inmediatamente, exigiendo la responsabilidad del mismo. Al procesado no se le podrían embargar sus bienes, sino cuando cometiera delitos de responsabilidad pecuniaria, y la pagaría proporcionalmente a lo robado; la pena impuesta no podría ser trascendental a sus familiares.

En todas las comunidades del estado, se establecerían tribunales de primera instancia, siempre y cuando hubiese Ayuntamientos, donde darían inicio todos los negocios judiciales.

Sólo en la capital, habría un Tribunal Supremo de Justicia, que estaría dividido en tres salas compuesta cada una por sendos magistrados y un fiscal, quien despacharía los asunto a las salas. Para ser miembro del Supremo Tribunal, se requería ser ciudadano en el ejercicio pleno de sus derechos, natural de cualquier estado de la federación, mayor de treinta años con dos o menos de residencia en el estado; serían nombrados por el ejecutivo estatal y movibles cada seis años, pudiendo ser reelegidos inmediatamente de haber terminado su período. El sueldo lo señalaría el Congreso, antes de que tomaran posesión de su empleo, y tendrían que presentar juramento de observancia a la Constitución del estado, y desempeñar religiosamente las obligaciones de su encargo
.

Como se puede observar, entre las dos constituciones mencionadas -la de 1825 y 1832-, no hay diferencia en los capítulos relativos al territorio y a la impartición de justicia; durante la vigencia de estas constituciones, se siguió el mismo procedimiento en la administración e impartición de la misma.

2.1.3.
Constitución Política del Estado 

de Zacatecas de 1857

Ordenamiento constitucional invocado en el nombre de Dios y, en la autoridad del pueblo zacatecano por los representantes del estado, reunidos en virtud de lo que disponía la Constitución Política de la República Mexicana, dada el 5 de febrero de 1857.

Esta Constitución fue firmada el 27 de octubre de 1557, por los Diputados Constituyentes: Francisco de Borja Balaunzarán, presidente y diputado por el Partido de Fresnillo; Luciano de la Rosa, vicepresidente y diputado por Pinos; José M. Castro, diputado por el Distrito de Zacatecas; Francisco Javier de la Parra, diputado por Sombrerete; Jesús González Ortega, diputado por Villanueva; Refugio Vásquez y Antonio Borrego, estos dos últimos fungieron además como secretarios, el primero resultó electo por Juchipila, y el segundo por Jerez. Promulgada el 5 de noviembre de ese mismo año, siendo gobernador constitucional Victoriano Zamora.

Se generaron algunos cambios en la organización y funcionamiento del Poder Judicial en Zacatecas, sin embargo, no  todas las disposiciones referentes fueron reformadas; especialmente en lo que competía a las garantías procesales, únicamente fueron dos los artículos modificados, en los que ahora se estableció que ningún negocio tendría más de dos instancias, y que no existiría el recurso de nulidad.

El nombramiento de los magistrados y fiscal del Tribunal Superior de Justicia y el de los jueces de primera instancia, se haría por el gobierno de entre una terna propuesta por el Congreso del Estado. Dentro de los requisitos exigidos para tales cargos, se pidió que deberían ser ciudadanos en ejercicio de sus derechos, naturales o vecinos del estado, mayores de treinta años, y con experiencia profesional mínima de seis años como abogado en cualquier parte de la república. Para el caso de los Jueces de Primera Instancia, se reiteran los mismos requisitos con excepción de la experiencia, puesto que para ellos bastaba estar titulado como profesional del derecho, y tener veinticinco años de edad como mínimo.

Esta Constitución local, en su capítulo reservado a los tribunales fue reformado totalmente; en sus nuevos contenidos se estableció: que el Poder Judicial se depositaría en un cuerpo colegiado denominado Supremo Tribunal de Justicia, y en los Jueces de Primera Instancia. El cuerpo colegiado sería nombrado por el gobierno de entre las ternas que le presentara el congreso, y los interinos por el tribunal. Otra de las novedades, fue el capítulo denominado: De la Responsabilidad de los Funcionarios Públicos, donde se hizo mención de los delitos en que podían incurrir aquellas personas que gozaban de fe pública. Los delitos, en este sentido, podían ser del fuero común u oficiales.

2.1.4.
Constitución Política del Estado

de Zacatecas de 1869

Esta Constitución, como todas las anteriores, fue invocada en el nombre de Dios y la autoridad del pueblo zacatecano; el Congreso del Estado decretó remitirla al ejecutivo para su promulgación, el 6 de enero de 1869.

Se estructuró en ocho títulos y un total de 82 artículos. Promulgada por el Gobernador Constitucional Trinidad García de la Cadena, el 12 de enero del mismo año.

Eran miembros del Congreso: los diputados Rafael G. Ferniza, vicepresidente y diputado por Villanueva; Manuel G. Solana, diputado por Pinos; Julián Torres, representando al Partido de Jerez; Joaquín Sánchez Román, diputado por Tlaltenango y fungiendo como segundo secretario; Manuel Ortega, por Fresnillo; Gregorio Castanedo, por Nochistlán de Mejía; Ramón Talancón primer secretario, por Mazapil y; F. Acosta representando al Partido de Sombrerete; Mariano García de la  Cadena, por Juchipila; Luis G. García, por el Partido de Ojocaliente; el Partido de la capital, representado por Gabriel García y; Joaquín Román por Nieves.

De manera general, puede decirse que las reformas hechas por ésta a la anterior Constitución de 1857 fueron mínimas. A continuación trataremos el sentido de las pocas reformas realizadas.

Respecto a la forma de gobierno no se modificó en lo más mínimo, pues en esta Constitución continuó siendo la republicana, representativa, popular y federal.

Asimismo sobre las facultades del Congreso sólo una fue modificada: ahora aparte de computar los sufragios y reconocer formalmente al gobernador electo, el Congreso también nombraría a los diputados, a los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y a los Jueces de Primera Instancia.

Los magistrados y el fiscal del Supremo Tribunal, así como los jueces de Primera Instancia, serían electos popularmente en primer grado, y no por el gobierno como se establecía en las constituciones anteriores.

Otra novedad que presentó, consistió en que el Congreso del Estado, debería establecer las bases conforme a las cuales el ejecutivo podría celebrar empréstitos sobre el crédito del Estado, a más de aprobar los contratos respectivos y reconocer y mandar pagar las deudas que el Estado contrajera.

Las reformas que se le pretendieran hacer, no tendría validez sino fuera aprobado por el voto de las dos terceras partes de las asambleas municipales.

2.1.5.
Constitución Política del

Estado de Zacatecas de 1910

Declaró que el pueblo zacatecano, representado por su Congreso, decretaba la nueva Constitución Política; fue aprobada el 3 de febrero de 1910. Se estructuró por ocho títulos y un total de 80 artículos. Fue promulgada por el gobernador Francisco de P. Zárate y firmada por los diputados José A. Castanedo; Luis Canales, vicepresidente; Jesús María Castañeda; Sixto Dena; Zeferino Borrego; Antonio Urrutia; Rafael García; Ramón Romero; Luis Elías Alatorre; Luis Escobedo; Félix Ponce, secretario; Luis F. Córdoba, secretario. 

A diferencia de las anteriores, esta Constitución no se invocó en el nombre de Dios, sino únicamente a nombre del pueblo zacatecano, representado por su Congreso local, con facultad soberana de decretarse una nueva Constitución. 

Dispuso que el territorio del Estado, sería el que ya se encontraba delimitado en la Constitución federal, y que una ley fijaría su división en partidos y municipalidades. Cabe recalcarse, que esta Constitución no definió jurídicamente como las anteriores, las partes que integrarían el territorio del Estado.

En contraste con la Constitución de 1869, que mencionaba un sólo período de sesiones ordinarias, en ésta se estableció que el Congreso tendría dos períodos ordinarios: el primero comenzaría el día 16 de septiembre y terminaría el 15 de diciembre, pudiéndose prorrogar hasta por treinta días más; el segundo daría principio el 1º de abril y concluiría el día último de mayo, pudiendo prorrogarse hasta por quince días más. Siendo la elección de sus diputados de manera directa y en primer grado, sujetándose el proceso elecciones a la respectiva ley orgánica electoral.

Esta, como en la anterior, dispuso que el gobernador debería asistir a la apertura de sesiones del Congreso, y allí informaría acerca de la administración pública en general, debiendo informar también de la situación particular que guardaran los Partidos del Estado; se agregó además que dicho informe debía presentarse por escrito.

En los anteriores textos constitucionales las resoluciones del Congreso sólo tenían el carácter de ley o de acuerdo económico; y en 1910 se hizo una adición, consistente en que dichas resoluciones también podían ser decretos. Por lo demás antes de cerrar sus sesiones ordinarias, el Congreso debería nombrar una diputación permanente y no sería cada año —como señalaba la anterior Constitución—, sino al terminar el período de sesiones ordinarias del Congreso. Se agregó a lo anterior que cuando algún proyecto de ley fuere desechado, no se volvería a presentar sino hasta el siguiente período de sesiones; y no hasta que transcurriera un año como se establecía anteriormente.

Se dieron algunas modificaciones en lo relativo al funcionamiento y organicidad del poder ejecutivo del Estado. Por ejemplo que el gobernador duraría en su cargo cuatro años, sin que pudiera reelegirse. Derogándose la disposición que establecía la Constitución anterior, consistente en reelegirse toda vez que transcurriera un período inmediato.

Las faltas temporales del gobernador serían suplidas bajo los principios siguientes: si el Congreso estuviere reunido, por la persona que éste designe; si estuviere en receso, por la persona que designara la Diputación Permanente. Si la falta fuere absoluta, la persona designada en los términos anteriores expediría un decreto en el cual se ordenaría que se eligiese en todo el Estado un nuevo gobernador, y éste duraría en su cargo el tiempo que le faltara al gobernador propietario.

Se creó una disposición, que ninguna de las constituciones anteriores había contemplado relativa a que cuando el gobernador se separase de su encargo, durante el último de los años de su período de gobierno, no se haría ninguna convocatoria para elegir gobernador, sino que, en ese caso,  sería facultad del Congreso o en su defecto de la Diputación Permanente, el hacer tal designación.

Cuando el gobernador quisiera ausentarse del territorio o separarse de su empleo, necesitaría un permiso del Congreso o de la Diputación Permanente; pero cuando su ausencia no durase más de cuarenta y ocho horas, no necesitaría de dicho permiso. El gobernador tenía además como obligación, durante su encargo, visitar por lo menos una vez al año todos los Partidos del Estado, avisando de sus viajes al Congreso o en sus recesos a la Diputación Permanente.

De las diferentes atribuciones concedidas al gobernador, por el régimen constitucional anterior, sólo fue reformada una de ellas, y se agregaron dos. La reforma a que se hace mención primeramente estableció que era atribución del gobernador —además de promulgar, cumplir, hacer cumplir y ejecutar las leyes y cualesquiera otras resoluciones del Congreso—, la de proveer en la esfera administrativa para su exacta observancia y hacer del conocimiento la legislatura local, las leyes que emanaran del Congreso de la Unión. Las nuevas atribuciones del gobernador —o sea, las adicionadas— fueron: la celebración de convenios sobre límites con los Estados vecinos, sometiéndolos a la aprobación del Congreso del Estado y; decretar la expropiación por causa de utilidad pública. 

El Ejecutivo, para el giro de los negocios de su inspección tendría un secretario, el cual se denominaría Secretario del Poder Ejecutivo, cuyo encargado sería el jefe de la secretaría y correrán a su cargo todos los negocios de su competencia. Mientras que en la Constitución de 1869 se estableció como un requisito para el desempeño de este cargo tener 25 años de edad, en la de 1910 se incrementó la edad exigida a 28 años. Las faltas del secretario debían ser suplidas por otro nombrado por el ejecutivo, y por el Oficial Primero cuando aquellas no sobrepasaran de tres meses. 

En lo que atañe a los Partidos en que se dividía el Estado el estatuto se mantuvo pero se dispuso que en sus cabeceras habría un Jefe Político, que duraría en su cargo cuatro años, y sería nombrado por el gobernador, y además derogó la disposición anterior relativa a la posibilidad de su reelección.

Además cuando en alguna población del Estado existiesen más de 1,000 habitantes ‑la Constitución anterior fijó un límite de 500‑ y menos de 4,000, tenían derecho a constituirse en Congregación, regida por una Junta Municipal; y si el número de habitantes fuere de 4,000 o más, se constituirían municipalidades ‑la anterior a sea la Constitución de 1869, establecía el límite de más de 2,000 habitantes.

Al igual que en la Constitución anterior se mantuvo el criterio de que ningún negocio jurídico —ya civil o criminal—, tendría más de dos instancias; pero se hizo una adición a esta disposición, señalando la procedencia del recurso de casación en contra de las sentencias ejecutoriadas, quedando además asentada la responsabilidad en que podían incurrir los jueces o magistrados, cuando no cumplieran con sus obligaciones o bien aplicaran de manera inexacta la ley, y con ello ocasionaran perjuicios a las partes. 

Por otra parte, la designación de los ministros y del fiscal del Supremo Tribunal de Justicia se seguiría haciendo por elección directa en primer grado; la de los jueces de primera instancia así como la magistrados interinos, por parte del mismo tribunal. En esta disposición se adicionó un párrafo, señalando que en las faltas absolutas de los Ministros y  Fiscal, se procedería a una nueva elección. De los requisitos que enumeró la Constitución de 1869 para ser magistrado del Supremo Tribunal de Justicia no se reformó ninguno de ellos, únicamente se agregaron dos más: ser abogado titulado y tener dos años de residencia en el Zacatecas.

En cuanto a los requisitos exigidos para que acceder al cargo de juez de primera instancia no hubo cambios, únicamente se hizo adición, en lo relativo a que debían residir en el Estado al momento de hacer su nombramiento. Según la Constitución de 1869, duraban en su cargo un período de cuatro años, pero en la de 1910 se extendió a seis años; los jueces continuaban en su cargo por cuatro años; pudiendo reelegirse en ambos casos.

La Constitución anterior establecía, que la responsabilidad por los delitos oficiales, sólo podría exigirse durante el período en que el funcionario ejercía su cargo y hasta un año después; en la Constitución de 1910, además de lo que acabamos de señalar, se instituyó que de no haberse promovido lo conducente para exigir tal responsabilidad, el delito no podría prescribir sino en plazos y conforme a las disposiciones particulares sobre prescripción de las acciones penales que estableciera la ley de la materia. 

La vecindad, como requisito para el desempeño de algún cargo público, se adquiría con la residencia de dos años en el Estado. Y todos los funcionarios del Estado que fueren de elección popular, con excepción de los Magistrados y de los Jueces, entrarían en el ejercicio de su encargo el día 16 de septiembre del año que correspondiere.

2.2.
Reglamentación del Poder Judicial:


1824-1862 en el Estado de Zacatecas
2.2.1.
Decreto para los Tratamientos del Tribunal 

de Justicia y Tribunal de Minería
La primera disposición que se puede ubicar en los documentos existentes en el Archivo Histórico del Estado de Zacatecas para el análisis del Poder Judicial local —aparte de las constituciones aludidas—, es el Decreto sobre el tratamiento de los tribunales del Estado de Zacatecas. Mismo que fue promulgado por el primer gobernador del Estado Pedro José López de Nava.

El texto del citado ordenamiento, expresaba:

“Pedro José López de Nava Gobernador del Estado Libre y Federado de Zacatecas, a todos los que las presentes vieren, sabed: que el Congreso Constituyente ha decretado lo que sigue:

El Congreso Constituyente de este Estado en sesión ordinaria del día 2 del presente ha decretado.

1º Que el Superior Tribunal de Justicia tenga el tratamiento de Excelencia.

2º Que los Tribunales de Alzadas de Minería y Comercio tengan el de Señoría.

Lo que tendrá entendido el gobierno, y dispondrá lo conveniente para que se imprima, publique en la forma acostumbrada, y circule a quien corresponda. Dado en Zacatecas a dos días del mes de junio de 1824. 2º de la Instalación del Congreso.= Lic. Domingo Velázquez, Presidente.= Juan Bautista Martínez, Diputado Secretario.= Y lo transcrebimos a V. E. para su cumplimiento.= Casa del Estado Libre de Zacatecas. Junio 5 de 1824. 2º de la Instalación del Congreso.= Excmo. Sor.= Juan Bautista Martínez, Diputado Secretario.= Ignacio Gutiérrez de Velazco, Diputado Secretario.= Excmo. Señor Gobernador del mismo.

Por tanto mandamos a todos los Tribunales, Justicias, Jefes y, demás autoridades, así civiles como militares y eclesiásticas, de cualquiera dignidad, que guarden y hagan guardar cumplir y ejecutar el presente en todas sus partes. Dado en la Casa del Estado Libre y Federado de Zacatecas Junio 5 de 1824: 4º 3º y 2º.

Rúbricas: Pedro José López de Nava. Por falta de Secretario Propietario Marcos de Esparza”.

Por lo tanto, el objeto del decreto en cuestión, fue determinar la nominación y tratamiento que debería darse al Tribunal Superior, sería el de Excelencia, y a los de Comercio y Minería, el de Señoría.

2.2.2.
Reglamento para los Tribunales

del Estado de Zacatecas

Más tarde se proyectó una interesante reglamentación de los tribunales estatales, de cuya lectura, no se desprende que haya sido aprobado -creo debido, a que el ejemplar manuscrito  ubicado en el archivo, corresponde a alguna comisión del seno del Congreso donde se iban haciendo anotaciones referentes a los debates del mismo-. Esta fechado en 1825, y lo incluyo por considerar relevante el debate de configuración de la jurisdicción zacatecana que contiene.

Establecía en su capítulo primero, acerca de los Juzgados de Primera Instancia: que los alcaldes de los respectivos Ayuntamientos, conocerían de todos los asuntos que ocurrieran -sean de la clase que fuesen- y determinándolos definitivamente.

En las demandas cuyo litigio fuese de la cantidad de diez hasta cien pesos, y sobre injurias ligeras y faltas leves que no ameritaran más que corrección, se procedería en juicios verbales acompañados con dos conjueces nombrados por las partes y, en rebeldía de éstas, de oficio si no lo hicieren.

Aceptado y jurado el cargo por éstas, se les señalaría a las partes el día donde concurrirían con sus pruebas, y en él se les recibirían; realizarían alegatos de su derecho, e impuestos los jueces del asunto en cuestión, lo resolverían a más tardar dentro del término de cinco días.

Cuando las partes se allanaren se conformaría sentencia que se entendería como resolución sobre el asunto en cuestión; llevándose relación sucinta del litigio, y los fundamentos que cada una de las partes hubieran hecho valer en un libro, que para tal efecto habría para los juicios verbales, y firmada por los tres: las partes si supiesen, y el escribano o testigos de asistencia por falta de éste.

Dictada la sentencia se ejecutaría inmediatamente, sin recurso alguno, y expediría el alcalde a los interesados las certificaciones que le pidieren, extendiéndola en papel de oficio, autorizándolas con el escribano o testigos, y exigiendo por derechos desde cuatro reales, hasta dos pesos, según la cantidad de la demanda.

En los litigios que pasaren de cien pesos, se procedería con juicio escrito, intentándose previamente la conciliación y, bajo las reglas siguientes:

1º. La conciliación se habría de intentar ante uno de los alcaldes del domicilio del demandado, verbalmente y no por escrito.

2º. Luego se citaría al demandado para el día señalado, en que ocurriría con un hombre bueno, y haciendo otro tanto el actor o demandante, ambos expondrían sus derechos; y habiendo concluido, los hombres buenos, darían su dictamen al juez.

3º. Si éste no pudiera resolver inmediatamente, lo haría dentro de ocho días, asentando su resolución a congruencia del dictamen de los hombres buenos, en un libro que debería haber exprofeso, denominado determinaciones de conciliación, y enseguida lo haría saber a las partes, quienes conformes o no firmarían con los tres si supieran hacerlo.

4º. En el caso de conformidad, se ejecutaría según y como se hubiere convenido sin tergiversación alguna, y facilitaría al que la pidiera, certificación del acta autorizada con escribano o testigos en papel del sello 3º, y causaría derechos de arancel.

5º. Si no hubiere conformidad, anotadas así en el libro, se daría al demandante igual certificación, y en papel del sello 3º a su costa, y dos pesos de derechos firmada sólo por el alcalde, y sin más agregación que las de haberse celebrado el juicio a conciliación, y de que no hubieren convenido las partes, omitiéndose en consecuencia más relaciones inútiles.

6º. La citación que se debería hacer al demandado, según lo previene la regla 2º, se verificarían para con cualquiera clase de persona, fuesen eclesiástico o militar, pues que el objeto de la conciliación es dirigido a evitar pleitos, y el juez con el carácter de conciliador, más bien ejercía un acto de amistad que de autoridad y jurisdicción.

7º. En consecuencia, ninguno una vez citado, podría excusarse con pretexto alguno, a el que fuere de comparecer en el término señalado -por sí o apoderado con poder especial para esto-, de lo contrario y dando lugar a segundo emplazamiento, se le haría conminándolo con una multa que no bajaría de un peso ni excedería de cinco, según las circunstancias del hecho y persona.

8º. Faltando al segundo emplazamiento, se daría la certificación de no haber tenido efecto la conciliación por falta del demandado, y se declararía que éste incurrió en la multa que se le comunicó, exigiéndosela luego si no gozase de fuero, pues en caso de tenerlo, pasaría al alcalde certificación de la demanda a su respectivo juez, y éste desde luego, la haría exhibir remitiéndosela para que la imprimiese, y la aplicara a gastos del oficio.

9º. En las causas criminales en que se interese la vindicta pública, no podría haber conciliación si no es por lo que respecta al derecho de partes, y en lo tocante a lo civil.

10º. Tampoco la debería haber en los juicios verbales, ni en otros que no admitieran avenencia de partes, como son las pertenecientes a los menores, y otros privados de la administración de bienes, en las de Hacienda Pública, propios de los pueblos, capellanías colectivas, causas eclesiásticas de la misma clase, y establecimientos públicos.

11º. No debe haberlas en las herencias vacantes, ni para los casos urgentes de restitución de un despojo, retracto, denuncias de nueva obra, formación de inventarios, particiones de herencia, y demás que son del momento. Pero si después hubiera de ponerse una demanda formal o haya de causar juicio contencioso, es indispensable que proceda la conciliación, en los casos comprendidos en esta regla.

12º. La regla 7º y 8º se observarían sin perjuicio del fuero que competa al demandado, para que se le juzgase por su juez competente, en vista de la certificación que se le presentase, o ya sea para estrecharlo a que comparezca en lo resuelto y convenido en el juicio de conciliación.

13º. Siendo demandante o demandado un Ayuntamiento, se celebraría la conciliación ante otro, si no lo hubiere, ante el Regidor 1º en orden, y si lo fuesen los alcaldes y el Ayuntamiento en cuerpo, sería ante el alcalde del último año, y si se tratase de un negocio de interés común, se ocurrirá al alcalde del pueblo más inmediato que lo tuviese.

Presentado escrito con el certificado antes dicho, de no haber tenido efecto la conciliación, o que no se avinieron las partes, lo haría saber el juez al demandado, y con lo que respondiese previa citación comentaría con el autor que después se dirá, y el juicio se seguiría con total arreglo a lo que éste le dictamine, pues así se evita el extravío que padecen las acciones, y vale más que los litigantes sientan estos gastos cortos y dilaciones, y no el entorpecimiento que de lo contrario resulta.

Estas consultas las harían tantas veces, cuantas duden el paso que han de dar, según el estado del expediente, sin perjuicio de los que previniese el dictamen del letrado, del cual no se separarían sin constituirse responsable.

En las causas cuyo interés no pase de trescientos pesos, la sentencia que en ellos recayese, se podría ejecutar recurso de apelación, pero podría interponerse el de nulidad por inobservancia de las leyes. Tanto este recurso como el de apelación, en las causas que pasen de trescientos pesos se interpondrían ante el juez de ella, en el término de ley, y de apelación en cualquiera estado de la causa, se admitiría  inmediatamente, y se remitirían así mismo previa citación de partes, los actos al Juez de Segunda Instancia a costa del que introdujo el ocurso.

En las causas criminales, se consultaría con el asesor concluida la información sumaria, tomando la declaración preparatoria, y dando el acto motivado en el término señalados por la Constitución.

Quedarían en libertad las partes para transigirse en cualquier estado del pleito, y comprometerse en árbitros o arbitradores.

Las facultades concedidas, aquí a los alcaldes para el conocimiento en todo lo contencioso, las ejercitarían mientras no se establecieran Jueces de Letras en cada Partido.

Para arreglar en lo posible la administración de justicia, se dividiría el territorio del estado en cuatro departamentos, uno lo formarían Mazapil, Nieves y Sombrerete; otro Fresnillo y Zacatecas, otro Jerez, Villanueva y Tlaltenango y el último Juchipila, Aguascalientes y Pinos.

Para cada uno habrá un juez que residirá en el lugar que quisiese siendo del mismo departamento con tal que sea de carrera para el correo que facilita tener pronta comunicación con los alcaldes.

Consultarían en todos las causas civiles y criminales, de cualquiera clase que sean, procurando el más pronto despacho de las criminales especialmente, y las de hacienda.

Continúa textualmente el reglamento:

“Artículo 21. Los alcaldes les remitirán las causas a oficio certificándolo así en la cubierta como está mandado, y las que causen derechos franqueados a costa de las partes.

Artículo 22. En casos de impedimento temporal, recusación u otra falta serán substituidos en aquel asunto nomás por el de la demarcación más inmediata.

Artículo 23. Disfrutarán un sueldo de un mil quinientos pesos sin perjuicio de los otros que les correspondan en los asuntos que los causen y que podrán exigir conforme al arancel.

Artículo 24. El sueldo se les ministrará por mesadas vencidas en la administración de las rentas del estado del lugar en que residiesen, mientras se toman árbitros para que los paguen los ayuntamientos.

Artículo 25. A cualquiera de las partes que pida testimonio se le franqueará inmediatamente, sea cual fuere el estado de los autos, en los términos que lo solicite sean parcialmente o del todo.

Artículo 26. En las causas de contrabandos se arreglarán los alcaldes a la pauta de 4 de septiembre de 1823 y decretados en este congreso y los consiguientes, declarándose que las decisiones de los jueces deben ser asesoradas y ejecutadas sin necesidad de aprobación del superior.

Artículo 27. Las causas criminales sentenciadas ya sea que se interponga a apelación o no, siempre se remitirán al juez de segunda instancia, para su aprobación o lo que sea de justicia resolver dicho el fiscal, siempre que la pena sea corporal, y exceda de seis meses de trabajo en las obras públicas, cárcel o destierro por el mismo tiempo, pues las que sean menores se ejecutarán sin consulta a dicho tribunal si el reo o reos se conformasen.

Artículo 28. Entre tanto las cárceles no varíen de disposición, el tiempo de prisión que sufran los reos, se tendrá en consideración para minorárseles la pena, cuando esta no sea la de muerte, la que se impondrá con oportunidad y en ocasión que las circunstancias lo demanden.

Artículo 29. Las causas de hacienda ya sean de parte o de oficio se sujetarán en su substanciación a lo establecido para las civiles comunes en que se tendrá presente la cantidad sobre que se versen.

Capítulo 2º
Del Tribunal de 2da. Instancia

Artículo 30. El Supremo Tribunal tendrá conocimiento de todas las causas civiles y criminales de toda especie, que por haberse interpuesto alguno de los recursos dichos de apelación en nulidad se le remitiesen por los jueces de 1a. instancia.

Artículo 31. La formará un (ilegible) magistrado deberá residir en la capital del Estado ayudándose de dos colegas, que nombrará de cuatro que le proporcionen ambas partes.

Artículo 32. En consecuencia al recibo de unos autos, se mandará que las partes hagan las propuestas indicadas, y electos los asociados, admitido y jurado el cargo se impondrá el Tribunal haciendo se le lea la actuación íntegra, y con este solo conocimiento se resolverá sobre es o no admisible en ocurso.

Artículo 33. Teniendo lugar la apelación, como debe ser cuando  se ha interpuesto de sentencia definitiva, proseguirá el solo magistrado substanciando y proveyendo lo que sea de puro trámite pues cualquiera providencia que contenga gravamen, se deberá tomar con los asociados.

Artículo 34. Siendo el recurso introducido de auto interlocutorio, y admitido como va derecho se substanciará, y fenecido volverán los autos (ilegible) hubiere aplicación al Juez de 1a. instancia para que los concluya en lo principal, lo mismo se hará en el caso de declararse sin lugar el ocurso.

Artículo 35. Los recursos de apelación y nulidad solo se integrarán ante el Juez de la causa y de ninguna manera en el tribunal, pero si no se admitiese, o el Juez retardase la remisión de los autos, podrá la parte interesada quejarse al juez de segunda instancia, y éste mandará pedirlos o (ilegible) de los canales de la demora, si no fuesen bastantes, reconvendrá y reprenderá a aquél según la malicia que se advierte.

Artículo 36. Fuera de estos casos, no se pedirán autos algunos de  los jueces de 1a. instancia, ni se les quitará el conocimiento, en ellos, ni retardarán en el tribunal, habiendo cumplido lo que les corresponda de su conocimiento.

Artículo 37. No deberá haber relatores, ni se hará relación de causa alguna, por memorial ajustado, y todo juez se impondrá de los autos con exactitud.

Artículo 38. En los pleitos cuyo interés no pase de 500 pesos causará ejecutoria la sentencia segunda ya sea que confirme o retoque la primera, pero pasando de quinientos pesos tendrá lugar la súplica al juez de 3a. instancia, interponiéndola ante aquél que remitirá luego los autos.

Artículo 39. El juez de la tercera en este caso, si la cantidad que se disputa no excede de mil pesos y la sentencia segunda fuere revocatoria de la 1a, instruirá bien en la actuación, se encargará de los fundamentos de una y otra sentencia, y sin más conocimiento resolverá por lo que le parezca más justa y mandará los autos al juez de 1a. instancia donde tuvieron principio para que ejecute conforme a lo últimamente resuelto.

Artículo 40. En toda causa que corresponda y se introduzca el recurso de súplica o nulidad lo admitirá y pasará inmediatamente los autos al juez de 3a. instancia previa citación de los interesados.

Artículo 41. Todas las providencias que tomare definitivas o interlocutorias que contengan gravamen, y no sean de pura substanciación se fundarán únicamente y no se usará ya de aquellas breves fórmulas, (ilegible) a lo mandado" "no ha lugar (ilegible)" que sólo prueban autoridad, más no convencen a un interesado.

Artículo 42. El despacho será diario ocupándose de el precisamente las tres horas últimas por la mañana lo menos y sólo se omitirá esta asistencia los días festivos, y aquellos que designe la ley particular y este Estado por de guarda política.

Capítulo 3º
De la Tercera Instancia

Artículo 43. El magistrado de la Segunda Sala, lo será para la tercera instancia en los casos de súplica y rendirá en la capital.

Artículo 44. Conocerá en toda especie de causa civil y criminal, que por uno de los indicados recursos, se le remitan de la 1a. instancia.

Artículo 45. Su despacho lo hará en los mismos términos prevenidos, para el de la 1a. acompañado con dos colegas que nombrará de cuatro que le propongan ambas partes, excepto el caso propuesto en el artículo 39.

Artículo 46. No se deberá  proponer alguno de los que han conocido en la anterior instancia.

Artículo 47. Las sentencias de esta Segunda Sala, se ejecutarán sin recurso, quedando siempre expedito el de nulidad a las partes que deberán interponerlo en la Sala donde se cause la ejecutoria.

Capítulo 4º De la Tercera Sala

Artículo 48. Esta se compondrá de tres magistrados (ilegible) conocerán en tercera instancia de todas las causas que tengan principio en la 1a. Sala, de las nulidades y demás que señala la Constitución del Estado.

Artículo 49. Los magistrados de las tres salas deberán ser letrados, y podrán ser recusados y separados de todo conocimiento.

Artículo 50. El lugar de los impedidos temporalmente lo suplirá el Fiscal, si no tuviese que llevar la voz. ocupando el lugar del que falte en cualesquiera de las tres Salas.

Artículo 51. Si el Fiscal no pudiese y el impedido fuere el magistrado de la 1a. Sala vendrá a ella el de la 2a. y a ésta uno de la 3a.

Artículo 52. El Fiscal será para las tres salas con arreglo al artículo 173 de la Constitución.

Artículo 53. Tanto los jueces de esta Sala como el de la anterior guardarán exactamente lo prevenido para el de la 1a. en los artículos 37 y 41.

Artículo 54. Cada una de las Salas, tendrá su Sala habilitada, y desde luego que se hayan establecido todas, propondrán en unión las salas, porteros y escribientes que se necesiten para el bien despacho de los asuntos, y los sueldos que deberán gozar.

Artículo 56. En la tercera Sala se turnará el presidente cada dos meses por el otro que la 1a. vez designare la suerte.

Artículo 57. Los magistrados de la 1a. y 2a. Sala tendrán en tribunal el tratamiento de Señoría y los de la 3a. el de Excelencia.

Artículo 58. En todo lo que no se exprese en la Constitución general particular del Estado, y esta Ley se observará el Reglamento de Tribunales Español, y otras leyes vigentes con tal que no oponen al sistema adoptado.

Artículo 59. La tercera Sala tendrá particular cuidado, de que por las otras dos, y todos los funcionarios sean inferiores, sin distinción guarden y observen con la mayor puntualidad el Decreto de 24 de marzo de 1813; reimpreso en nuestra capital y circulado en 8 de enero de este año, un comentor en manera alguna, ni disimular la más leve falta en este particular.

Artículo 60. Por la disposición del artículo anterior, no se entienden exonerados los ministros de las otras dos Salas de la obligación que también les dicte de celar con eficacia la conducta de los inferiores, amonestarlos reconvenirlos y ejercitar sobre ellos en sus casos, y gradualmente, otras facultades que les correspondan como inmediatos superiores, pero sin detenerse en sus procedimientos darán luego (ilegible) sin estas ocurrencias al tribunal.

Artículo 61. A las tres Salas se llamará Tribunal Supremo de Justicia y a la 3a. ocurrirán las otras dos en los casos y para los efectos que previene la Constitución del Estado.

Artículo 62. Por las listas que mensualmente debe recibir de las causas criminales y civiles, pendientes en 1a, 2a y 3a instancia se encargará muy particularmente de su Estado, el motivo de su retardo y de los abusos que se  hallan introducido tomando luego las providencias convenientes para reconocerlos.

Artículo 63. Si no fuesen bastantes las mencionadas listas, pedirá al mismo juez o a otro, los informes que necesite para poner en claro cualquiera inobservancia de Ley, ya sea de las que arreglan los procesos o con relación a ellos previenen sobre algunas necesidades como depósitos y otras que tendrá muy presentes para que se cumplan.

Artículo 64. Las tres Salas reunidas con el fiscal formarán desde luego los aranceles de derechos judiciales tanto para los subalternos del mismo Tribunal, como para jueces inferiores, abogados, escribanos, avaluadores, y demás curiales de todo el Estado, remitiéndolos por el Gobierno al Congreso para su examen y aprobación.

Artículo 65. Recibirán a los abogados con las formalidades hasta aquí acostumbradas mientras la Ley no señale o disponga las que se han de observar para lo sucesivo; pero recibimiento de los escribanos; lo hará sola la 3a. Sala.

Artículo 66. A ésta también corresponde formar un reglamento lo más exacto que se pueda, sujetándose a los casos más frecuentes de las penas arbitrarias y correccionales que deben crear los alcaldes de los ayuntamientos, remitiéndolo al congreso por conducto del Gobierno, para su examen y lo que a bien tenga que disponer en su escrito.

Prevenciones generales

Artículo 67. Así como toda causa civil y criminal debe girarse públicamente, del mismo modo se votará y sentenciará, sin que ninguno de los componentes pueda hablar ni mandarse en la votación.

Artículo 68. Esto no se entiende con las que la decencia cargue se vean de en secreto.

Artículo 69. En las criminales con que se haya consultado la sentencia al juez de apelaciones, si la de éste fuera confirmatoria y no se suplicare de ella, se ejecutará luego, pero si fuere revocatoria, aunque no se interponga la súplica, pasará al de la 3a. instancia.

Artículo 70. En esta especie de causas y cualquiera otra de oficio, y en las de Hacienda propondrá los colegas el fiscal, y por parte del reo su defensor si fuere de la capital, y siendo de fuera el primer procurador del ayuntamiento de ella.

Artículo 71. Las partes en sus pleitos están en absoluta libertad para dirigirse como mejor les parezca, sin que se les pueda estrechar a que lo hagan por abogado.

Artículo 72. Estos podrán firmar escritos y alegatos en cualquier género de causa, ya sea de comercio y minería, de consiguiente los tribunales a que ahora toca su conocimiento deberán recibir los escritos que con esta circunstancia les fuesen presentados.

Artículo 73. Para que los escribanos y alcaldes que autorizan documentos por falta de aquellos, no causen tantos perjuicios a los contrayentes, tendrán particular cuidado de que en los protocolos firmen los tres testigos instrumentales después de instruidos en el contenido de la escritura; y para lo sucesivo las que extendiesen sin esta circunstancia, no tendrán fuerza ejecutiva, y el juez o escribano que así lo autorizase, que el mismo hecho habrá incurrido en la multa de cincuenta pesos, que se le exigirá irremisiblemente para la parte perjudicada y responderá a los demás cargos que por ello le resulten.

Artículo 74. Bajo de iguales penas se les previene, se abstengan de poner en cualquiera documentos más obligaciones, que las que los interesados les dijesen, y en (...) a las generales les impondrán de un efecto para que puedan obligarles.

Artículo 75. Esta precaución la tendrán con más exactitud en los testamentos en que no debe haber más cláusulas, aunque sean corrientes y de estilo, que las declaradas por el testador expresa, o tácitamente previa la explicación que se les debe hacer para que bien entendido diga cual es su voluntad.

Artículo 76. Luego que se promulgue esta Ley y publique en cada municipalidad, los alcaldes de ella dentro del preciso término de tres meses habrán formado una lista exacta y circunstanciada de toda testamentaria de su respectivo territorio supremo y por concluir, anotando el tiempo en que comenzó o debió comenzar, el motivo de no haberse concluido y su actual estado.

Artículo 77. Al fin del término señalado remitirán las listas a la 3a. Sala, y ésta examinándolas en todas aquellas testamentarias que estuviesen pendientes de cinco años o más mandará al alcalde respectivo notifique al albacea o albaceas concluyan con su encargo precisamente dentro de seis meses, y que no verificándolo les intervengan los bienes, les priven de su conocimiento y nombren otros que cumplan de encargo de aquellos, bajo la inspección del juzgado dirigidos por el asesor, perdiendo los morosos  cualquier interés que tengan en la testamentaria en favor de ella o de la hacienda pública a juicio del Congreso a quien se dará cuenta.

Artículo 78. En las testamentarias pendientes por menos de cinco años se averiguará la causa del retardo, y según las circunstancias y estado de los bienes se procederá con arreglo a las Leyes vigentes.

Artículo 80. En las causas civiles, cuyo resultado llegue a 89 pesos contra mayores en edad y 59 contra viudas, menores o que disfruten sus privilegios y en las criminales en que el reo fuere a pena capital o destierro perpetuo, teniendo su 3a. instancia en la 2a. Sala, el ministro de esta, a más de los colegas que previene el artículo 45 se argüirá con uno de la 3a. Sala y el fiscal si estuviese libre y de no con dos de aquella, que no sea el presidente sino por impedimento de alguno de los otros.

Artículo 79. El nombramiento de estos asesores lo hará el gobierno prefiriendo a los abogados de opinión y conducta residentes en el Estado.

Artículo 81. En casos semejantes presidirá el ministro propietario de la Sala 2a. siempre que uno de los concurrentes no sea el presidente de la 3a.

Artículo 82. Si por haber (ilegible) la causa en la 1a. Sala, la instancia 3a. lo fuere en la de este nombre, perdiéndolo alguna de las partes se agregarán dos asociados letrados si los hubiere pudiendo sea uno de ellos el fiscal de no, lo serán legos nombrados de cuatro que propondrán aquellos.

Artículo 83. Subsistirán que ahora las diputaciones de minería, con las facultades que les concede su ordenanza particular.

Artículo 84. Quedan suprimidas las diputaciones territoriales de comercio, su tribunal de alzadas y el de minería, y las causas pendientes en unos y otros pasarán inmediatamente a los alcaldes los de las primeras y las de los segundos a la 1a. Sala, donde seguirán el orden dispuesto para las comunes
”.

2.2.3.
Decreto para el Arreglo y Organización

del Supremo Tribunal de Justicia y 

juzgados de Primera Instancia en el 

Departamento
Fue sancionada por la Asamblea Departamental de  Zacatecas, el dos de julio de 1846. Este decreto se ubica en el período de transición del centralismo al federalismo en nuestro país, y bajo la vigencia de las Bases Orgánico Constitucionales.

Se integra por 41 artículos, dividida en cinco apartados. Refiriéndose el primero al Supremo Tribunal de Justicia, de cómo sería su integración y, de los requisitos que deberían satisfacer sus integrantes; como se determinaría el sueldo de los Magistrados y del Fiscal, quiénes habría de suplirlos en caso de separación de algunos de los magistrados, o cuando éstos debieran dejar de conocer de algún negocio por revocación, excusa, impedimento o por algún otro motivo.

Pero para mejor comprensión nos referiremos al decreto, partiendo de su texto original, y así tenemos que:

"Acerca del Supremo Tribunal

de Justicia en el Estado:

Artículo 1º.- El Supremo Tribunal de Justicia del Departamento se formará de dos Salas, compuesta de tres ministros cada una y de un fiscal para todo el Tribunal.

Artículo 2º.- Para ser Ministro o Fiscal de éste Tribunal se requiere:

Primero.‑ Ser natural del Departamento o mexicano con residencia en el mismo, de cinco años antes de la elección.


Segundo.‑ Ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos y tener la edad de treinta años cumplidos.


Tercero.‑ No haber tenido condena judicialmente en proceso legal y crimen alguno.


Cuarto.‑ Ser abogado recibido conforme a las leyes, haber ejercido su profesión en el foro, espacio de ocho años en estudio abierto o en la judicatura y disfrutar de buena opinión por su aptitud y probidad.

Artículo 3º.- Las Salas de éste Tribunal se denominará Primera y Segunda. La primera la compondrán los Ministros que actualmente tienen y la Segunda el Ministro que ahora la forma; y otros dos que se nombrarán con arreglo a las leyes.

Artículo 4º.- Interinos se hacen los nombramientos de que trata el artículo anterior, integrarán la Sala el actual Ministro, el Fiscal y uno de los jueces de letras del Departamento que nombrará el Tribunal luego que se publique éste decreto. Del mismo modo, y de entre los expresados funcionarios se nombrará el suplente del Fiscal.

Artículo 5º.- El sueldo de los Ministros y Fiscal, su tratamiento y el de los respectivas Salas serán los que disfrutan con arreglo a las leyes.

Artículo 6º.- En los casos de vacantes o separación de algún Ministro del Tribunal por más de una año se cubrirá de su falta por el Fiscal.

Artículo 7º.- Cuando el Fiscal pase a desempeñar la plaza de Ministro, en el caso del artículo anterior, la falta se cubrirá por uno de los jueces de letras del departamento que nombrará el Tribunal si a la vez faltare otro Ministro por igual tiempo el Ministro general elegirá otro juez letrado.

Artículo 8º.- Si la separación tanto de los ministros como del Fiscal, fuere menos de una año, el Tribunal para cubrir la falta, o faltas que haya se arreglará a lo prevenido en el artículo 11 del éste decreto, pudiendo elegir entre los mismos los que se insaculan, al letrado defensor de pobres, si su aptitud, probidad y buen desempeño lo hicieren acreedor.

Artículo 9º.- Las faltas particulares de los Ministros en ambas Salas por revocación, por el Fiscal, abogado de pobres, y jueces de letras de la capital, según el orden de los juzgados.

Artículo 10.- Si no obstante lo prevenido en el artículo anterior faltaren uno o más Ministros en alguna Sala, se llamará a los de la otra, que estuviesen expeditos, comenzando por el menos antiguo y cuando el Presidente del Tribunal deba suplir presidirá la Sala.

Artículo 11.- Si a pesar de esto faltare Ministro que conozca en algún asunto, el Presidente de la Sala lo avisará al del Tribunal para que éste en acuerdo público, sin que sea necesaria la asistencia del fiscal, proceda a nombrar por lo menos tres abogados mayores de 29 años de probidad y juicio y que no tengan notorio impedimento y hecha la elección, los nombres de los electos se insacularán en una ánfora y el que resulte por suerte será el suplente que conozca del negocio.

Artículo 12.- Si no hubiere abogados que elegir, en el caso del artículo anterior el Tribunal nombrará en la misma forma, vecinos de probidad e ilustración, y que  esto se repetirá cuantas veces sea necesario.

Artículo 13.- En los casos de discordia en algún asunto, bien sea en el Tribunal que en las Salas, se llamará para decidirlas a personas designadas en los artículos 9º y siguientes que estuviesen expeditos.

Artículo 14.- Si el fiscal resultare impedido en algún negocio su falta se suplirá conforme a lo prevenido en los artículos 9º y siguientes con excepción de los Ministros.

Artículo 15.- Para cubrir cualesquiera falta en los casos de los anteriores artículos, el Presidente de la Sala, donde ocurra llamará por oficio al suplente que corresponda o avisará al Presidente del Tribunal cuando deba ser de los saculados.”

De las atribuciones del Pleno:

En este apartado que hace referencia al Pleno del Tribunal, señala que se formaría con la asistencia de todos los Ministros y del Fiscal. Establece las facultades y obligaciones del Pleno como órgano colegiado; quiénes podrían designar comisiones para la realización de tales obligaciones, que entre otras, se establecen las de realizar las visitas a las cárceles, rendir informe ante el Pleno del mismo, y señalar las condiciones que guarden los reos como el estado de los asuntos, para posteriormente tomar las medidas pertinentes para la mejor y expedita administración de justicia.

“Artículo 16.- El Tribunal pleno compuesto de todos sus Ministros y con asistencia y voto del Fiscal, ejercerá todas las atribuciones que le están encargadas por la ley de 28 de febrero de 1843 y demás disposiciones vigentes en la manera y forma que ellas previenen.

Artículo 17.- El general Pleno practicará las visitas generales de cárceles con arreglo a la atribución 1ra. artículo 16 del Decreto de 28 de febrero de 1843.

Artículo 18.- Dos Ministros por turno, uno de la primera y otro de la segunda Sala con asistencia del Fiscal hará las visitas semanarias en la forma que parra los efectos que prescribe el mismo decreto de 28 de febrero en la atribución 11a. del citado artículo.

Artículo 19.- En todas las visitas semanarias los secretarios de las Salas y jueces de letras de la capital, presentarán listas en que conste el número de causas pendientes en las Salas del Tribunal y Juzgados respectivos, con expresión de los nombres de los reos,  delitos y estados que guarden en aquél día para que el Tribunal de visita pueda semanariamente por el cotejo que debe hacer dictar las providencias convenientes para la pronta secuela y terminación.

Artículo 20.- El Supremo Tribunal exigirá de los jueces de primera instancia de los distritos foráneos, certificaciones en forma de haber hecho las visitas generales y semanarias y listas de las causas que se instruyan en el respectivo juzgado, con expresión de los nombres de los reos, delitos y estados que guarden el sábado de la visita, para que vistas en los acuerdos ordinarios del Tribunal Supremo de Justicia, dicte las providencias oportunas para su más breve terminación.

Artículo 21.- El H *comunicará a* el resultado de las visitas semanarias con expresión de los ministros que lo hicieren para que se publique en el periódico oficial el jueves inmediato.

Artículo 22.- Mensualmente remitirá también al * para el objeto del artículo anterior, noticia de las visitas que han hecho los jueces de los Distritos foráneos, y de las providencias que ha dictado para la continuación de las causas que tienen pendientes a fin de que no sufran demora”.

De las atribuciones de las Salas:

En este apartado, se hacía referencia a la organización de las Salas, sus atribuciones para conocer de los negocios civiles, criminales y de hacienda; estableciendo que se distribuirían los casos por turno riguroso, y además conocerían de asuntos de primera instancia, cuando tenga que ver en algún negocio civil o criminal o con algún funcionario público, Diputado de la Asamblea, cualquier dependiente o subalterno del Tribunal por faltas, o abusos en el ejercicio de sus funciones; conocería en segunda instancia de los negocios que conociera la otra Sala, cuando ésta resultare impedida para hacerlo por alguna razón prevista en la propia ley. En tercera instancia, conocería de las causas y negocios de la segunda Sala.

Se hace distinción de los negocios que habrían de conocer las Salas, estableciéndose que la Segunda Sala conocería de los mismos negocios como la primera, según el orden que le correspondiera, pero además gozaría de la facultad de declarar si algún reo gozaba de inmunidad, aún cuando la causa pendiera de la otra Sala. Señala que en caso de denegada apelación o de queja, la propia Sala en turno conocería del asunto. Según se estipula en los siguientes artículos:

“Artículo. 23.- Las Salas del Tribunal Supremo conocerán de los negocios que les serán asignados por las leyes y en la forma prevenida por ellas bajo el orden siguiente:

Artículo 24.- Ambas Salas conocerán por turno riguroso de todos los negocios civiles, criminales de hacienda que se remitan al Supremo Tribunal en grado de apelación o para su revisión. El reparto se hará diariamente por el Presidente del Tribunal.

Artículo 25.- La Sala conocerá además en primera instancia:

Primero.‑  De las causas civiles y criminales de que habla el artículo 20 de la ley de 28 de febrero de 1843. Si la responsabilidad contra algún funcionario público resulta en negocio pendiente en la otra Sala, ésta se seguirá la causa.

Segundo.‑ De las causas criminales conocen de las responsabilidades que de los negocios civiles en que fuesen demandados por los diputados de la Asamblea.

Tercero.‑ De las que deban formarse contra los subalternos y dependientes inmediatos del Tribunal, por faltas, abusos en el ejercicio de sus destinos. Si las faltas o abusos resultaren en negocios pendientes en la otra, ésta conocerá de ellas.

Cuarto.‑ En segunda instancia de los negocios en que la otra Sala haya conocido en primera instancia. En tercera instancia de las causas y negocios en que la segunda Sala haya conocido en segunda instancia.

Artículo 26.- La segunda Sala conocerá, además de los negocios que le corresponden por turno:

Primero.‑ En primera instancia de los negocios de que habla en su segunda parte los párrafos 1º y 3º del artículo anterior.

Segundo.‑ En segunda instancia de las causas que debiendo tenerla, hayan tenido la primera instancia en la primera Sala.

Tercero.‑ En tercer instancia de los negocios de que habla la segunda parte del artículo 22 de la ley de 28 de febrero.

Cuarto.‑ En la misma instancia conocerá de los negocios que la tengan y cuya segunda instancia haya correspondido a la primera Sala.

Quinto.‑ De los negocios comprendidos en las partes 4a, 5a, 6a, y 7a del referido artículo 22 de la ley de 38 de febrero.

Sexto.‑ Corresponde también a la Sala declarar si goza o no inmunidad los reos que hayan tomado asilo; si la causa pende en la primera Sala, ésta será quien haga la declaración.

Artículo 27.-  Cuando se de cuenta con algún recurso de devengada apelación, o queja, la Sala a quien toque por turno será la que continuará conociendo en los autos generales cuando se tramite en apelación o revisión.

Artículo 28.- En la división de los negocios de que habla el artículo 39 de la ley de febrero de 1843.

Los otros dos jueces que se requieren para pronunciar sentencia, se llamarán por el orden establecido en los artículos siguientes.

Artículo 29.- Los recursos sobre recusación con causa se interpondrán ante la Sala a que no pertenecen el Ministro o Ministros recusados y en ella terminarán definitivamente quedando a salvo las partes el recurso de responsabilidad contra los jueces que hubieren sentenciado”.


De la Tercera Instancia:

En los siguientes dos artículos, se hace referencia a la formación de la Tercera Instancia, para los negocios que debieran tenerla, esto es, relativo a los funcionarios públicos, señalando que la Sala estaría integrada por dos ministros y el fiscal, y estableciéndose quienes habrían de suplirlos en caso de impedimento:

“Artículo 30.- Para la tercera instancia en los negocios, que deban tenerla relativo a los funcionarios públicos del Departamento y que hayan principiado en alguna de las Salas del Tribunal, se formará otra Sala compuesta de tres ministros, que serán el fiscal, sino estuviese impedido, y dos jueces de letras de la capital por el orden de su nombramiento. Los impedimentos o faltas de éstos se cubrirán por los suplentes de que hablan los artículos 19 y siguientes comenzando por el otro juez si lo hay.


Artículo 31.- El llamamiento del fiscal y los jueces para que formen la Sala lo hará el Presidente de la Sala de Segunda instancia y los empleados de ésta y un  dependiente servirán sin distinción alguna en los negocios de que se encargue dicha tercera Sala”.

Las disposiciones generales: se hace referencia a ciertas disposiciones que deberían tomarse durante el ejercicio y aplicación de justicia; señala que el reo tiene el derecho de ser escuchado, y de pedir en caso de que lo considerase necesario, la intervención del Presidente de la Sala, para que tomase las medidas pertinentes si creía que se le habían violado garantías.

Por otra parte, establecía que los suplentes de los ministros o del fiscal cuando ocuparen su lugar, gozarían de los mismos privilegios de que gozaban los ministros, pero también serían objeto de las prohibiciones que establecía el propio reglamento para aquéllos.

Los ministros, jueces y el propio fiscal, no podrían excusarse de conocer de los negocios que legalmente les correspondieran, si no hubiera causa para tal impedimento. Se autorizaba al Fiscal, para solicitar a cualquier autoridad los informes y documentos necesarios, para la aplicación de la justicia. Se apuntaba que era facultad del Presidente del Tribunal, repartir los negocios que llegasen en apelación o para su revisión.

Estableció que las disposiciones que no estuviesen comprendidas en ésta, se podrían observar los reglamentos anteriores y posteriores, que no fueran contra estas disposiciones:

“Artículo 32.- Cuando un reo pida audiencia se le concederá sacándolo al juzgado o parará el juez de su causa a la cárcel a oírle cuanto tenga que exponerle y si fuere reo de causa pendiente en alguna de las Salas del Supremo Tribunal, el secretario será el que pase a oírlo; a no ser que la causa sea de mucha gravedad pues entonces irá el ministro semanero de la Sala, que tanto éste como el secretario dará cuenta después a la Sala con lo que hubiere expuesto para la providencia que corresponda tomar.


Artículo 33.- Los que entren a suplir las faltas de algún ministro de las Salas del Tribunal a excepción de cuando sea para algún asunto o negocio determinado, disfrutarán de sueldo igual al propietario siempre que fuesen ocupados por mas de quince días contiguos.


Artículo 34.- Los suplentes cuando deban disfrutar sueldo no podrán ejercer la abogacía, desempeñar poderes ni otra cosa de las prohibidas a los magistrados. Disfrutarán durante su encargo de los honores y privilegios de los ministros propietarios, sin poder ser demandados sino en la forma y de la manera que éstos. Los demás suplentes aún cuando no gocen sueldo tendrán las consideraciones y preeminencias que les concede el reglamento interior del Tribunal.


Artículo 35.- Ningún Ministro o Juez podrá excusarse de conocer, ni el fiscal de pedir en las causas y negocios que les corresponden según las leyes, si no en los casos de impedimento legal, y se prohiben las causas fundadas únicamente en motivos de delicadeza.


Artículo 36.- El fiscal puede pedir a cualquier autoridad, jefe de oficina o empleado público los informes y documentos que necesite solo para el efecto de administrar justicia.


Artículo 37.- Las causas y negocios pendientes actualmente en la Segunda Sala por apelación o revisión se repartirá entre ambas por el Presidente del Tribunal para que según su estado continúen en las Salas a donde toquen.


Artículo 38.- La aptitud probidad, y buen desempeño en los destinos del tramo de justicia o en el ejercicio de la profesión, y el concepto público que disfrutan los jueces y abogados, con los méritos que deben atenderse por el Tribunal para los informes de mes que deben dar al Gobernador en los casos del artículos 142 de las bases orgánicas parte 9a. y en los nombramientos que le corresponde hacer.


Artículo 39.- El Superior Tribunal dentro de un mes de publicado este decreto remitirá a la Asamblea las reformas que a su juicio deban hacerse a su reglamento interior, poniéndolas en observancia interior recayendo la aprobación de la Asamblea.


Artículo 40.- El tribunal en todo lo demás que no comprenda este decreto se sujetará a lo dispuesto  en las leyes anteriores, siguientes que no pugnen con el presente.


Artículo 41.- Se suspende la prohibición de las magistraturas que debe haber en la segunda Sala mientras las circunstancias del Departamento y el Estado de sus ventas permitan pagar los sueldos que a ellas corresponde. Sala de Sesiones de la Asamblea  Departamental de Zacatecas, a 2 de Julio de 1846”.

2.2.4.
Decreto para reformar la Ley Penal y

de Procedimientos contra ladrones
Relacionado con la organización y funcionamiento del Poder Judicial en Zacatecas, se inscriben las reformas a la Ley Penal y de Procedimientos contra Ladrones, promulgada un 4 de febrero de 1851, y como presenta cuestiones procedimentales, afectó la mencionada organización de la judicatura.

El texto expresaba:

“El H. Congreso del Estado ha tenido a bien decretar las siguientes reformas a la ley penal y de procedimientos contra los ladrones y sus cómplices publicada en 15 de diciembre de 1850.

Artículo 1º El artículo 8º queda reformado en estos términos: después de formada al reo la declaración preparatoria, dictará el Juez de averiguación el auto de prisión o soltura según los datos que encuentre. De éste auto no se admitirá apelación, pero será revisable por el tribunal de calificación cuando la averiguación sumaria esté concluida. En todo caso se hará constar la conformidad o no conformidad del reo o acusados si lo hubiere.

Artículo 2º Cuando apurados los medios de investigación no aparezcan los datos que legalmente son necesarios para hacer cargos a un reo el juez lo mandará encarcelar bajo la fianza a bajo caución juratoria a falta absoluta de aquellas, y con sumisión precisa la revisión del tribunal el auto en que lo determine.

Artículo 3º En los lugares donde hubiere dos juzgados de letras (ilegible) política respectiva (ilegible) suerte la lista de los jurados en dos secciones par a una a cada uno de los jueces.

Artículo 4º Los empleados de devación (ilegible) inscritos en la lista de (ilegible) se borrarán de ella si lo piden por bando su excepción ante la autoría política.

Artículo 5º Los que hubieren sido elegidos por la suerte para la formación del jurado en una causa, no volverán someterse al sorteo mientras queden insertos para el doble número del que debe elegirse.

Artículo 6º Están exceptuados del cargo de jurados los  individuos de los ayuntamientos y jefes de las oficinas públicas mientras duren estos destinos.

Artículo 7º Para los efectos del artículo 22 se tendrá por equivalente al Capital de mil pesos de que habla la renta anual de ochocientos pesos en Zacatecas, Fresnillo y Aguascalientes; y la de trescientos en los demás Partidos, procedente del ejercicio de alguna industria o profesión honesta y útil.

Artículo 8º Cuando el reo o reos de una causa se nieguen a extraer los nombres de los ciudadanos que deben formar el jurado conforme al artículo 24 la extracción se hará en presencia de aquellos por el juez o por la persona que éste designe.

Artículo 9º La remisión de los reos a la Capital del Estado prevenida en el artículo 47 podrá omitirse cuando no pueda fácilmente disponerse de fuerza que los (ilegible).

Artículo 10º El Supremo Tribunal podrá por solo una vez devaluar una causa para práctica de nuevas diligencias cuando en su concepto haya falta de averiguación. En este caso se observará lo prevenido en los artículos 17 y 57.

Lo tendrá entendido el Gobierno y dispondrá su cumplimiento. Rúbricas: Mariano de Aranda, D.(P). Juan Ruvalcaba, J. Francisco Rosso (...) reiteramos a vuestra excelencia nuestro aprecio y particular consideración. Dios (ilegible) Zacatecas, febrero 10 de 1851 Rúbricas: Juan Ruvalcaba, D.(P). J. Francisco Rosso”.

2.2.5.
Ley Orgánica y de Procedimientos

para la Administración de Justicia
La ley de referencia, como su nombre lo indica, nos permitirá darnos cuenta del cómo y cuál era la organización de la justicia en el siglo pasado; fue promulgada el 30 de noviembre de 1855 y anotada por el C. José Alatorre, oficial archivero de la Secretaría del mismo gobierno.

Dicha Ley, fue decretada por Victoriano Zamora, Gobernador y Comandante General del Estado de Zacatecas. Ley que se integra por un total de 293 artículos en XXIV capítulos.

En su texto, nos habla acerca del Tribunal y Juzgados que debería haber en el estado; estipulaba, que en esta capital se establecería un Tribunal Supremo de Justicia, y conocería de los negocios que admitieran apelación, ya fueran civiles o  criminales, así como los que no tuvieran último recurso.

El Supremo Tribunal de Justicia se integraría de cinco ministros y un fiscal, que serían nominados por el Supremo Gobierno; el que primeramente fuese electo, sería presidente vitalicio. Habría Jueces de Letras y de Paz, en los lugares que el Supremo Gobierno de Zacatecas señalase; se aumentaría o disminuiría el número de jueces, pero tendrían su residencia en la demarcación de cada Partido.

Por otra parte, los Jueces de Letras conocerían de los asuntos civiles y criminales, en la forma y casos que previniera esta ley, nombrados por el Supremo Gobierno, previa propuesta del Tribunal de Justicia.

Para ser Juez de Letras se debería: ser mexicano, abogado —con práctica mínima de cuatro años—. Existiría un Juzgado de Primera Instancia, que debería conocer de los negocios civiles del Partido de la capital; además de los de Letras que intervendrían en los asuntos criminales. Serían Jueces de Paz y locales los que existían hasta esas fechas, y se limitarían en sus respectivas demarcaciones al ejercicio de la jurisdicción contenciosa y voluntaria. Los Jueces de Paz, serían nombrados por el gobernador, a propuesta del Jefe Político, y se comunicaría su nombramiento al Tribunal Superior del Estado. También se nombraría un suplente —para sus faltas absolutas o temporales—; para ser Juez de Paz, se necesitaría, ser ciudadano en ejercicio de sus derechos y mayor de 25 años de edad, de profesión y ejercicio conocido y permanentes.

El cargo de Juez Local, sería Consejil (Nombrado por el Ayuntamiento), podría durar un año, y si en el desempeño de su cargo se desempeñaba con rectitud y justicia, se le podría nombrar nuevamente por el término de otro año.

Por otra parte nos habla de la responsabilidad e inamovilidad de los Jueces y Magistrados, dice que se haría efectiva conforme a la Ley que se expediría, ningún Juez ni Magistrado puede ser suspendido de su destino, sino en los casos, forma y manera que se establecían en las citadas leyes de responsabilidad. El juez o magistrado suspenso y sometido a juicio, percibiría durante él, medio sueldo, conservando acción a la totalidad si resultaré absuelto, y en la sentencia se declarase que se le devuelva lo que había dejado de percibir.

Del nombramiento y sustituciones de los Ministros y Jueces de Letras suplentes; cuando por motivos legales resultase inhábil un ministro para intervenir en determinado negocio, se  llamarían por turno al que debería de sustituirlo, a los Jueces de 1ª Instancia de la capital al defensor de presos, pero si estos se hallarán impedidos, se propondría por el Tribunal al Supremo Gobierno del Estado, una terna de abogados para que eligieran a uno que sustituiría al ministro impedido; Se propondría y nombraría en los casos de licencia y enfermedad de los propietarios, si excediese la falta de quince días, pero si fuera por menos tiempo, el mismo Tribunal nombraría suplentes. Los impedimentos y faltas temporales de los Jueces de 1ª Instancia, se suplirían donde hubiera otro juez letrado.

De los empleados subalternos del Tribunal y de los Juzgados; el Supremo Tribunal tendría como subalterno a un Secretario letrado, un defensor de presos y pobres, un oficial, y dos escribientes, quienes servirían en turno, el cargo del Ministro Ejecutor, un escribano de diligencias y un portero. El nombramiento de secretario, de defensor y demás dependientes de la secretaría, se harían por el tribunal; en los Juzgados de Letras habría un escribano, un escribiente y un comisario que también serviría como ministro ejecutor, estos serían nombrados por los Jueces; pero las dotaciones de éstos se asignarían por el Supremo Gobierno.

Para el régimen interior del Supremo Tribunal, se observaría el reglamento del 15 de enero de 1838 hasta que se dictará el que se debería observar.

En lo concerniente a las atribuciones de los Jueces Locales, se establecía que éstos conocerían dentro de su de demarcación, de las conciliaciones de todas las personas; por otra parte, oirían y determinarían en juicio verbal, las demandas cuyo interés —no pase de cien pesos o las de injurias—, que sólo merecieran un ligera corrección. Practicarían en casos urgentes las primeras diligencias en las causas criminales, así como todas las demás que les fuesen encomendadas, por el Tribunal Supremo o Jueces de Primera Instancia; en lo civil podrían dictar las providencias necesarias.

Cada Juez de Paz tendría un libro, titulado: Libro de Conciliaciones, en el cual se asentaría una razón sucinta de lo que se practicaría en los juicios de conciliación; El libro de conciliaciones, se archivaría luego que concluyera el encargo de los Jueces de Paz. En caso de que se entablará un juicio verbal, se ocurriría ante el Juez de Paz competente.

Algunas de las atribuciones y facultades de los Jueces de Letras eran, que los Jueces de Partido, conocerían en primera instancia todos los pleitos y/o negocios civiles y criminales, que ocurrieran en su respectiva demarcación -de cualquier clase y naturaleza-, de las diligencias judiciales no contenciosas, y de todas las que les fuesen cometidas con arreglo a las leyes, por el Supremo Tribunal y Jueces del fuero común; de los negocios de responsabilidad de sus subalternos; de las competencias que se suscitaran entre los Jueces de Paz de su mismo Partido, en las conciliaciones y juicios verbales; y de los negocios cuyo conocimiento, les atribuyeran las leyes.

Las cuestiones sobre competencia de Jurisdicción, podrían entablarse a instancia de parte o de oficio, y siempre se oiría al Ministro Fiscal; y sería facultad del Tribunal Superior, decidir acerca de la competencia del auto motivado, en el término de quince días, desde que se recibiera el auto de los jueces contendientes.

La competencia de los Jueces locales en materia de conciliaciones y juicios verbales, se decidiría de plano; correspondería a los Jueces de primera instancia, decidir las competencias que se promovieran entre los jueces locales.

Los Tribunales y Jueces, administrarían justicia en nombre del estado; las ejecutorias serían revisadas por el Ministro Semanero, y firmadas por los demás Ministros que formaran la sala, ejecutoriadas las sentencias en cualquier juicio y, no habiendo perdido su fuerza ejecutiva, se harían efectivas previamente y de plano, sin formar nuevo juicio y sin más dilación que la absolutamente precisa, para poner al que obtuvo en posesión de la cosa, o hacerle entrega de la cantidad que se hubiera determinado; ningún recurso, impediría la ejecución y cumplimiento de la sentencia.

Las causas legítimas de recusación de Magistrados, Jueces de Partido y Locales, no podrían hacerse si no con juramento de no proceder con malicia, por escrito, que el juicio no fuera verbal y con expresión de causa justa, especial y determinada. Podría ser recusado todo Magistrado o Juez, para que no entienda en causa propia o en la de sus parientes por consanguinidad, en línea recta o en cualquier grado.

Los Ministros sólo podrían ser recusados por las partes que litigan, con juramento de no proceder de malicia, por escrito y con expresión de causa justa, especial y determinada, la cual se habían de probar a su tiempo legalmente; la recusación podría ponerse en cualquier estado del negocio o causa, desde su principio hasta el día antes señalado para la vista, y hasta el día antes de votar el negocio; sólo se admitiría la recusación por causas nacidas dentro de este término.

Admitida la recusación, se recibiría a prueba por los medios que establecían las leyes, ante la sala, en el preciso término de ocho días; y concluido el término probatorio o recibidas las pruebas, se daría cuenta en audiencia secreta, de las probanza hechas, y en su vista decidiría el Tribunal si estaba o no aprobada la recusación, dando o no por recusado al Ministro, contra quien se hubiera propuesto, cuyo fallo causaría ejecutoria; recusado el Ministro, quedaba enteramente separado del conocimiento del negocio.

Los Jueces de primera instancia y los Asesores, sólo podían ser recusados con juramento de no proceder de malicia, por escrito, y con expresión de causa justa, especial y determinada; en los negocios civiles, la recusación podría interponerse desde el principio del negocio, hasta el día anterior en que debería pronunciarse la sentencia.

No se admitiría la recusación, cuando ya se hubiera presentado la demanda y se hubiera generado la contestación; en las causas criminales, los Jueces no podrían ser recusados. Propuesta la recusación, el Juez recusado suspendería el procedimiento, y retenido en su poder, bajo su custodia y responsabilidad los autos principales. El Juez y Asesor, que conocieran de la recusación no podrían ser a su vez recusados.

Las apelaciones que conforme a derecho se interpusieran en el incidente de recusación, conocería la Sala de segunda instancia; ni la recusación ni la causa impediría el conocimiento para las diligencias urgentes o precautorias, que no admitiesen espera, tanto en lo civil como en lo criminal.

Los Jueces de Paz, no serían recusables en las conciliaciones; las recusaciones del Juez local, podrían hacerse en manera verbal, pero con expresión de causa justa, especial y determinada; en el mismo acto de interponerse la recusación, el Juez recusado citaría por oficio al Juez de Paz que siguiera en orden numérico, para que se presentara a calificar la recusación. El Secretario del Supremo Tribunal y Escribanos de los Juzgados, sólo podían ser recusados con causa justa, especial y determinada. El Tribunal y Jueces de quienes dependen, calificarían de plano y sin recurso la recusación; y al ser admitida ésta, se abstendría de actuar los recusados; el Secretario del Supremo Tribunal sería sustituido, por el oficial primero, y en caso de recusación de un escribano, por otro escribano, nombrado por el Juez.

El Ministro Fiscal en su cargo, tenía por objeto atender y promulgar lo que correspondiera a la mejor administración de justicia. El Fiscal no podría ser recusado,  pero no tendría el impedimento para ejercer su ministerio, en los pleitos y causas en que pudiera recaer sobre ellos presunción de parcialidad; las faltas del Fiscal, se suplirían en la misma manera que las de los Ministros del Tribunal. En los negocios en los que debía intervenir el Fiscal, siempre se le oiría, más no tendría voto en las resoluciones que se acordaran.

Los deberes del Ministro Fiscal, eran los siguientes:

I. Interponer su oficio en oportuno tiempo, y en debida forma en los procesos criminales y en los negocios civiles, en que se interesara la causa pública del estado.

II. Interponerlo igualmente en los asuntos de responsabilidad de los Jueces subalternos que faltaran a su deber, y en los incidentes sobre competencia en los que corresponda la jurisdicción ordinaria, la del Tribunal, o la disputen entre Jueces de primera Instancia de los partidos, o Jueces de Paz.

III. Defenderían en primera Instancia respectiva, y excitar con el mismo objeto a los Jueces y Funcionarios de Hacienda del estado, y en todos aquellos asuntos que le corresponderían a ésta, cuando se deduciera el juicio, acciones o derechos que a ella correspondiera.

IV. Promoverían de oficio la observancia de las providencias reglamentarias, dictadas para la Administración Judicial.

V. Expondrían, cuando fuera conveniente y se ofreciera duda de ley, con el fin de obtener de la autoridad que correspondía las aclaraciones oportunas.

VI. Examinarían cuidadosamente las listas de causas criminales que se remitieran por los Jueces de primera Instancia.

VII. Presentarían una lista cada día último del mes, al Supremo Tribunal del Estado, de los negocios que se hubiesen suscitado en el mismo.

VIII. Comparar las memorias ajustadas, cuando había de asistir, e informar a la vista.

IX. Concurriría a las visitas de cárceles, que por esta ley se prevenían
.

La intervención del Ministro Fiscal, en los casos mencionados y en cualquier otro que se interese la causa pública,  ya fuera de oficio o a instancia de parte, era necesario e indeclinable.

En el capítulo referente a los abogados, se establecía que para serlo se requería ser mayor de veintiún años, acreditando buena vida y costumbres; haber cursado los estudios teóricos y prácticos que prevenían las leyes; examinado y aprobado para el ejercicio de la abogacía, y; matriculado en el mismo Tribunal —su reconocimiento se haría por la sala, con asistencia al señor Fiscal—.

Para ser Escribano se requería, ser mayor de veinticinco años; haber cumplido con el curso de gramática castellana, aritmética y escritura de forma clara, que debía hacerla un profesor de instrucción primaria; ser examinado y aprobado por el Supremo Tribunal del Estado; matricularse en el registro de la Secretaría del mismo Tribunal. El recibimiento del escribano, sería en la Sala y por el señor Fiscal, el presidente de la Comisión que el Supremo Tribunal designara, dándole al solicitante un caso, para que en el término de 48 horas trajera extendida una escritura, con todos los requisitos y solemnidades que exigiera la naturaleza del caso. El escribano al matricularse, pagaría 25 pesos, aplicables al fondo de instrucción pública. Cuando hubieran obtenido su título, podrían ejercer libremente su profesión en el territorio del estado, y estarían sujetos al arancel para el cobro de sus honorarios.

2.2.6.
Decreto sobre las faltas

de los Jueces de Letras
Decreto fue promulgado el 16 de mayo  de 1858, por el Congreso del Estado. El texto del citado decía:

“Excmo. Sr.= El H. Congreso en sesión ordinaria de ayer, se sirvió decretar los que sigue.

1º Se deroga el decreto expedido por esta legislatura en 16 de marzo del presente año, por el se dispone que las faltas de los Jueces de Letras se suplirían por los Alcaldes Constitucionales.

2º Cuando los Jueces de Letras se separen de un juzgado por tiempo indeterminado, o que exceda de un mes, serán sustituidos en el servicio de aquellos por un abogado que nombrará el Gobierno a propuesta en terna del Congreso. Y; la separación fuere por un mes o por menos tiempo, servirán el juzgado los Alcaldes Constitucionales de la cabecera del Partido por el  orden de un nombramiento.

3º Lo dispuesto en la 1a. parte del artículo anterior, se observará también respecto de los ministros interiores del Supremo Tribunal.

4º El Supremo Tribunal concederá las licencias que para separarse de un destierro, por más de ocho días, necesiten los Jueces de Letras.

5º Tanto en este caso como en los del artículo 2º, los alcaldes continuarán en el juzgado, o se encargarán de él hasta que el juez letrado, (ilegible) y tome posesión.

6º Ni a los magistrados ni a los jueces se concederán estas licencias, sin previa manifestación de causa que (ilegible) y cierta a juicio del mismo Tribunal. Si la licencia en las causas referidas, fuera (ilegible) de negocios particulares; se concederá sin sueldo.

7º Cuando las licencias de que hablan los artículos anteriores, no excedan de ocho días, se concederán, aún con sueldo, por el precio del tribunal; pero este no podrá más de tal facultad, respecto de una misma persona, más de dos veces en cada año.

8º Siempre que el ministro de la 3a. Sala estuviere impedido para a las visitas de cárcel, serán estas presididas por los de la 2a. y 1a. por riguroso turno, comenzando por el más antiguo.

9º Quedan derogadas las anteriores disposiciones que se (ilegible) al presente decreto.

Lo tendrá entendido el Gobierno y dispondrá su cumplimiento. Dado en el salón de sesiones del Congreso a los 15 días del mes de marzo de 1858. = (ilegible), P Ríos (ilegible) secretario. = (ilegible). Y la pusimos en conocimiento de V. E. para (ilegible) Dios, 16 de marzo de 1858.

2.2.7.
Proyecto de ley sobre Reglamento

del Supremo Tribunal de Justicia
El documento en cuestión es presentado como proyecto, y fue aprobado por el Congreso local, anotación que hace expresa en su parte final de haberse mandado circular para que los municipios manifestaran y dictaminaran sobre ella, conforme facultad derivada del artículo 82 de la Constitución del Estado de Zacatecas, el 1º de febrero de 1862. Se decía:

“Artículo 1º.- El nombramiento de los ministros y fiscal del Supremo Tribunal de Justicia, el de los jueces de 1a. Instancia y defensor de presos, se hará popularmente siendo indirecta en primer grado la elección.

Artículo 2º.- Cada cuatro años se nombrarán por los colegios electorales de todo el Estado (ilegible) abogados para ministros propietarios del Supremo Tribunal y otros cinco para suplentes, los que se irán llamando según el orden de su nombramiento para cubrir las faltas de los propietarios, siempre que (ilegible) sean por determinado tiempo, pues si no fueren respeto de alguno o de algunos, se observará lo que previene el artículo 28 de la Ley de 3 de noviembre de 1855.

Artículo 3º.- De la misma manera se nombrarán dos abogados para (ilegible) fiscalía, otros dos para la defensoría y otros tantos para los jurados de 1a. instancia. Pero si la falta de los jueces de letras no excediesen de quince días; y los suplentes no pudieran encargarse luego de los jurados, así como la falta del propietario fuere imprevista o violenta, se llamará a los jueces locales de orden de su nombramiento.

Artículo 4º.- Para ser ministro del Supremo Tribunal de Justicia se requiere: ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos, natural o vecino del Estado mayor de 30 años y haber ejercido la judicatura lo menos tres años en cualquiera parte de la República. Las propias cualidades se requieren para ser fiscal del mismo Tribunal.

Artículo 5º.- Son electores que deben nombrar Gobernador del Estado y diputados a la legislatura del mismo hará el nombramiento de ministros y fiscal del Supremo Tribunal y defensor de presos. (ilegible) los nombramientos de jueces de letras, se harán en cada partido por los colegios electorales establecidos para los jefes políticos, asambleas municipales y jueces de paz.

Artículo 6º.- Concluidas las elecciones en cualquiera caso los expedientes se remitirán al Congreso si estuviere reunido, o a la diputación permanente para que se haga la computación de votos, y se declaren electas las personas que hayan obtenido mayoría absoluta de sufragios de los electores que concurrieran al acto.

Artículo 7º.- En las elecciones de que habla la presente ley tendrán voto si quieren los jefes políticos, presidentes e individuos de las asambleas municipales debiendo al efecto citárseles previamente  por la autoridad que según la ley, de presidir la elección.

Artículo 8º.- Se tendrá por reformada la Constitución del Estado en los puntos que comprenden la presente ley, y comenzará a regir el día 1º de enero de 1863 a cuyo fin las elecciones se verificarán en los meses de noviembre y diciembre del presente año quedando al cuidado del Gobierno reglamentarla y cuidar 1862 López de Nava = Jurada = González.

Nota: Los proyectos del presente en la sesión de 1º de febrero, se circuló a las asambleas municipales conforme a lo dispuesto en el artículo 8º de la Constitución del Estado”.
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